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Resumen 

 

Esta investigación está compuesta por tres estudios que tratan los aspectos políticos y 

de políticas públicas que inciden en el logro de los objetivos de la política de adaptación al 

cambio climático en México (PACC): 

El primero, retoma los principios de la economía política para analizar si existe un 

efecto de las elecciones locales en el otorgamiento de recursos federales a los estados. La 

referencia empírica son dos bases de datos de elaboración propia, a nivel municipal, con 

información de un periodo de once años (2006 a 2016). Adicionalmente, se analizan 

comparativamente las solicitudes y autorizaciones de las declaratorias de emergencia y se 

profundiza en el análisis para el caso de Veracruz.  

El segundo estudio trata acerca de los factores que inciden en la divergencia de 

implementación de la PACC basado en la propuesta teórica del análisis institucional y de 

desarrollo (IAD). Se realiza a partir de la información de instituciones formales e informales 

que presentan tres casos de estudio, empleando una técnica de análisis cualitativo a través de 

una comparación estructurada por pares (pair-wise comparison. De esta forma se aporta una 

propuesta de método sistemático para el análisis de la capacidad de adaptación al cambio 

climático en la escala subnacional frente a la escasez de agua, bajo la perspectiva de la PACC 

como recurso de uso común.  

En el tercer estudio se analiza cómo de manera creciente los gobiernos han optado por 

la integración de políticas para responder a los complejos retos públicos presentes en sus 

sociedades y ofrece una explicación de los factores asociados a experiencias exitosas o a su 

fracaso. El análisis que se presenta en este capítulo contribuye a la sistematización de 

resultados de las políticas integradas, a través del estudio de la política de adaptación al 

cambio climático en México. En esta investigación se plantea la necesidad de un desarrollo 

teórico que brinde soporte, a través de evidencia, a las ideas acerca del alcance de un diseño de 

integración de políticas. 
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Introducción 

La presente tesis contribuye a la comprensión de la implementación de las políticas 

públicas y a la literatura de integración de políticas a través de las lecciones que deja el 

análisis del caso mexicano de la política de adaptación al cambio climático, en particular 

frente a eventos climáticos extremos. La política de adaptación al cambio climático frente a 

eventos climáticos extremos es un ejemplo perfecto y caso de estudio para la integración de 

políticas. El objetivo de investigación de este trabajo se logra por medio de la realización de 

tres estudios que tratan los aspectos políticos y de políticas públicas del tema: El primero trata 

formalmente la integración de la política de adaptación al cambio climático en los 

ordenamientos actuales a través de leyes federales, órganos multisectoriales y compromisos 

suscritos internacionalmente. El segundo caracteriza la implementación del instrumento de 

respuesta a emergencias en términos de la relevancia de la variable electoral estimando un 

modelo de tipo panel y a través del análisis de la concesión de declaratorias de emergencia 

durante el periodo 2006 a 2016 en todos los municipios del país. Los resultados de dichos 

trabajos ofrecen el marco para explicar los factores que contribuyen a la robustez de las 

instituciones en la gobernanza de la adaptación al cambio climático. Esto último que es 

materia del tercer artículo se lleva a cabo a través de un estudio comparativo estructurado de 

las respuestas de comunidades que enfrentan escasez de agua en el contexto del Análisis 

Institucional y de Desarrollo (IAD).  

En conjunto, los hallazgos de esta investigación ofrecen evidencia acerca de los 

aspectos –políticos y de políticas públicas- que limitan el logro de los objetivos de adaptación 

al cambio climático, y afectan la integración de tal política a pesar de contar con un diseño que 

incorpora algunas de las mejores prácticas internacionales. A continuación, se presenta el 

contenido de cada capítulo de la investigación. 

 El primer capítulo responde a una carencia de estudios acerca de la importancia del 

nivel de gobierno estatal en la concesión de recursos federales para respuesta a emergencias 

por fenómenos naturales (Smith et al. 2018), así como a la escasez de comprobaciones para 

México de la literatura internacional en materia de economía política que ha caracterizado la 

relación entre aspectos electorales y la implementación de dichos instrumentos. El primer 

aspecto se atiende a partir de un análisis comparativo entre las solicitudes realizadas- por los 

ejecutivos estatales –gobernadores- y las autorizaciones federales – del Fondo de Desastres 
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Naturales (FONDEN)-. El segundo aspecto comprueba el efecto de la existencia de elecciones 

locales en la autorización de declaratorias de emergencias en México, estudiando los procesos 

electorales locales a través de un modelo panel. Para ello se construyó una base de datos 

original a nivel municipal, la cual recoge información para los once años del periodo 

comprendido entre enero de 2006 y diciembre de 2016 de las siguientes seis fuentes: Fondo de 

Desastres Naturales (FONDEN) de la Secretaría de Gobernación (SEGOB), Instituto Nacional 

Electoral (INE) y los Institutos Estatales Electorales (IEE), Comisión Nacional del Agua 

(CONAGUA), marco geo estadístico del Instituto Nacional de Estadística y Geografía 

(INEGI), Sistema Traza tu Ruta de la Secretaría de Comunicaciones y Transporte (SCT) y el 

Consejo Nacional de Población (CONAPO).  

El segundo capítulo presenta los factores que explican las diferencias en la 

implementación de la política de adaptación al cambio climático en México a partir de un 

análisis institucional en tres casos de estudio en la escala subnacional. Contribuyendo así a la 

literatura de políticas públicas a partir de una propuesta teórica que conceptualiza la política de 

adaptación como un recurso de uso común desde la perspectiva de Ostrom (2010) con la 

aportación de Pacheco-Vega (2014). Para lograr esto se realizaron visitas y grupos de trabajo 

en comunidades de Aguascalientes, Ciudad de México y Sonora con el objetivo de obtener 

información de pobladores que enfrentan escasez de agua, productores, funcionarios públicos 

y expertos. 

El tercer capítulo responde a la literatura que ha identificado una carencia de 

sistematización de los resultados de la integración de políticas (Candel 2017, Cejudo y Michel 

2017, Howlett et al. 2017). Retomando la propuesta conceptual de Cejudo y Michel (2017) se 

extiende su contribución a la política de adaptación al cambio climático. 

A partir del presente estudio se proponen nuevos elementos a considerar en la toma de 

decisiones que sugiere la integración de políticas como respuesta a los problemas complejos. 

Se utilizan fuentes de información primaria que recogen la perspectiva de funcionarios, 

expertos y sociedad civil respecto a los ordenamientos nacionales en la materia, así como 

fuentes de información secundaria que incluyen documentos de trabajo de la Comisión 

Intersecretarial de Cambio Climático y el conjunto de compromisos suscritos por México ante 

organismos internacionales durante el periodo de 2013 a 2016. La investigación identifica las 
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características del nivel de integración de la política actual que afectan el logro de los 

objetivos nacionales de adaptación al cambio climático. 

Las contribuciones de esta investigación en su conjunto se inscriben por una parte en la 

economía política de las políticas públicas, en donde los modelos de economía política y 

métodos cuantitativos explican las causas de ciertos resultados de políticas públicas. La 

variable de interés coincide con la utilizada en la literatura de políticas públicas (variación de 

las políticas entre lugares y a través del tiempo) pero la forma de analizarlas y el conjunto de 

teorías detrás son distintas, de tal forma que los comportamientos que ya han sido aceptados 

pueden probarse y hacer avances a la teoría (John 2018: 9). 

El contexto de análisis de esta tesis está dado por la perspectiva mundial de las 

consecuencias del cambio climático, los cuales representan para México un aumento en el 

riesgo de emergencias derivadas de fenómenos naturales (INECC 2016; PECC 2013; ENCC 

2013). Ante tal panorama, la vulnerabilidad de los sistemas sociales a dichos efectos depende 

tanto de su capacidad para adaptarse, como de sus niveles de exposición y riesgo (IPCC 2013). 

Aceptando que las políticas públicas tienen el potencial de contribuir a la adaptación de las 

comunidades o de exacerbar los efectos del cambio climático. Por ejemplo, en materia de 

urbanización, realizar construcciones en lugares de riesgo o permitir la pérdida de terrenos que 

absorbían el agua para reemplazarles por áreas de concreto tiene resultados devastadores 

(Mérida 2013). Es por ello que esta investigación busca comprender los instrumentos de 

política pública y las prácticas de gobernanza que inciden en la capacidad adaptativa de la 

sociedad frente a una emergencia por un fenómeno natural.  

Reconociendo que los efectos del cambio climático implican un amplio margen de 

incertidumbre y al agregar al análisis los aspectos económicos, sociales y políticos 

involucrados en su desarrollo su nivel de complejidad crece enormemente. Adicionalmente, 

contribuyen a dicha complejidad que el marco temporal de los procesos ambientales es largo y 

que los agentes involucrados son incluso a nivel global. Por ejemplo, los gases de efecto 

invernadero relacionados al calentamiento global tienen una estimación de vida en la 

atmósfera de largo alcance: entre ellos el metano tarda más de una década en desaparecer; 

mientras que al dióxido de carbono le puede tomar doscientos años y al perfluorometano hasta 

cincuenta mil años hacerlo, de acuerdo a los reportes del Panel Intergubernamental de Cambio 

Climático (IPCC 2001: 38). El marco temporal de largo plazo de los procesos relacionados 
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con el cambio climático implica que los resultados finales de las acciones emprendidas ahora 

no sean posibles de detectar durante un buen tiempo. Por ejemplo, debido a la alta capacidad 

de calentamiento del océano, se espera que el nivel del mar continúe por siglos aún si el clima 

se logra estabilizar (IPCC 2001).  

Sin embargo, ni el clima, ni la política, ni la sociedad puede esperar tanto para saber si 

los esfuerzos realizados van por buen camino, sino que debemos asegurarnos que los procesos 

y las rutas identificadas se están implementando de la mejor manera.  

La importancia del reconocimiento de la construcción social de los desastres y del 

cambio climático como teoría causal radica en que a partir de dicha perspectiva se 

instrumentan las políticas públicas que responden a las consecuencias del encuentro entre los 

fenómenos naturales extremos y los sistemas sociales. En cambio, al concebir que la dinámica 

del cambio climático responde a una lógica fortuita y no al resultado de las actividades 

humanas poco se puede instrumentar desde la administración pública (O’Brien y Selboe 

2015). “Estos problemas no se limitan a los cambios en los parámetros climáticos, sino que 

incluyen múltiples procesos que interactúan profundizando los impactos sociales y biofísicos 

del cambio climático a distintas escalas espaciales y temporales e influyen en la capacidad de 

percibir y responder al cambio (Leichenko y O’Brien 2008; Hovelsrud y Smit 2010)” en 

(O’Brien y Selboe 2015). Adicionalmente, la falta de reconocimiento de la interacción entre 

los diferentes componentes del riesgo -exposición, vulnerabilidad, resiliencia y fenómeno 

natural- impide la implementación de medidas efectivas para la prevención de desastres (Di 

Baldassarre et al 2014).  

México está expuesto a diversos fenómenos naturales dadas sus características 

geográficas. Entre los que se encuentran los geológicos (tales como sismos y actividad 

volcánica); los hidro-meteorológicos (tormentas, huracanes y ciclones), así como a abundantes 

lluvias, heladas y sequías, cuya frecuencia y magnitud podría profundizarse como efecto del 

cambio climático (ONU 2016). 

Es así que las propiedades geológicas del país determinan la existencia de riesgos por 

sismos y por actividad volcánica. Esto al considerar que más del cuarenta por ciento del 

territorio se localiza en la zona denominada “Cinturón de Fuego del Pacífico”, una de las 

zonas de mayor actividad sísmica del mundo dada por el alto grado de movilidad de cuatro 

placas tectónicas: la norteamericana, la de Cocos, la de la Rivera y la del Pacífico 
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(CENAPRED 2014). Aunado a estas condiciones del territorio nacional, actualmente existen 

diez volcanes activos en el país: Bárcena, al sur de Baja California Sur; Ceboruco, en Nayarit; 

Pico de Orizaba, en los límites territoriales entre Puebla y Veracruz; Volcán de Colima, en los 

límites entre Colima y Jalisco; El Chichón, en Chiapas; Everman, en el Archipiélago de 

Revillagigedo, Colima; Nevado de Toluca, en el Estado de México; Paricutín, en Michoacán; 

Popocatépetl, en los límites territoriales de Morelos, Puebla y México; y Volcán de San 

Martín, en Veracruz (UNAM 2012). 

De acuerdo con estudio del Banco Mundial, México ha tenido un promedio detallado 

de precipitaciones de 8,272 mm anuales, entre el periodo comprendido entre 1962 y 2011. 

Esto lo ubica en el lugar 101 de una lista de 180 países -el primer lugar lo ocupa Santo Tomás 

y Príncipe con 35,200 mm y el lugar 180 es de Egipto con 561 mm-. En este contexto, la 

precipitación media es el promedio a largo plazo en profundidad (sobre espacio y tiempo) de 

precipitación anual en el país y la precipitación se define como cualquier tipo de agua que cae 

de las nubes en forma líquida o sólida (Banco Mundial 2011). Es decir, que las afectaciones en 

el país por el volumen de lluvia, responden a factores adicionales (tales como el ordenamiento 

territorial) ya que en términos comparativos México no presenta una desventaja a nivel 

internacional. Además, la medición promedio en el territorio impide observar dos condiciones, 

por una parte, los efectos regionales; por otro lado, las situaciones extremas de escasez de 

lluvia y lluvias abundantes que de manera creciente ocurren en el país. 

Adicionalmente, el riesgo de afectación ante los embates de los fenómenos 

hidrometeorológicos se acentúa debido a la cantidad del territorio junto al mar. La longitud de 

costa del país, sin contar la correspondiente a las islas, es de 11,122 kilómetros. En el litoral 

del Pacífico y Golfo de California se tienen 7,828 kilómetros y 3,294 kilómetros en el Golfo 

de México y Mar Caribe (Semarnat, 2015). 

Las condiciones sociales que determinan la vulnerabilidad y el riesgo por desastres 

naturales son crecientes y diferenciadas por nivel de ingreso de la población (Kellenberg y 

Mobarak 2008, 2011). Los asentamientos más afectados son aquellos de la población más 

pobre. Para García Acosta (2006) “la pobreza, la marginación y la inadecuada planeación 

urbana, constituyen las verdaderas causas del desastre” (García Acosta 2006: 17, 39). Si bien 

los rasgos naturales de México agregan vulnerabilidad, son las condiciones sociales de 

vivienda, desarrollo urbano y territorial, así como el nivel de preparación de la sociedad en 
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materia de adaptación y resiliencia ante los desastres naturales los que determinan la 

afectación final. En cuanto al impacto de los desastres naturales en la población, la mayor 

cantidad de pérdidas de vidas en el país sucedió en 1985 con el temblor en la Ciudad de 

México con una cifra oficial de 6,000 víctimas (Arellano y Vera 2005). Por otro lado, derivado 

de los daños en infraestructura por fenómenos naturales se han erogado más de 193 mil 

millones de pesos en el periodo 2010 a 2014 (Cenapred 2014).  

A nivel teórico existe un debate en el cual las propuestas de la Nueva Gestión Pública 

(NGP) y de la integración de políticas parecieran contradecirse. Por un parte la NGP promovió 

valores como la especialización y la desagregación de pesadas agencias gubernamentales 

(Hood y Dixon 2015; Pollit 1995) afectando el desarrollo de perspectivas horizontales (Cejudo 

y Michel 2017; Eakin et al 2011; Howlett et al 2017) tales como las políticas multisectoriales 

para distintos niveles de gobierno. Mientras que la propuesta de la integración retoma la 

importancia de la centralización en términos estratégicos y de forma funcional, al abogar por 

la necesidad de un órgano multisectorial que guíe la toma de decisiones. Definiendo la 

integración de la política a partir de la identificación de un conjunto de elementos tales como: 

un mandato respecto al problema complejo y una teoría causal que involucra a distintas 

organizaciones y políticas; un organismo de toma de decisiones responsable de atender el 

problema complejo; la capacidad de dicho organismo para modificar programas, agencias, 

recursos humanos y financieros y si cuenta con la información necesaria para guiar sus 

decisiones (Cejudo y Michel 2017: 750). A pesar de la creciente frecuencia de esta perspectiva 

en la literatura y en la praxis de las políticas públicas, existe una carencia en la sistematización 

del análisis de los resultados que han logrado dichas estrategias de integración de políticas 

(Candel 2017, Cejudo y Michel 2017, Howlett et al. 2017). En esta investigación se conjuntan 

distintos insumos para aportar a la literatura de integración de políticas con una propuesta de 

los elementos que contribuyen a su éxito o fracaso.  
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Capítulo 1. “La implementación de la política de respuesta a emergencias en México: su 

relación con factores electorales y comportamientos sub-nacionales”. 

 

Resumen 

La respuesta a emergencias es uno de los pilares de las medidas de adaptación al cambio 

climático de acuerdo con el Panel Intergubernamental de Cambio Climático (IPCC) y 

manifestado en la Ley General de Cambio Climático en México (DOF 06-VI-2012). La 

importancia de este elemento radica en la influencia que presenta su efectividad en la 

capacidad de resiliencia de una población afectada (IPCC 2012). Este primer contacto entre la 

población y las políticas públicas para hacer frente a los fenómenos naturales se instrumenta a 

partir de la concesión de las declaratorias de emergencia del gobierno federal a los gobiernos 

estatales, tal mecanismo es similar en países como México y Estados Unidos. La literatura 

sugiere que tal proceso se encuentra altamente politizado, sin embargo, en México existe una 

carencia de comprobaciones empíricas de ello. Adicionalmente, a nivel internacional existe un 

vacío en las explicaciones que consideran el rol de los gobernadores en dicho comportamiento 

(Smith et al 2018). En este estudio se utilizan dos bases de datos originales para analizar las 

declaratorias de emergencia concedidas durante el periodo 2006 a 2016 en México a nivel 

municipal (N=27027), así como las declaratorias solicitadas por las entidades para el mismo 

periodo (N=778). El primer hallazgo se basa en la estimación de un modelo tipo panel, 

encontrando que existe un efecto positivo y significativo a través del tiempo de la existencia 

de elecciones locales en la autorización de recursos públicos. El segundo hallazgo radica en la 

identificación de un comportamiento diferenciado entre entidades federativas, dado por la 

frecuencia con la cual los gobernadores solicitan declaratorias de emergencia durante los años 

electorales locales, mismo que se ilustra a partir del caso de estudio de la entidad mexicana de 

Veracruz. 

 

  



11 

Introducción 

La respuesta gubernamental para hacer frente a los fenómenos naturales en México se 

instrumenta a partir de la concesión de las declaratorias de emergencia del gobierno federal a 

los gobiernos estatales que las solicitan. La literatura, preponderantemente norteamericana, 

sugiere que este proceso se encuentra altamente politizado; de tal forma que factores tales 

como la pertenencia partidista del poder Ejecutivo, la posibilidad de reelección de los 

gobernantes locales, el nivel de competencia en la contienda electoral y la existencia de 

procesos electorales en el año en curso, tienen un peso importante en la aprobación de recursos 

para responder a tales emergencias (Garret y Sobel 2003; Gasper y Reeves 2011; Healy y 

Malhotra 2009; Sainz y Anderson 2013). En México hay una carencia de estudios basados en 

evidencia que midan sistematizadamente este comportamiento gubernamental. 

La implementación de las políticas públicas enfrenta una serie de retos que impiden 

alcanzar los objetivos planteados en su diseño y formulación original (Hill y Hupe 2014; 

Pressman y Wildavsky 1973; Winter 2012). Dentro de estos elementos se encuentran factores 

electorales que influyen en la toma de decisiones y la entrega de servicios públicos. Dadas las 

condiciones que plantea el cambio climático, en esta investigación se busca conocer cómo 

responde la política de emergencias en México en un contexto de implementación 

caracterizado en cierta medida por dicho sesgo. Para analizar este fenómeno se estudian las 

declaratorias de emergencia solicitadas y autorizadas durante el periodo comprendido de enero 

de 2006 a diciembre de 2016. En particular las declaratorias concedidas se analizan con un 

enfoque de datos panel, este diseño de la investigación permite conocer el efecto de las 

variables analizadas a través del tiempo. El propósito general de la investigación es conocer 

las características que explican la implementación de la política de respuesta a emergencias 

como un caso que contribuye a la literatura de las políticas públicas y de las condiciones que 

guían la entrega de servicios públicos. Esto para conocer por una parte cuál es el efecto de la 

ocurrencia de elecciones locales en la autorización de declaratorias de emergencias en los 

distintos municipios de México, y por otra, cómo se comportan los ejecutivos estatales en la 

solicitud de declaratorias durante los años electorales, es decir, se estudia la toma de 

decisiones de gobernadores frente a un escenario electoral local. 

La hipótesis que guía el análisis de las declaratorias autorizadas radica en que la ocurrencia 

de elecciones locales tiene un efecto positivo y significativo para explicar la autorización de 
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declaratorias de emergencia. La presente investigación evalúa la influencia de variables 

electorales a través del tiempo en el otorgamiento de declaratorias de emergencia, suponiendo 

que se autorizan más declaratorias durante los años electorales locales independientemente del 

nivel de afectación -dado por la cantidad de lluvia registrada-. Es decir, que este modelo 

representa la importancia relativa de las elecciones en el uso de recursos destinados a mitigar 

las consecuencias de las emergencias ocasionadas por fenómenos naturales.  

Diversos factores enmarcan la relevancia de la presente investigación. Por una parte, 

México es uno de los países con mayor incidencia de fenómenos naturales que pueden afectar 

su infraestructura, ecosistemas, sistemas productivos y sobretodo la seguridad de la población. 

En 2013 el costo económico de los desastres naturales en México fue de más de 61 mil 

millones de pesos de acuerdo con el estudio del Centro Nacional de Prevención de Desastres 

(CENAPRED) “Impacto Socioeconómico de los Desastres en México Durante 2013”, es decir 

fue mayor a un punto porcentual del Presupuesto de Egresos de la Federación de 2015. Por 

ejemplo, la Comisión Federal de Electricidad (CFE) ha estimado que las afectaciones a la 

infraestructura eléctrica se han cuadriplicado en los últimos años, por ejemplo, las estructuras 

de alta tensión caídas pasaron de 221 en 1985 a 870 en 2006 (CFE, 2010). Siendo así que la 

Oficina para la Reducción de los Riesgos por Desastres de la ONU estimó la pérdida anual en 

México a causa de los desastres naturales es de 2,942 millones de dólares (ONU, 2015: 59). 

Aunado a esto, debido al efecto del cambio climático se espera un incremento en la cantidad y 

en la intensidad de los fenómenos naturales que para las personas en condiciones de 

vulnerabilidad pueden convertirse en desastres naturales (ONU 2014).  

Precisamente tal vulnerabilidad no se ha manifestado entre todos por igual, sino que los 

daños se concentran en ciertas entidades y las mayores afectaciones generalmente suceden en 

las comunidades más pobres. Por ejemplo, en 2012, el 65% de los municipios declarados 

zonas de desastre presentaban índices de marginación altos y muy altos (CENAPRED 2014). 

Además, en los últimos años, el monto de los daños asociados a estos fenómenos se ha 

incrementado de manera sostenida, por ejemplo, solamente de septiembre de 2014 a agosto de 

2015 se erogaron mil quinientos millones de pesos a través del Fondo Nacional de Desastres 

FONDEN (SEDATU 2016).  

Por las razones anteriores cobra mayor importancia el uso eficiente de los recursos 

públicos que el gobierno utiliza para responder a las necesidades de la población en 
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situaciones de emergencia, los cuales se activan después de que las autoridades federales 

aprueban una declaratoria de emergencia. Las aportaciones del presente estudio son relevantes 

no sólo a la luz de un mayor gasto esperado ante el incremento de fenómenos naturales con 

potencial dañino para las comunidades, sino ante la falta de sistematización y análisis de la 

información actual que contribuya a comprender las características de implementación de esta 

política pública.  

Cabe señalar que en la presente investigación no se incluyen en el análisis empírico 

otros recursos públicos utilizados en la respuesta a un fenómeno natural que se activan a través 

de programas específicos después de existir una declaratoria de emergencia. Tales como los 

provenientes de las siguientes instituciones federales: Secretaría de Desarrollo Urbano y 

Vivienda (SEDUVI), Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL) y Comisión Federal de 

Electricidad (CFE). A continuación, se presentan algunas definiciones de los conceptos que se 

incluyen en esta investigación. Declaratoria de emergencia, es el reconocimiento del gobierno 

federal, a través de un documento publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF), de 

que la población de un municipio está en condiciones de vulnerabilidad debido a la ocurrencia 

de un fenómeno natural con efectos extraordinarios. 

Este artículo se compone de seis secciones adicionales a esta introducción: en primer lugar 

se presenta un contexto de la implementación de esta política pública, en segundo lugar se 

muestra una revisión de los estudios previos del tema a partir de las aportaciones de la 

economía política y las políticas públicas. La cuarta sección describe las fuentes de 

información empleadas en el análisis; el quinto apartado presenta los resultados del análisis de 

las bases de datos; en el sexto, se muestran los resultados de los modelos especificados y 

finalmente la sección siete muestra las conclusiones, así como algunas recomendaciones de 

política pública. De manera general, en esta investigación se analizan las declaratorias de 

emergencia otorgadas durante el periodo de estudio, así como el estudio en el cual las 

variables electorales explican de manera significativa la existencia de declaratorias. Por otra 

parte, se presenta la frecuencia con que fueron solicitadas las declaratorias a nivel estatal y se 

ilustra tal comportamiento a partir del caso de Veracruz. A manera de conclusión se presentan 

una serie de recomendaciones de política pública y un análisis de las aportaciones teóricas y 

empíricas de esta investigación. 
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Contexto de la implementación de la política pública de respuesta a emergencias 

En México, el gasto público en los programas de respuesta y prevención a desastres 

durante los últimos ocho años se ha abocado en gran medida a la respuesta y no a la 

prevención. En términos de presupuesto federal en el periodo 2011-2018 en promedio 

anualmente se han gastado 8,970 millones de pesos en respuesta en contraste con los 313 

millones erogados en materia de prevención, tal como se muestra en el Gráfico 1 (Presupuesto 

de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal: 2011 -2018. DOF). Estas cifras 

representan un gasto desigual, siendo la prevención sólo el 4% del presupuesto designado 

como puede verse en el Gráfico 2 (Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio 

fiscal: 2011 -2018. DOF). Dicha proporción del gasto sorprende a la luz de dos elementos: por 

un parte de las investigaciones que muestran que el gasto en prevención implica un ahorro 

futuro en respuesta 1  a emergencias (Healy y Malhotra, 2009). Por otra parte, dadas las 

declaraciones oficiales en las cuales se reconoce la importancia de contar con un énfasis en la 

prevención, por ejemplo, en el marco de la Plataforma Global para la Reducción del Riesgo de 

Desastres Naturales de las Naciones Unidas llevada a cabo en mayo de 2017 en México. 

Gráfico 1. Gasto anual en programas de respuesta y prevención de desastres de 2011 a 2018, 

en millones de pesos. 

 

 Fuente: Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal: 2011 -2018. DOF 

                                                        
1 Healy y Malhotra (2009) encuentran que en Estados Unidos por cada dólar invertido en prevención se ahorran 

15 dólares en respuesta a emergencias. 
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Gráfico 2. Porcentaje del gasto acumulado en programas de respuesta y prevención de 

desastres durante 2011 a 2018. 

 

Fuente: Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal: 2011 -2018. DOF 

 

Las declaratorias de emergencia consisten en el reconocimiento del gobierno federal de 

que las capacidades de los gobiernos locales para preservar la seguridad e integridad de la 

población han sido superadas debido a un fenómeno natural (Protección Civil, 2014). A partir 

de este acto publicado por la Secretaría de Gobernación (SEGOB) en el Diario Oficial de la 

Federación (DOF) se activan una serie de recursos de auxilio para la población, así como la 

posibilidad de beneficiarse de otros programas tales como: el Programa de Empleo Temporal 

(PET); el Programa de Empleo Temporal Inmediato (PETI) y el Programa de Reposición de 

Enseres Domésticos de SEDESOL. 

El FONDEN es un “instrumento interinstitucional cuyo objetivo es ejecutar acciones, 

autorizar y aplicar recursos para mitigar los efectos de un fenómeno natural perturbador”. Las 

Reglas Generales del FONDEN regulan el acceso a los recursos de dicho Fondo de acuerdo 

con los Lineamientos de Operación específicos que regulan cada uno de los procesos 

establecidos en las Reglas. Para obtener una declaratoria de emergencia se sigue el siguiente 

proceso de acuerdo con los Lineamientos del Fondo para la Atención de Emergencias 

FONDEN:  
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Tabla 1. Proceso de aprobación de una solicitud de declaratoria de emergencia 

Paso Instancia responsable Actividad 

1 

Titular del Poder Ejecutivo de la 

Entidad Federativa 

correspondiente. 

Envía la solicitud de declaratoria dirigida a la 

Coordinación Nacional de Protección Civil 

(CNPC) de la Secretaría de Gobernación 

(SEGOB). Tal solicitud describe (entre otros) 

el fenómeno natural perturbador que ocasiona 

la emergencia, descripción de la situación de 

emergencia incluyendo los municipios 

involucrados, población que fue o puede ser 

afectada y señalamiento expreso de que la 

capacidad de respuesta de los municipios y de 

la entidad federativa ha sido rebasada. 

2 CNPC Recibe la solicitud. 

3 

CNPC 

Solicita dictamen de corroboración a la 

instancia técnica que corresponda de acuerdo 

al fenómeno perturbador especificado:  

Comisión Nacional del Agua (CONAGUA) 

en atención a fenómenos hidro-

meteorológicos;  

Centro Nacional de Desastres Naturales 

(CENAPRED) en atención a fenómenos 

geológicos;  

Comisión Nacional Forestal (CONAFOR) en 

atención a incendios forestales. 

4 

Instancia Técnica (IT) 

Emite dictamen técnico, en un máximo de dos 

días hábiles, en donde confirma o rechaza la 

existencia de un fenómeno perturbador, 

precisando los municipios a considerar. 

5.1 

CNPC 

En caso de que la IT corrobore la solicitud, es 

labor de la CNPC emitir una declaratoria de 

emergencia; informando a la entidad 

solicitante y difundiendo la información a 

través de un boletín de prensa, a más tardar al 

día siguiente de haber recibido el dictamen. 

5.2 

CNPC 

En caso de que la IT no corrobore la solicitud 

la CNPC notifica a la entidad que no procede 

su solicitud. 
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Paso Instancia responsable Actividad 

5.1.

1 Ejecutivo Estatal 
Solicita insumos con una periodicidad de 

cuatro días para las necesidades urgentes 

5.1.

2 

CNPC 

Envía a la Dirección General del FONDEN 

un reporte que contiene: la cantidad estimada 

de población vulnerable afectada o 

susceptible de ser afectada por la Emergencia 

para la valoración de las solicitudes de 

insumos. 

Fuente: Acuerdo que establece los Lineamientos del Fondo para la Atención de Emergencias FONDEN –DOF. 03-

VII-2012-. 

 

A continuación, se presenta un análisis de la política de respuesta a emergencias en 

México desde la perspectiva institucional, es decir, a partir de sus reglas y normas formales e 

informales. Al describir las instituciones formales, se lleva a cabo en el sentido planteado por 

Douglas North (1990), quien las define como las reglas del juego que incluyen leyes, normas y 

constituciones. De tal forma que en este capítulo se analizan los componentes del marco 

normativo de la política de respuesta a emergencias, las cuales determinan su arquitectura 

institucional y los mecanismos de actuación de los actores del sistema. En primer lugar, se 

estudian las condiciones del surgimiento del Sistema Nacional de Protección Civil, enseguida 

se muestra el proceso que conlleva la solicitud de declaratoria de emergencia.  

El nacimiento del Sistema Nacional de Protección Civil surge como respuesta 

institucional a las afectaciones que los temblores del 19 y 20 septiembre de 1985 dejaron en el 

país. Oficialmente el 6 de mayo de 1986 se publican las “Bases para el Establecimiento del 

Sistema Nacional de Protección Civil”. En dicho documento se conceptualiza como un 

conjunto orgánico y articulado de instancias, estructuras y relaciones funcionales; de normas, 

principios, métodos, instrumentos, políticas y procedimientos; servicios y acciones, que 

establecen corresponsablemente las dependencias y entidades del sector público entre sí, con 

las organizaciones de los grupos voluntarios, sociales y privados, y con los Poderes 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial, de los organismos constitucionales autónomos, de las 

entidades federativas, de los municipios y las delegaciones, a fin de efectuar acciones 

coordinadas en materia de protección civil (Ley General de Protección Civil, DOF -6-VI-

2012). Actualmente dicho ordenamiento tiene el objetivo de establecer las bases de 

coordinación en materia de protección civil entre los órdenes de gobierno federal, estatal y 
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municipal, en un ámbito de gobernanza al establecer que “los sectores privado y social 

participarán en la consecución de los objetivos de esta Ley” (Ley General de Protección Civil, 

DOF -6-VI-2012). Si bien este espíritu de gobernanza está presente en la legislación actual, 

ésta no contiene los canales para promover la participación de los distintos actores de manera 

específica. Tal concepción fundacional del Sistema Nacional de Protección Civil, sienta las 

bases de la tradición de la integración de políticas en materia de respuesta a los efectos de los 

fenómenos naturales. 

En dicho marco se encuentran los principales elementos para sustentar la hipótesis de 

existencia de una política de gestión de emergencias centralizada partiendo de los elementos 

institucionales con una perspectiva instrumental. En primer lugar, se establece que 

corresponde al gobierno federal dictar los lineamientos generales para coordinar las labores de 

protección civil. Si bien es cierto que la integración de políticas habla de la necesidad de un 

órgano interinstitucional cuyas facultades rijan las acciones públicas del tema (Cejudo y 

Michel 2017), dicha perspectiva pone en riesgo la implementación de perspectivas de 

gobernanza y de empoderamiento de la gestión local al dejar la rectoría de la toma de 

decisiones en un nivel jerárquico alto y centralizado.  

En segundo lugar, se determina como facultad del Ejecutivo la declaratoria de 

emergencia o desastre para el acceso a los recursos del FONDEN. Lo cual es una práctica 

común a nivel internacional, sin embargo, es deseable contar con mecanismos que 

adicionalmente a los recursos otorgados por la federación, promuevan las acciones de 

resiliencia a nivel local y el uso objetivo de los recursos públicos transferidos.  

En tercer lugar, disponer la utilización y destino de los recursos de los instrumentos 

financieros de gestión de riesgos, los cuales han sido descritos como mecanismos de 

vanguardia en la gestión financiera de los recursos públicos.  

De la misma forma, se identifica una configuración bajo la perspectiva de arriba hacia 

abajo (top-down) al establecer que es facultad del gobierno federal “dictar los lineamientos 

generales en materia de protección civil para inducir y fomentar que el principio de la Gestión 

Integral de Riesgos y la Continuidad de Operaciones, sea un valor de política pública y una 

tarea transversal. La intención de tal esquema es que con ello se realicen acciones de orden 

preventivo, con especial énfasis en aquellas que tienen relación directa con la salud, la 

educación, el ordenamiento territorial, la planeación urbano-regional, la conservación y 
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empleo de los recursos naturales, la gobernabilidad y la seguridad” (Ley General de 

Protección Civil, DOF -6-VI-2012). 

La política de Gestión Integral de Riesgos que define al Sistema Nacional de Protección 

Civil consta de siete etapas de acuerdo con la Ley General de Protección Civil (DOF -6-VI-

2012): 

1. Conocimiento del origen y naturaleza de los riesgos, además de los procesos de 

construcción social de los mismos. 

2. Identificación de peligros, vulnerabilidades y riesgos, así como sus escenarios. 

3. Análisis y evaluación de los posibles efectos. 

4. Revisión de controles para la mitigación del impacto. 

5. Acciones y mecanismos para la prevención y mitigación de riesgos. 

6. Desarrollo de una mayor comprensión y concientización de los riesgos. 

7. Fortalecimiento de la resiliencia de la sociedad. 

Sin embargo, en tal formulación no está instrumentada la vinculación de dichos objetivos 

con las políticas existentes a nivel estatal y municipal. Tampoco se muestran los mecanismos 

de participación, tales como la resolución de conflictos, la formulación de leyes o los sistemas 

de monitoreo en términos de los principios del Análisis Institucional y de Desarrollo (IAD) 

(Pacheco-Vega 2008). 

Derivado de ella, la política de gestión de emergencias en México está formulada a partir 

de los objetivos de la descentralización del gobierno, haciendo implícito el principio de 

subsidiariedad en el diseño de la metodología de la operación de una emergencia:  
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“En una situación de emergencia, el auxilio a la población debe constituirse en una 

función prioritaria de la protección civil, por lo que las instancias de coordinación 

deberán actuar en forma conjunta y ordenada. Con la finalidad de iniciar las 

actividades de auxilio en caso de emergencia, la primera autoridad que tome 

conocimiento de ésta deberá proceder a la inmediata prestación de ayuda e informar 

tan pronto como sea posible a las instancias especializadas de protección civil. La 

primera instancia de actuación especializada corresponde a la autoridad municipal o 

delegacional que conozca de la situación de emergencia. En caso de que ésta supere 

su capacidad de respuesta, acudirá a la instancia estatal correspondiente. Si ésta 

resulta insuficiente, se procederá a informar a las instancias federales 

correspondientes, quienes actuarán de acuerdo con los programas establecidos al 

efecto” (SINAPROC 2014). 

 

A pesar de lo anterior, persisten algunos elementos que impiden el funcionamiento del 

principio de subsidiariedad en la política de gestión de emergencias, mismos que se describen 

a continuación. En primer lugar, se encuentra la concentración de facultades del poder 

Ejecutivo en la materia, que de acuerdo a los ordenamientos que regulan la política de 

protección civil, establecen una dinámica ‘de arriba hacia abajo’, siendo este orden de 

gobierno –el más alejado de la situación de emergencia- quien toma las decisiones. En ese 

sentido, la Ley de Protección Civil faculta exclusivamente al Ejecutivo Federal a emitir la 

declaratoria de emergencia o desastre de origen natural, así como dictar los lineamientos 

generales para coordinar las actividades de la materia, y ante la ocurrencia de un desastre, 

identificar la infraestructura por asegurar, analizar los riesgos, las medidas para su reducción y 

definir los esquemas de retención y aseguramiento.  

En segundo lugar, los programas establecidos por la federación dañan la dinámica de 

autoprotección y resiliencia de las comunidades, ante la dependencia que crean a nivel local de 

los servicios de rescate y de atención en emergencias. Como ejemplo se puede mencionar el 

apoyo que brinda la Secretaría de la Defensa Nacional (SEDENA) a través del PLAN DN-III-

E, donde las comunidades han cedido su interés en la intervención y manejo de los desastres a 

la SEDENA.  

En tercer lugar, las restricciones planteadas en el diseño de la Metodología de la operación 

de una emergencia limitan la importancia de dicho principio, ya que su aportación radica en la 
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visión del manejo local de los problemas sociales, así como el enfoque del subsidium como la 

herramienta que permitirá a los distintos niveles de gobierno actuar ante las situaciones que le 

competan. Esta investigación muestra que hay municipios que de manera reiterada solicitan 

que les sean concedidas autorizaciones de emergencia. 

 

Revisión de estudios previos. 

Estudios previos en economía política han analizado la relación que guarda la respuesta 

gubernamental de gestión de emergencias con características político-electorales a niveles 

locales. Esto es importante para el proceso de políticas públicas ya que nos permite entender 

los mecanismos que operan detrás de su implementación, además de arrojar luz hacia 

elementos que deben guiar su formulación para que la estrategia sea exitosa. Este análisis está 

enmarcado en las explicaciones del comportamiento político de la burocracia. En donde existe 

una dicotomía en términos analíticos entre acciones administrativas y políticas, como variables 

dependientes e independientes respectivamente (Frederickson et al. 2011: 16).  

En esta investigación se identifican las características de la implementación de la 

política de respuesta a emergencias por fenómenos naturales en México. Actualmente dicha 

respuesta se instrumenta, en parte, a partir de la concesión de las declaratorias de emergencia 

del gobierno federal a los gobiernos estatales que las solicitan. La literatura sugiere que este 

proceso en otros países se encuentra altamente politizado, de tal forma que las variables 

políticas tienen un peso significativo a la hora de explicar la respuesta gubernamental a 

emergencias por fenómenos naturales. Estudios como los realizados por Garrett y Sobel 

(2003) y Schmidtlein, Finch y Cutter (2008) encuentran que las declaratorias de desastres en 

Estados Unidos responden en mayor medida a la influencia de los factores políticos que a la 

intensidad y ocurrencia de fenómenos meteorológicos. 

Es así que factores tales como la pertenencia partidista del Ejecutivo (Sylves y Búzás 

2007: 3; Husted y Nickerson 2014: 35), la posibilidad de reelección de los gobernantes locales 

(Sylves y Búzás 2007: 3; Reeves 2011; Kriner y Reeves 2015: 1; Salkowe y Chakraborty 

2009: 1; Garrett y Sobel 2003: 496; Downton y Pielke Jr. 2001: 157) el nivel de competencia 

en la contienda electoral (Reeves 2011 encuentra que los más competidos reciben más 

declaratorias; Kriner y Reeves 2015; Garrett y Sobel 2003; Gasper s.a; Sainz y Anderson 

2013, Stramp 2013), el ser un estado con una amplia base electoral (Kriner y Reeves 2015) y 
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la existencia de procesos electorales en el año en curso (Gasper 2014), tienen un peso 

importante en la cantidad de recursos aprobados para responder a las emergencias por 

fenómenos naturales (Chen 2012; Garret y Sobel 2003; Gasper y Reeves 2011; Healy y 

Malhotra, 2009; Reeves, 2011; Sainz y Anderson, 2013; Sylves y Búzás, 2007).  

Por una parte, se ha estudiado el efecto de los desastres naturales en el comportamiento 

de los ciudadanos hacia los políticos, no obstante, aún existe un debate en el tema dado por 

hallazgos recientes que contradicen resultados previos en la literatura. Inicialmente Achen y 

Bartels (2004) encontraron que los votantes castigan a los políticos por la ocurrencia de 

desastres naturales, sin embargo, tiempo después se muestra un impacto positivo en términos 

de premiar al gobierno en turno por la entrega de recursos provenientes de la política de 

respuesta (Healy y Malhotra 2009; Gasper y Reeves 2011). Recientemente Heersink, Peterson 

y Jenkins (2017) corroboraron los hallazgos iniciales de Achen y Bartels (2004). Husted y 

Nickerson (2014: 35) encontraron un efecto estadísticamente significativo para explicar la 

autorización de declaratorias cuando el presidente se reelige y el estado al que se autoriza la 

declaratoria tiene un alto número de votantes. Sin embargo, Gasper (s.a) no encontró una 

relación estadísticamente significativa entre la autorización de declaratoria de desastres y que 

un presidente se reeligiera. 

Healy y Malhotra (2009) afirman que los votantes premian a los políticos por 

beneficios del corto plazo (recursos de respuesta) y no por inversiones en largo plazo tal como 

la prevención de desastres. Sin embargo, por cada dólar invertido en prevención se ahorran 15 

dólares en respuesta a emergencias. Mientras que Gasper y Reeves (2011) encuentran que los 

votantes premian la solicitud de recursos, por parte de su gobernador, y el otorgamiento de 

recursos por declaratoria, por parte del presidente. Es decir que distinguen entre las iniciativas 

del gobernador y del presidente. Cuando decimos que los votantes premian a través del voto a 

los gobernantes cuando reciben recursos de respuesta a emergencias esto contrasta con los 

hallazgos de Achen y Bartels (2004) quienes identifican que los votantes castigan a los 

políticos por la ocurrencia de desastres naturales, lo cual fue corroborado por Heersink, 

Peterson y Jenkins (2017). En México existe evidencia del voto retrospectivo que premia a los 

gobiernos que dan transferencias directas en situaciones de sequía (Fuchs y Rodríguez-

Chamussy, 2014). Sin embargo, esta literatura ofrece pocas explicaciones en cuanto a los 
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determinantes institucionales y los mecanismos que operan en las organizaciones y las 

políticas públicas en dichos contextos. 

Las contribuciones de esta investigación se inscriben en la economía política de las 

políticas públicas, en donde los modelos de economía política y métodos cuantitativos 

explican las causas de ciertos resultados de políticas públicas. La variable de interés es la 

misma que se utiliza en la literatura de políticas públicas (variación de las políticas entre 

lugares y a través del tiempo) pero la forma de analizarlas y el conjunto de teorías detrás son 

distintas, de tal forma que los comportamientos que ya han sido aceptados pueden probarse y 

hacer avances a la teoría (John 2018: 9). 

A pesar de la profundidad de los estudios mencionados y la variedad de aspectos 

considerados en ellos, para México existe una carencia de estudios empíricos que midan este 

comportamiento gubernamental. La relevancia de tal evidencia recae en su contribución tanto 

a la comprensión de la implementación de esta política pública como hacia el funcionamiento 

de las políticas públicas en general. 

 

Presentación de las fuentes de información. 

Se construyeron dos bases de datos originales para la realización del presente análisis. 

La primera: es una base a nivel municipal (N=27027) que contiene la cantidad de declaratorias 

autorizadas para cada municipio durante el periodo de análisis –el cual comprende de enero de 

2006 a diciembre de 2016-, cada observación municipal es identificada a través de su clave 

geoestadística (INEGI), mostrando de forma binaria la ocurrencia de elecciones locales, la 

medida del nivel de lluvia, la distancia a la capital de la entidad y para cada municipio. La (N) 

proviene de los 2453 municipios identificados durante once años del periodo de estudio y tres 

observaciones adicionales. 

La segunda base (N=778) se construyó a nivel estatal para el mismo periodo de estudio 

(enero de 2006 a diciembre de 2016), con cada observación identificada a través de su clave 

geoestadística de INEGI, y muestra la cantidad de solicitudes de declaratorias enviadas por los 

gobernadores de las 32 entidades federativas (existen entidades que realizan más de una 

solicitud anualmente); la cantidad de municipios relacionados a cada declaratoria; el nivel 

estimado de afectación estatal (medido por la proporción de municipios afectados); ocurrencia 

de elecciones locales; así como las fechas de solicitud de declaratoria y de inicio y fin del 
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fenómeno perturbador. En los siguientes párrafos se describen tanto el proceso para obtener 

los datos que conforman cada una de las bases de datos, así como sus principales 

características y parámetros. 

El periodo de análisis fue concebido considerando dos criterios: la puesta en marcha 

del programa con la arquitectura institucional de vanguardia2 y la ocurrencia de elecciones 

federales. El FONDEN fue creado en 1996 dentro del Ramo 23 como “Provisiones Salariales 

y Económicas del Presupuesto de Egresos de la Federación” bajo la tutela de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público (SHCP), en 1999 se emitieron sus primeras Reglas de Operación 

(Banco Mundial, 2011) y el programa migra a la tutela de la Secretaría de Gobernación y no 

fue sino hasta el año 2000 que se incluye la figura de declaratorias de emergencia 

instrumentando sus mecanismos de operación en 2001 y ejerciendo recursos para el año fiscal 

2002 (SI: 0000400246216).  

El trabajo realizado para obtener dicha información incluyó la sistematización de la 

información pública disponible en el portal de la Secretaría de Gobernación respecto al 

FONDEN en donde se encuentran las listas de los recursos asignados y los boletines de prensa 

que contienen los datos generales de la declaratoria, en suma, dichos documentos sirvieron 

como fuente principal de información para la construcción de la base de datos3. En total se 

analizaron 1,404 documentos para extraer la siguiente información: nombre de los municipios 

incluidos en la declaratoria, motivo (normalmente el tipo de fenómeno perturbador) por el cual 

fueron concedidas las declaratorias, así como las fechas de inicio y fin de las mismas. 

Enseguida se empató la información de cada municipio con su clave geoestadística de INEGI.  

Para la construcción de la segunda base datos de las solicitudes de declaratorias se 

realizó un procedimiento de solicitud de acceso a la información a través de la Plataforma 

Nacional de Transparencia 4  ya que dichos datos no están disponibles en el portal de la 

Secretaría de Gobernación. En suma, el tiempo de espera para la obtención de los documentos 

fue de dos meses siendo el proceso como se describe a continuación: el 11 de abril de 2016 se 

envió la solicitud de información a la Coordinación Nacional de Protección Civil, el 10 de 

mayo se recibió una solicitud de prórroga por parte de dicha organización y el 7 de junio se 

                                                        
2 En 2006 FONDEN emite el primer bono catastrófico soberano del mundo (Banco Mundial et al, 2012: 3) 
3 Disponible en: 

http://www.proteccioncivil.gob.mx/es/ProteccionCivil/Insumos_autorizados_por_declaratoria_de_emergencia 
4 Disponible en: https://www.infomex.org.mx 
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recibió la notificación de que la información se encontraba disponible en sus oficinas previa 

comprobación del trámite de pago. El paquete consistía en 1547 hojas de la cuales se extrajo 

información de manera sistematizada para la construcción de la base de datos denominada 

“Solicitudes de Declaratorias 2006-2016”5. 

Para estimar si existe un efecto positivo y significativo de los factores electorales en el 

uso de recursos públicos de respuesta a emergencias por fenómenos naturales en el contexto 

mexicano se creó una segunda base de datos a nivel municipal para el periodo enero de 2006 a 

diciembre de 2016 que reúne la información de: 1. Declaratorias de emergencia autorizadas 

por la Secretaría de Gobernación (en días que dura la activa dicha declaratoria); 2. Elecciones 

locales en los distintos municipios del país (variable dicotómica en donde 1 señala que hubo 

un proceso electoral local (alcaldes o gobernador durante ese año); 3. Índice de peligro 

elaborado por Centro Nacional de Prevención de Desastres; 4. Identificación del INEGI del 

marco geo-estadístico; 5. La distancia actual entre los municipios y la capital de cada entidad 

(medida en kilómetros y en minutos) de acuerdo al sistema traza tu ruta de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transporte (SCT); 6. Nivel acumulado de precipitación mensual de acuerdo 

al Sistema Meteorológico Nacional (SMN) de CONAGUA para el mes en que fue concedida 

la declaratoria, en el caso de los municipios que no tuvieron declaratoria de emergencia se 

utiliza el nivel máximo registrado (en milímetros); 7. Población anual dada por las 

estimaciones del Consejo Nacional de Población (CONAPO). Dicha base de datos se 

denomina “Declaratorias Autorizadas 2006-2016”6. 

La base de datos “Declaratorias Autorizadas 2006-2016” contiene 27,027 

observaciones para los once años del periodo. En la variable denominada “elec” se manifiesta 

que hubo una jornada electoral local durante el año de estudio si ésta toma el valor 1. En la 

especificación panel de la base “mun” es el identificador individual y “t” es el año. Como se 

muestra en el Anexo estadístico. 

Las variables presentan los rangos esperados dada la variación de los municipios a 

nivel nacional en los distintos aspectos capturados. La distancia existente entre cada municipio 

y la capital del estado al que pertenece medida en kilómetros y en minutos del trayecto 

muestra un comportamiento similar para ambas medidas. Mientras que la variación de los 

                                                        
5 Dicha base de datos no es pública.  
6 Esta base de datos no es pública. 



26 

niveles de lluvia es acorde a la información recabada por el SMN y muestra los niveles de 

precipitación mensual, en este caso su unidad de medida son milímetros. La variable 

denominada “declara” es utilizada como dependiente y muestra la duración de las 

declaratorias de emergencia en días. 

 

Análisis de la información. 

En México durante los últimos once años los gobernadores de las entidades han 

solicitado 767 declaratorias de emergencia para sus municipios. A continuación, se presenta 

una tabla que muestra la cantidad anual de declaratorias solicitadas por entidad federativa 

durante el periodo 2006-2016. De manera acumulada los estados que más solicitudes 

realizaron son: Veracruz (159), Oaxaca (84), Chihuahua (79), Chiapas (49) y Zacatecas (42) 

como puede verse en la tabla X a continuación. Congruente con la información a nivel 

nacional la mayoría de las emergencias provienen de fenómenos hidrometeorológicos, razón 

por la cual sorprende que las entidades con mayor longitud de costas no sean las que más 

solicitan los recursos de la federación, tales como Baja California (2), Michoacán (3) o 

Yucatán (1). Estas últimas entidades solicitaron la cantidad de declaratorias mostrada entre 

paréntesis durante un periodo de once años. 
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Tabla 2. Cantidad de declaratorias solicitadas anualmente durante el periodo 2006 a 2016 en cada entidad federativa. 
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2006 0 0 2 0 1 1 0 11 1 2 0 0 0 2 0 0 0 1 0 0 3 0 0 1 5 0 0 2 2 19 0 5 

2007 0 0 1 1 0 0 7 5 0 1 0 2 2 1 0 0 0 0 0 2 2 0 1 2 1 1 3 1 2 8 1 3 

2008 2 1 3 0 1 1 6 8 0 6 0 1 3 0 0 0 0 1 0 8 0 0 0 5 2 2 5 2 6 22 0 6 

2009 0 0 2 0 1 1 0 2 0 1 0 1 0 0 0 0 0 0 0 2 0 0 0 0 2 3 1 0 5 10 0 3 

2010 0 1 0 1 3 0 7 4 1 3 0 2 0 0 2 0 1 4 1 14 0 0 1 6 0 3 2 7 3 14 0 5 

2011 0 0 0 4 0 1 6 6 0 2 0 1 0 1 2 1 1 0 0 22 0 0 0 2 5 1 5 3 1 12 0 3 

2012 0 0 5 1 0 0 0 4 0 1 0 4 0 0 0 0 0 0 0 13 1 0 0 0 1 1 1 0 1 17 0 2 

2013 1 0 6 1 1 1 10 13 0 3 1 12 0 2 0 1 2 2 2 13 0 0 4 2 5 3 4 1 0 11 0 6 

2014 0 0 4 2 1 0 7 4 0 4 0 10 0 2 0 0 1 0 0 3 0 0 3 0 5 5 2 3 1 9 0 3 

2015 0 0 4 0 3 1 3 10 0 3 0 2 0 2 1 0 0 0 0 4 0 0 2 1 8 6 1 5 0 27 0 3 

2016 0 0 2 0 1 1 3 12 0 5 1 3 0 1 0 1 0 1 0 3 1 0 3 0 5 2 0 1 0 10 0 3 

Total 3 2 29 10 12 7 49 79 2 31 2 38 5 11 5 3 5 9 3 84 7 0 14 19 39 27 24 25 21 

15

9 1 42 
Fuente: Elaboración propia. 

De manera gráfica se pueden observar los datos en la imagen X acerca de las solicitudes realizadas en este periodo por cada 

entidad. En ellas resalta un comportamiento con picos y valles pronunciados para algunos estados, las entidades con niveles de 

marginación altos como Chiapas, Oaxaca y Guerrero tienen una frecuencia alta 
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Gráfico 3. Cantidad de declaratorias solicitadas anualmente durante el periodo 2006 a 2016 en cada entidad federativa. 

 

Fuente: Elaboración propia. 
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En México durante los últimos once años se han concedido declaratorias de 

emergencia para 7,618 municipios de los 14,464 que fueron incluidos en las solicitudes 

realizadas por los gobernadores de las entidades federativas. A continuación se presenta una 

tabla que resume la cantidad de declaratorias autorizadas, sin describir la cantidad de 

municipios incluidos en cada solicitud. Puede observarse que los cinco estados con mayor 

cantidad de declaratorias autorizadas son: Veracruz (140), Chihuahua (64), Oaxaca (62), 

Chiapas (44) y Sinaloa (38) tanto en la tabla x como en el resumen de las declaratorias 

solicitadas. Mostrando que las entidades que más declaratorias solicitan son las que más 

reciben autorizaciones. 

Los datos presentados muestran la recurrencia del trámite de manera general para todas 

las entidades, es decir, que quienes solicitan alguna vez tienen mayor probabilidad de volver a 

solicitar los recursos en el futuro. Dicha tendencia habla acerca del reto que tiene la federación 

para impulsar las capacidades de respuesta a nivel local. En especial, considerando que los 

municipios más afectados son aquellos con mayores carencias económicas en sus estados. 

En esta información el estado de Veracruz muestra un comportamiento por encima de 

la media nacional para todos años. De tal forma que la cantidad de autorizaciones que recibe 

es equivalente a las recibidas por los 19 estados con menos declaratorias. Si bien esta entidad 

tiene un litoral de gran extensión y ello puede explicar tal comportamiento, se analizará más 

adelante como un caso de estudio. Explicando de manera individual si en Veracruz la 

motivación de solicitud de recursos tiene la influencia de las variables electorales.  
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Tabla 3. Cantidad de declaratorias autorizadas anualmente durante el periodo 2006 a 2016 en cada entidad federativa. 
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2006 0 0 3 0 1 1 0 8 0 2 0 0 0 2 0 0 0 1 0 0 2 0 0 0 5 0 0 2 2 18 0 6

2007 0 0 1 1 0 0 7 6 0 1 0 2 3 1 0 0 0 0 0 2 2 0 1 2 1 1 3 1 2 8 1 3

2008 2 1 2 0 1 1 4 6 0 3 0 0 3 0 0 0 0 1 0 6 0 0 0 4 2 3 5 2 6 18 0 4

2009 0 0 3 0 0 1 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 3 0 0 0 0 2 2 2 0 2 7 0 0

2010 0 2 0 1 5 0 8 2 1 4 0 2 0 0 2 2 1 1 4 15 0 0 0 6 0 3 2 5 1 11 0 5

2011 0 0 0 2 0 1 5 2 0 3 0 1 0 1 2 0 0 0 0 10 0 0 0 1 5 1 5 3 1 7 0 2

2012 0 0 5 1 0 0 0 4 0 1 0 4 0 0 0 0 0 0 0 9 1 0 0 0 1 0 1 0 1 14 0 1

2013 1 0 4 0 1 1 5 9 0 2 0 7 0 2 0 2 1 2 2 9 0 0 4 2 5 2 3 1 0 11 0 5

2014 1 0 5 2 2 0 8 5 0 6 0 5 1 1 1 1 1 0 1 2 0 0 2 1 4 6 2 4 1 9 0 3

2015 1 1 5 0 4 2 3 10 0 3 0 2 1 3 2 1 0 1 1 3 1 1 2 2 8 9 1 6 1 25 0 3

2016 1 1 3 0 2 1 4 12 0 8 2 4 1 2 1 2 0 0 1 3 2 1 3 1 5 3 0 3 1 12 0 4

Total 6 5 31 7 16 8 44 64 1 33 2 27 9 12 8 8 3 6 9 62 8 2 12 19 38 30 24 27 18 140 1 36  

Fuente: Elaboración propia. 
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A diferencia de las gráficas que presentan el comportamiento de las solicitudes de 

declaratorias por estado que se muestra en la imagen x, en la imagen xx puede observarse 

como las líneas “se suavizan”, ya que presentan una menor variación de picos y valles en las 

autorizaciones recibidas por las entidades. Esto quiero decir que, a lo largo de los once años de 

estudio, los estados reciben en promedio más menos la misma cantidad de declaratorias. Si 

bien este dato no muestra la dependencia presupuestal a los fondos de emergencia, si puede 

ofrecer una prueba (que requiere un mayor análisis) de cómo algunos estados y municipios 

tienen la expectativa de contar con el FONDEN ante los efectos de fenómeno natural. 
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Gráfico 4. Gráfico de declaratorias autorizadas anualmente durante el periodo 2006 a 2016 en cada entidad federativa. 

 

  Fuente: Elaboración propia. 
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Gráfico 5. Comparativo entre la cantidad de autorizaciones y solicitudes de declaratorias de emergencia a nivel estatal en el periodo 

2006-2016. 

  

Fuente: Elaboración Propia. 
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Claves de entidades de estudio 

Clave Entidad 

01 Aguascalientes 

02 Baja California 

03 Baja California Sur 

04 Campeche 

05 Coahuila 

06 Colima 

07 Chiapas 

08 Chihuahua 

09 Ciudad de México 

10 Durango 

11 Guanajuato 

12 Guerrero 

13 Hidalgo 

14 Jalisco 

15 Estado de México 

16 Michoacán 

17 Morelos 

18 Nayarit 

19 Nuevo León 

20 Oaxaca 

21 Puebla 

22 Querétaro 

23 Quintana Roo 

24 San Luis Potosí 

25 Sinaloa 

26 Sonora 

27 Tabasco 

28 Tamaulipas 

29 Tlaxcala 

30 Veracruz 

31 Yucatán 

32 Zacatecas 
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La información presentada anteriormente nos ofrece evidencia acerca del 

comportamiento diferenciado por entidad federativa. Mientras que existen entidades con 

niveles mínimos de solicitudes y concesiones como el caso de Yucatán quién sólo obtuvo y 

solicitó declaratoria en una ocasión, existen comportamientos de alto volumen, tales como el 

de Chihuahua quien obtuvo declaratorias en 64 ocasiones de las 79 que realizó una solicitud. 

Dada esta variación a nivel estatal se justifica la necesidad de realizar un análisis a nivel local 

del comportamiento de solicitudes y autorizaciones para los distintos estados.  

En esta investigación se presenta a continuación un análisis del caso de Veracruz, 

quien es la entidad federativa con mayor cantidad de declaratorias de emergencia solicitadas 

(159) y autorizadas (140) durante este periodo de once años (2006 a 2016). Enseguida, se 

presentan en los mapas siguientes una representación visual de las autorizaciones: comparando 

un año con elecciones locales (2007, 2010 y 2013) con el año inmediato anterior durante el 

cual no ocurrieron elecciones locales, cabe notar que durante 2012 ocurrieron elecciones 

federales a nivel nacional para elegir entre otros cargos al presidente de la República. En este 

contexto de investigación las elecciones locales se refieren a la competencia en el estado por 

los cargos de gobernador y presidentes municipales. 
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Mapa 1. Municipios de Veracruz con declaratorias de emergencia durante 2006 y 2007. 

 
Fuente: Elaboración propia con datos del FONDEN (2006-2007) 

2006 2007 



37 

Mapa 2. Municipios de Veracruz con declaratorias de emergencia durante 2009 y 2010 

 

Fuente: Elaboración propia con datos del FONDEN (2009-2010) 

2009 2010 
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Mapa 3. Municipios de Veracruz con declaratorias de emergencia durante 2012 y 2013 

 

Fuente: Elaboración propia con datos del FONDEN (2012-2013) 

 

2012 2013 
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En los mapas anteriores se observa una mayor cantidad de declaratorias y de mayor 

duración (dada la intensidad del color) en los años en que ocurren elecciones locales en el 

estado de Veracruz. Esto es verificado estadísticamente al comparar la distribución de los 

datos de ambos grupos: el primer grupo formado por las declaratorias aprobadas cuando hay 

elecciones y el segundo grupo compuesto por las declaratorias cuando no hay elecciones. Sin 

embargo, debe recordarse que este ejemplo está focalizado en un solo estado del país y no 

considera la variación temporal de los datos.  

 

Tabla 4. Prueba X2 de Pearson 

Chi cuadrado Valor 

Pearson Χ2 119.972a 

V. Ratio 122.269 

Casos válidos 1696 

Fuente: Elaboración propia. 

 

 La prueba de Χ2 muestra que las distribuciones no presentan un comportamiento 

aleatorio, lo que significa, que efectivamente, existe un comportamiento distinto de la variable 

“declaratorias de emergencia autorizadas cuando hay elecciones” respecto a la variable 

“declaratorias de emergencia autorizadas cuando no hay elecciones”. 

Otro de los datos presentes en la base de datos construida es el cálculo de la variable 

“veda electoral”. La cual fue construida a partir de la distancia en días entre el inicio de la 

declaratoria autorizada y la jornada electoral local. Al utilizar esta medida en un mapa se 

pueden observar los municipios en donde ocurrieron elecciones locales (resaltados con un 

patrón de rallas). Mientras que los municipios con relleno representan aquellos en donde se 

concedieron declaratorias de emergencia durante el periodo de treinta días alrededor de la 

elección. En el mapa siguiente se presentan los municipios que contaron con recursos de 

emergencia durante los 30 días alrededor del día de las votaciones en la elección local de 

2013. 
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Mapa 4. Municipios con declaratorias de emergencia durante veda electoral en 2013 

 

Fuente: Elaboración propia con datos de INE y FONDEN 

 

Estimación del modelo econométrico tipo panel. 

Con el objetivo de estimar el efecto de las elecciones locales en la concesión de 

declaratorias de emergencia a través del tiempo a nivel nacional en México, se recurrió a la 

perspectiva metodológica de los modelos panel en los estudios econométricos, utilizando una 

base de datos original7 de elaboración propia. 

En el presente estudio se utiliza una base de datos (N=27,027) panel corto (T fija y N

∞) no balanceado para los 11 años (T) del periodo comprendido de enero 2006 a diciembre 

de 2016, no todas las unidades individuales se observan en todos los años Ti≠T para los 

municipios i=2,460, variables en el tiempo xit=xt. Existen siete casos en los que i no se 

observa en todos los años, como se muestra a continuación en donde las unidades presentan un 

comportamiento no sistemático: 

  

                                                        
7 Esta base de datos no es pública. 
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Tabla 5. Distribución de las unidades i en el panel de datos. 

Frecuencia Porcentaje 

individual 

Porcentaje 

acumulado 

Patrón 

2453 99.72 99.72 11111111111 

2 0.08 99.80 …….1… 

2 0.08 99.88 11.11111111 

1 0.04 99.92 …….11.. 

1 0.04 99.96 111111.1111 

1 0.04 100 11111111.11 

2460 100   

Fuente: Elaboración propia. 

 

Asumiendo independencia de los errores por individuo. La definición general del 

modelo utilizado es la siguiente: 

yit=αi+x’it β+εit  (1.1) 

Donde xit son los regresores, αi son los efectos fijos individuales y εit los errores. 

 

El modelo de efectos fijos permite que αi estén correlacionados con los regresores xit, 

permitiendo cierta forma de endogeneidad: 

 

yit=αi+ϒt+x’it β+εit  (1.2) 

 

En donde ϒt representa los efectos fijos del modelo (1.2) 

 

Los estimadores normalmente están basados en el supuesto que el error εit ≈ (0, σ2
ε). 

Este supuesto suele no satisfacerse en los modelos panel. Muchos estimador panel mantienen 

la consistencia dado que los εit son independientes de i, sin embargo los errores estándar 

reportados son incorrectos. Esta situación puede solventarse al obtener errores estándar 
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robustos en cluster (cluster-robust standard error) bajo el supuesto de que los errores son 

independientes entre individuos y que N∞. (Cameron y Trivedi, 2009) 

 

La tabla siguiente muestra la variación dentro (within) y entre (between) las 

observaciones de la base. Las observaciones que no varían en el tiempo tienen variación cero 

dentro del conjunto, en este caso son minutos de distancia a la capital estatal y los municipios 

(mun) que funcionan como identificador individual del panel. Mientras que la variable años (t) 

no varía entre individuos. Las demás variables, aunque lejos del cero, presentan una menor 

variación entre observaciones como se ve en la siguiente tabla.  

 

Tabla 6. Estadísticos descriptivos de las variables especificadas para un modelo panel. 

Var  Media 
Desv. 

estándar 
Mínimo Máximo Observaciones 

t conjunta 2011 3.1623 2006 2016 N= 27027 

 entre  .0768 2010.7 2013.5 n= 2460 

 dentro  3.162 2005.7 2016.3 T-bar= 10.98

66 

minutos conjunta 153.657 104.205 0 613 N= 27027 

 entre  103.9362 0 613 n= 2460 

 dentro  7.0573 -189.9786 426.385 T-bar= 10.98

66 

kms conjunta 150.0121 106.7997 0 628 N= 27027 

 entre  106.8344 0 628 n= 2460 

 dentro  3.21e-15 150.0121 150.0121 T-bar= 10.98

66 

lluvia conjunta 109.1614 85.3403 1 803 N= 27027 

 entre  51.2129 19.3636 372.8182 n= 2460 

 dentro  68.3168 -148.5659 642.4705 T-bar= 10.98

66 

declara conjunta 8.8500 29.2712 0 457 N= 27027 

 entre  14.4574 0 386 n= 2460 

 dentro  26.6975 -174.1499 387.3046 T-bar= 10.98

66 

elec conjunta .3934 .4885 0 1 N= 27027 

 entre  .0759 0 .5454 n= 2460 

 dentro  .4827 -.1521 1.1206 T-bar= 10.98

66 
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Var  Media 
Desv. 

estándar 
Mínimo Máximo Observaciones 

mun conjunta 1231.831 710.096 1 2461 N= 27027 

 entre  710.62 1 2461 n= 2460 

 dentro  0 1231.831 1231.831 T-bar= 10.98

66 

pobla_1 conjunta 48005.91 132252.4 87 1836582 N= 27027 

 entre  129820.4 90.7463 1820251 n= 2460 

 dentro  24994.77 -695842.4 734912.3 T-bar= 10.98

66 

Fuente: Elaboración propia. 

 

En la tabla siguiente se muestra un comparativo de los resultados obtenidos en distintos 

modelos que buscan conocer el efecto de las variables independientes a nivel municipal: 

elecciones, lluvia, distancia a la capital en minutos y población, en la variable dependiente: 

declaratorias de emergencia. El efecto positivo de las elecciones en las declaratorias 

comprueba la hipótesis del estudio, representando un aumento de 4 días de declaratoria de 

emergencia al presentarse elecciones locales en los municipios. 

Estos coeficientes en el modelo de efectos fijos robustos (FE_rob) muestran que 

durante los últimos once años (2006-2016), la presencia de una jornada electoral implica que 

en ese municipio con elecciones habrá cuatro días adicionales de declaratoria de emergencia 

respecto a un municipio en donde no hubo elecciones. Comparando los estimadores de los 

parámetros B en los distintos modelos se sostiene la robustez del diseño de investigación. 
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Tabla 7. Coeficientes de los modelos tipo panel. 

Variable Fijos FE_rob Aleatorios OLS a_reg 

Elecciones 4.3698*** 4.3698*** 4.3031*** 4.2927*** 4.3698*** 

Lluvia 0.1202*** 0.1202*** 0.1146*** 0.1069*** 0.1202*** 

Distancia -0.0465* -0.0465* 0.0040 0.0060*** -0.0465* 

Poblacion -0.0000 -0.0000 0.0000** 0.0000*** -0.0000 

Constante 1.2342 1.2342 -6.2253*** -5.7510*** 1.2342 

N 27027 27027 27027 27027 27027 

R2 0.0990 0.0990  0.1050 0.2505 

R2_a 0.0087 0.0989  0.1048 0.1753 

R2_b 0.0420 0.0420 0.1156   

R2_w 0.0990 0.0990 0.0988   

Sigma_u 14.5832 14.5832 10.9319   

Sigma_e 26.5813 26.5813 26.5813   

Rho 0.2314 0.2314 0.1447   

   * p<0.05; ** p<0.01; *** p<0.001 

Fuente: Elaboración propia. 

 

Al respecto de la medición de la desviación estándar de los componentes del error en los 

distintos modelos, considerando que αi+ Eit representa el error combinado en los modelos, 

sigma_u muestra la desviación estándar del efecto individual de αi, de manera más específica 

rho mide la fracción de la varianza que se debe a tal αi mostrando la correlación intra-clases 

del error. En este caso los valores entre .23 y .14 indican que una baja autocorrelación de los 

residuales. 

Mientras que sigma_e mide la desviación estándar del error idiosincrático Eit (Cameron y 

Trivedi, 2010: 252). De acuerdo con los resultados obtenidos, el modelo de efectos aleatorios 

presenta un peso menor de αi en el error. La desviación estándar estimada de αi es mucho 

menor (entre 12 y 16 unidades) que la de Eit, por lo que el componente del error específico a 

los individuos (individual-specific component of the error), es decir, el efecto aleatorio, es 

mucho menos importante que el error idiosincrático Eit. 

Las medidas de r2 representan la correlación cuadrática entre los valores real y ajustados 

de la variable dependiente, en donde los valores ajustados ignoran la contribución de α^i 



45 

Los resultados de la prueba Hausman arrojan que X2 (4) tiene p-valor = 0.000 por lo tanto 

se rechaza la hipótesis nula de que la diferencia entre los coeficientes es no sistemática y se 

considera el modelo de efectos aleatorios menos apropiado que los efectos fijos. 

Tabla 8. Prueba Hausman para los modelos estimados. 

  --Coeficientes-

- 

  

(b) 

Fixed 

(B) 

Random 

(b-B) 

Difference 

sqrt(diag(V_b-V_B)) 

S.E. 

Elecciones 4.369835 4.303096 .066739 .0604899 

Lluvia .120244 .1146274 .0056166 .0009783 

Distancia -.0465209 .0039898 -.0505107 .0227614 

Poblacion -1.68e-06 6.08e-06 -7.77e-06 6.15e-06 

 b = consistent under Ho and Ha; obtained from xtreg 

 B = inconsistent under Ha, efficient under Ho; obtained 

from xtreg 

 Test: Ho: difference in coefficients not systematic 

  chi2(4) = (b-B) [(V_b – V_B) ^ (-1)] (b-B] 

  = 42.34  

  Prob>chi2 = 0.0000  
 Fuente: Elaboración propia. 

 

En la tabla siguiente se presentan los resultados de la diferencia de errores estándares con 

errores estándares robustos en el modelo de efectos fijos. Resalta que al no utilizar el modelo 

robusto, los errores estándar se subestiman, ya que cada observación adicional de un 

municipio presenta un valor de error menor en el modelo de efectos fijos (1) que en el modelo 

de efectos fijos robusto (2). Podemos comparar 0.335 de la variable de elecciones en (1) con 

0.3687 en (2). De la misma forma sucede con las demás variables explicativas del modelo .002 

y .022 con .004 y .018 en las variables con coeficientes significativos. 

 

Tabla 9. Comparación entre los errores estándares y los errores estándares robustos de los 

modelos estimados. 

Variable Fixed FE_rob Random ols a_reg 

Eleccion 4.3698 4.3698 4.3031 4.2927 4.3698 

 0.3353 0.3687 0.3298 0.3451 0.3353 

Lluvia 0.1202 0.1202 0.1146 0.1069 0.1202 

 0.0024 0.0040 0.0022 0.0020 0.0024 
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Variable Fixed FE_rob Random ols a_reg 

Distancia -0.0465 -0.0465 0.0040 0.0060 -0.0465 

 0.0229 0.0187 0.0026 0.0017 0.0229 

Poblacion -0.0000 -0.0000 0.0000 0.0000 -0.0000 

 0.0000 0.0000 0.0000 0.0000 0.0000 

Constante 1.2342 1.2342 -6.2253 -5.7510 1.2342 

 3.5558 2.9594 0.5549 0.3845 3.5558 

N 27027 27027 27027 27027 27027 

r2 0.0990 0.0990  0.1050 0.2505 

r2_a 0.0087 0.0989  0.1048 0.1753 

r2_b 0.0420 0.0420 0.1156   

r2_w 0.0990 0.0990 0.0988   

sigma_u 14.5832 14.5832 10.9319   

sigma_e 26.5813 26.5813 26.5813   

Rho 0.2314 0.2314 0.1447   

  Fuente: Elaboración propia. 

 

En este estudio se estimó un modelo panel con efectos fijos y errores robustos utilizando 

los datos de las declaratorias de emergencia autorizadas a nivel municipal durante el periodo 

comprendido entre enero de 2006 a diciembre de 2016. La presente investigación encuentra 

que existe un efecto positivo del proceso electoral en la concesión de estos recursos federales a 

los estados. De tal forma que cuando ocurren elecciones locales aumentan las declaratorias de 

emergencia medidas en días, este comportamiento es estadísticamente significativo durante los 

últimos once años en México. De ahí que sea importante no sólo recomendar, en términos de 

políticas públicas, el incremento en los montos destinados a la respuesta y prevención de 

desastres, sino comprender los procesos de implementación detrás de esta política. 

 

Conclusiones  

En la literatura internacional existen una serie de comprobaciones acerca de los 

diversos factores, adicionales a los criterios objetivos, que inciden en la toma decisiones 

públicas de la política de respuesta a emergencias. Sin embargo, para México es evidente una 
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falta de estudios similares que permitan dialogar y contribuir al entendimiento de este 

fenómeno. A través de esta investigación se logra comprobar el efecto positivo que tienen las 

elecciones locales en la concesión de declaratorias de emergencia en los municipios. Así como 

la importancia de una aproximación local en la formulación de políticas públicas dada la 

variedad de dinámicas estatales del fenómeno. Uno de los principales propósitos del estudio de 

las políticas públicas es abonar a su mejor construcción, análisis y puesta en marcha; para lo 

cual es indispensable contar con evidencia propia del problema público, en este caso de 

México. 

Dado el marco temporal del presente estudio fue necesario incluir un enfoque de tipo 

panel para el manejo de los datos, ya que se incluye la información de once años (2006-2016) 

para todos los municipios del país. Los datos que se utilizaron provienen de distintas fuentes y 

conforman dos bases de datos originales que sirvieron de base para la realización del estudio. 

Una aportación adicional de este estudio es la operacionalización de la variable dependiente 

(declaratoria de emergencia) en términos de días de duración de la declaratoria, a diferencia 

del monto aportado por la federación que se utiliza en otras investigaciones.  

 

De tal forma que este estudio mostró los hallazgos del análisis de las dos bases de datos 

que recogen la información de once años y que fueron construidas para tal fin a partir de la 

recolección y sistematización de información de distintas fuentes. En una primera etapa se 

identificaron las características institucionales y la arquitectura organizacional que definen los 

procesos de solicitud y autorización de las declaratorias de emergencia en el país. En una 

segunda etapa se analizaron los comportamientos de tales procesos a nivel estatal. En una 

tercera etapa se midió el efecto de las elecciones en la concesión de declaratorias a nivel 

municipal. A manera de conclusión se presenta enseguida una síntesis de cada una de dichas 

etapas y sus implicaciones para la toma de decisiones en el ámbito de las políticas públicas. 

El diseño institucional formal del Sistema Nacional de Protección Civil, así como de la 

Dirección del Fondo de Desastres Naturales parten de una concepción fortuita de los desastres 

ocasionados por fenómenos naturales. Es decir que el enfoque de prevención está relegado a la 

primacía de la respuesta ante los embates no previsibles de la naturaleza, lo cual se ha 

traducido en un alineamiento de las políticas y las acciones organizacionales de reacción. Una 

segunda característica de tal arquitectura es el enfoque vertical de la toma de decisiones, desde 
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la federación hacia los ejecutivos estatales y finalmente a las autoridades municipales, un 

manejo de recursos centralizados, con pocos incentivos y mecanismos para la gestión local. 

Adicionalmente, la definición de la teoría causal de la política de respuesta a emergencias 

instrumentada a través del FONDEN conceptualiza el problema público en un sentido distinto 

al establecido en los ordenamientos más generales de adaptación al cambio climático tales 

como la Estrategia Nacional de Cambio Climático, de tal forma que en las organizaciones de 

los distintos niveles de gobierno es difícil identificar la conexión entre ellas. 

Tal contexto contribuye a explicar la importancia del análisis de la dinámica entre 

solicitudes de declaratorias de los gobiernos estatales y las autorizaciones concedidas por las 

autoridades federales. El análisis comparativo de ambos procesos arrojó una gama de 

comportamientos diferenciados, entre los que destacaron en un extremo entidades que en once 

años sólo han solicitado recursos en una ocasión, como Yucatán, y en el extremo opuesto, 

entidades que han solicitados tales autorizaciones en todos los años del periodo y en repetidas 

ocasiones para los mismos municipios, tal como Veracruz. Dicha entidad fue elegida como 

caso de estudio, en donde el análisis consistió en una comparación entre los municipios que 

recibieron recursos federales vía las declaratorias autorizadas. El resultado del análisis mostró 

que durante los años en que ocurren elecciones locales obtienen declaratorias más municipios 

y la duración de éstas es mayor que durante los años en que no hay elecciones locales. 

En esta investigación se mostró la existencia de un efecto positivo y significativo de la 

ocurrencia de elecciones locales en la autorización de declaratorias de emergencia en México 

durante el periodo de enero 2006 a diciembre de 2016. La magnitud de este efecto es de un 

incremento de cuatro días de declaratoria concedida en los municipios que presentan 

elecciones. De manera adicional a este efecto, se encontró que no todas las solicitudes de 

declaratoria de emergencia realizadas por los gobernadores, son concedidas por la federación. 

Se identificó que existen algunas entidades que solicitan con una frecuencia mayor que sus 

vecinos. Por ejemplo, tal es el caso del estado de Veracruz, en el cual se identificó que 

presenta un comportamiento distinto cuando hay elecciones que cuando no hay. 

Con esta investigación se contribuye a la literatura de adaptación al cambio climático 

la cual no ha sido , conjugando las materias de políticas públicas y los referentes empíricos 

correspondientes. Esto con el objetivo de comprender las acciones de adaptación al cambio 
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climático, informar la toma de decisiones públicas y ofrecer un referente adicional para la 

construcción de visiones comparadas en materia de gobernanza y cambio climático. 

La prevención como una herramienta indispensable en la reducción del riesgo por 

ejemplo en el Protocolo de Hyogo al que México está suscrito. Sin embargo la prevención se 

enfrenta a dos retos: el primero es que la prevención implica la coordinación e inversión de 

recursos financieros de distintos niveles de gobierno, planeación a largo plazo y el 

involucramiento de la sociedad civil, no obstante, los logros de prestigio y con resultados en el 

corto plazo son preferidos por políticos. En segundo lugar, la prevención no es visible, es 

decir, el desastre evitado no muestra el impacto positivo de la medida que evito dicho desastre; 

cómo monitorear y evaluar los beneficios de las medidas de prevención efectivas, 

normalmente invisibles e intangibles para la sociedad. Una estrategia útil podría resultar del 

análisis prospectivo, a través del diseño, comunicación y socialización de distintos escenarios. 

A futuro sería indispensable utilizar los datos analizados en esta investigación desde la 

perspectiva espacial, de manera que pudieran explotarse las diferencias geográficas que 

quedan manifiestas por ejemplo en la variación dentro de la variable que muestra la ocurrencia 

de elecciones cuando existen una declaratoria de emergencia, la cual indica que el 62% de los 

municipios que alguna vez han tenido elecciones y declaratorias han tenido dicha condición en 

todos los años considerados en el panel, mientras que el 67% de los municipios que no 

tuvieron elecciones mientras tuvieron emergencias no presentaron esta condición en el mismo 

periodo. Esta tendencia de comportamiento de menor variación en el tiempo contribuye a la 

hipótesis de variación atribuida a las características individuales de las unidades de análisis. 

Tabla 10. Variación dentro de la variable "declaratorias autorizadas" a nivel municipal de 

enero 2006 a diciembre 2016. 

xttab elec if declara>=1   

 Overall Between Within 

Elecciones Freq. Percent Freq. Percent Percent 

0 3159 54.46 1500 78.37 67.48 

1 2642 45.54 1457 76.12 61.90 

Total 5801 100.00 2957 154.49 64.73 

  (n= 1914)    

Fuente: Elaboración propia 



50 

En este contexto surge la interrogante de qué implicaciones tienen estos resultados para la 

política de respuesta a emergencias, en el marco de la agenda de adaptación al cambio 

climático. A lo cual contribuyen los resultados de los estudios presentados en los siguientes 

dos capítulos. 
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Capítulo 2. Análisis del sistema de gobernanza para la adaptación8 al cambio climático 

en México. 

 

“La amenaza de una degradación masiva del ecosistema resulta de la interacción entre 

ecologías marinas, tecnologías de pesca y una gobernanza inadecuada” 

T. Dietz, E. Ostrom & P.C. Stern 

 

Resumen 

En este artículo se presentan los factores que inciden en la divergencia de implementación 

de la política de adaptación al cambio climático (PACC) basado en el análisis institucional y 

de desarrollo (IAD) a partir de la información de instituciones formales e informales que 

presentan tres casos de estudio. Se utiliza una técnica de análisis cualitativo de textos a través 

de una comparación estructurada por pares (pair-wise comparison) de los casos en los estados 

de Aguascalientes, Guanajuato y Sonora. De esta forma se aporta una propuesta de método 

sistemático para el análisis de la capacidad de adaptación al cambio climático en la escala 

subnacional frente a la escasez de agua, bajo la perspectiva de la PACC como recurso de uso 

común. 

 

  

                                                        
8 Adaptación: medidas que puedan moderar el daño o aprovechar aspectos beneficiosos en sistemas humanos o 

naturales como respuesta a estímulos climáticos (Artículo 3 de la LGCC). 



55 

Introducción 

La política de adaptación al cambio climático se encuentra aún en una etapa incipiente de 

su desarrollo (Lesnikowski et al 2011, Massey y Huitema 2012, Waters y Barnett 2017). Lo 

sorprendente es que aún en contextos de administración pública con alta capacidad técnica 

exista una enorme variación en sus capacidades de diseño e implementación. En este artículo 

se analizan las reglas formales e informales existentes en el sistema de gobernanza de la 

PACC en México, utilizando evidencia empírica de tres casos de estudio en estados de la 

república mexicana. El objetivo de ello es explicar los factores que inciden en las diferencias 

de implementación de dicha política pública. Este artículo presenta un análisis de los factores 

determinantes para la implementación de las políticas de adaptación al cambio climático en el 

marco de la gobernanza adaptativa. Reconociendo que la vulnerabilidad al cambio climático 

depende de condiciones sociales estructurales, se acepta también que las políticas públicas de 

adaptación son instrumentos indispensables en la reducción del impacto social de fenómenos 

ambientales adversos (Royal Society 2014).  

 

Antecedentes 

El cambio climático derivado del impacto antropogénico podría acrecentar la intensidad y 

frecuencia de los fenómenos hidrometeorológicos, aumentar las temperaturas extremas así 

como el nivel del mar, afectando a centros urbanos, periurbanos y rurales en cuestiones tales 

como las condiciones de vivienda, los servicios básicos e infraestructura que utiliza la 

población, modificando los patrones de migración y aumentando la inseguridad e inestabilidad 

política (IPCC 5AR 2014; O’Brien et al. 2012: 458). De esta forma se incrementan la 

respuesta a emergencias y la necesidad de brindar ayuda humanitaria a las sociedades 

afectadas, aumentando la tensión por la distribución y asignación de recursos públicos al igual 

que el interés geopolítico en zonas afectadas (Dietz et al. 2013; Lippert 2016). Actualmente, el 

desafío ambiental más importante involucra los sistemas de naturaleza global, tal como el 

cambio climático (Dietz, Ostrom y Stern 2013). 

Mucho del costo humano asociado al cambio climático es difícilmente cuantificado 

económica y monetariamente y por ello en ocasiones es poco visibilizado, lo cual ha 

impulsado que termine siendo omitido por la sociedad en general. Dicho “costo no 

cuantificado” se refiere de forma general al impacto existente en términos de herencia cultural, 
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servicios de los ecosistemas y de la economía informal (Royal Society 2014). Sin embargo, el 

cambio climático afectará con mayor intensidad actividades económicas primarias y aquellas 

que están directamente relacionadas con la naturaleza, tales como la agricultura y la pesca 

(FAO, 2017).  

De forma adicional a tales consideraciones, al estimar el impacto del cambio climático en 

la sociedad debemos recordar que a nivel mundial la cantidad de desastres ha mantenido una 

trayectoria constante de crecimiento. Pasando de 743 (1972-1980) a 1534 en (1981-1990) en 

la últimas dos décadas, así como de 2386 en el periodo 1991-2000 a 3496 en 2001-2010; es 

decir que se ha pasado de 743 a 3496 para el periodo de análisis de acuerdo a la Organización 

Meteorológica Mundial (WMO por sus siglas en inglés) (WMO, 2014). De acuerdo a Bello 

(2015) los desastres relacionados con fenómenos meteorológicos en América Latina y el 

Caribe han tenido la misma tendencia creciente, pasando de 134 en los 70’s, a 256 en los 80’s, 

356 en los 90’s y 571 en la primera década de 2000, tal como se muestra en la siguiente 

gráfica. 

 

Gráfico 6. Cantidad de desastres debido a fenómenos meteorológicos en América Latina y a 

nivel global por década durante el periodo 1970-2010. 

 

Fuente: Hurlbert (2018) y WMO (2014). 

 

Si bien la literatura sobre políticas de adaptación al cambio climático ha empezado a 

ganar terreno (Ford 2007; Massey y Huitema 2012), es importante notar que todavía existe 

una mayor atención a las políticas de mitigación, mismas que han sido objeto de estudio por 
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un tiempo mucho más largo y existen en el imaginario social con una visibilidad mayor 

(Massey y Huitema 2012, Waters y Barnett 2017). La evaluación de arquitecturas 

institucionales para la adaptación al cambio climático en escalas sub-nacionales ha emergido 

como un área de gran relevancia debido a que es en dichos contextos que los efectos de la 

adaptación pueden hacerse manifiestos con mayor intensidad. Por ejemplo, un artículo 

reciente de Kamperman y Biesbroeck (2017) analiza el papel de las autoridades regionales de 

agua en la creación e implementación de políticas de adaptación de cambio climático en 

Holanda (Kamperman y Biesbroek 2017).  

El presente artículo utiliza una metodología coincidente con los enfoques 

metodológicos usados tanto por Kamperman y Biesbroeck como por Pacheco-Vega y Basurto 

(2008) para estudiar dos elementos relacionados con la implementación de políticas de 

adaptación al cambio climático. En primer lugar, se estudian las arquitecturas institucionales 

para la gobernanza de la adaptación al cambio climático en tres estados mexicanos: Sonora, 

Aguascalientes y Guanajuato, con el fin de evaluar si dichas arquitecturas contribuyen al logro 

de los objetivos planteados. Y en segundo lugar, siguiendo a Pacheco-Vega y Basurto en su 

estudio del Consejo de Cuenca Lerma-Chapala (Pacheco-Vega y Basurto 2008), se examinan 

las reglas formales e informales al seno de cada uno de los tres estados para evaluar el efecto 

que tienen sobre la implementación de políticas de adaptación al cambio climático.  

El artículo sigue en parte la premisa de Schipper y Pelling (2006) sobre los retos para 

la integración de políticas de prevención de desastres (Schipper y Pelling 2006), pero ofrece 

una perspectiva institucional y de teoría de los comunes. Se consideran adicionalmente las 

propuestas de Ford et al (2015) quienes discuten acerca de los retos conceptuales y 

metodológicos en el estudio de la política de adaptación al cambio climático. Esto es dada la 

heterogeneidad en definiciones, grados de avance y tipos de intervenciones en dicha materia 

(Schipper y Pelling 2006; Fort et al 2015; Kamperman y Brisboeck, 2017). 

Las contribuciones principales de esta investigación incluyen los aspectos teórico y 

empírico de la gobernanza de la política de adaptación al cambio climático, en particular en 

sus procesos de diseño e implementación. En primer lugar, este artículo devela la intricada 

maraña de reglas formales e informales que existen al seno de las diferentes arquitecturas 

institucionales para la gobernanza de la adaptación al cambio climático en tres estados de la 

República Mexicana. En segundo lugar, desde una perspectiva teórica de comunes (Ostrom 
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2010, Pacheco-Vega 2014) analiza la política de adaptación al cambio climático como un 

recurso de uso común (commons), y presenta de manera crítica los retos de diseño e 

implementación que caracterizan a este sector de la política pública en materia climática. En 

tercer lugar, desarrolla una propuesta de método sistemático para el análisis de la capacidad de 

diseño e implementación de estrategias de adaptación al cambio climático en la escala 

subnacional. 

 El artículo se desarrolla de la siguiente manera: en la segunda sección, que sigue a ésta, 

presentamos un panorama de la literatura sobre Política de Adaptación al Cambio Climático. 

En la tercera sección, discutimos la metodología, casos de estudio y fuentes de información. 

En la cuarta ofrecemos un análisis institucional basado en la propuesta de IAD. En la quinta 

presentamos el estudio comparativo entre los casos de estudio. En la sexta y última 

concluimos con una discusión de los retos a futuro de la política de adaptación al cambio 

climático. 

 

Literatura sobre política de adaptación al cambio climático. 

En la sociedad actual conviven una pluralidad de actores que persiguen objetivos dispares 

en materia de adaptación al cambio climático, lo cual presenta un reto importante para las 

instituciones y el sistema de gobernanza. En la literatura se han identificado factores tales 

como la definición de la agenda pública (Pralle 2009); la diversidad de intereses de agentes 

económicos (Delmas 2016); la centralización y verticalidad de la toma de decisiones (Ostrom, 

2001; Pahl-Wost et al. 2007; Plumer y Armitage 2007); las condiciones sociales locales 

(Agrawal, 2008; Hong Phoung et al. 2017; Williams et al. 2015); la capacidad de aprendizaje 

de las organizaciones (Hong Phoung et al. 2017: 1) y el traslape de funciones y jurisdicciones 

(Goulder y Stavins, 2010) como determinantes en el desarrollo de acciones de adaptación al 

cambio climático.  

Entre los retos que enfrenta la gobernanza de las políticas de adaptación al cambio 

climático se encuentra que su naturaleza corresponde a los bienes comunes, al referirnos a las 

acciones en la dimensión local. Ya que no es posible excluir de los beneficios de las medidas 

de adaptación a ciudadanos que no hayan contribuido a ellas y su consumo no rivaliza porque 

beneficiarse de estas acciones no disminuye el beneficio a los otros miembros de la 

comunidad. Sin embargo, existe una corriente en la literatura de justicia ambiental que no 
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coincide con esta postura y considera al ambiente como un bien excluible en términos de que 

quien contamina y quien sufre los efectos de dicha acción no es el mismo sujeto (Broome 

2012; Hulme 2009; Jamieson 2014; Kaul et al 2000) lo cual es cierto principalmente en la 

dimensión global. 

El presente estudio parte del reconocimiento de que “tratar de resolver un problema de 

provisión de un bien común es un dilema clásico de acción colectiva” (Ostrom 2009). Los 

supuestos en los que descansan la teoría de acción colectiva tradicional (Olson 1965) y el 

comportamiento social relacionado con los bienes comunes (Hardin 1968) refieren a una 

preferencia individual por no cooperar y disfrutar de los beneficios derivados de un bien que 

no puede restringirse (free-rider). Por el contrario, Ostrom (2009) en su reporte para el Banco 

Mundial, explica la necesidad de un enfoque no convencional de la teoría de acción colectiva 

que parte de la premisa anterior (free-rider) en el análisis de las medidas relacionadas al 

cambio climático por dos razones: la primera es que existe evidencia empírica que desafía el 

supuesto de no cooperación de los individuos (Agrawal 2000, 2002; Baland y Platteau 2000; 

Dietz et al. 2003; McKean 2000; Ostrom 1992, 2000; Ostrom et al 1994; Schlager 1994; 

Schalger et al. 1994; Wade 1994). La segunda tiene que ver con el hallazgo de que una menor 

escala del problema conlleva a una mayor cooperación de los individuos, así como: 1. la 

existencia de información confiable acerca de los costos y beneficios de las acciones a corto y 

largo plazo; 2. El bien común es importante para el individuo; 3. Participar tiene una 

connotación social positiva; 4. Los participantes pueden comunicarse entre ellos; 5. Existe un 

monitoreo informal y existen sanciones apropiadas y aplicables sin privilegios de exención; 6. 

Existen capital social y liderazgo (Ostrom, 2009: 12). Acerca del cambio climático y la 

perspectiva de Ostrom se encuentran interesantes estudios –adicionales a la presente 

investigación- tales como los realizados por Paavola (2012) y Troy et al. (2014). 

Por otro lado, respecto a la organización y gestión contenida dentro de la organización 

algunos de los supuestos del institucionalismo incluyen la importancia del diseño de las 

instituciones en los resultados que arroja (March y Olsen 1984: 738; Lijphart 1984; Weaver y 

Rockman 1993). Dentro de los enfoques de análisis utilizados en esta tradición se encuentran: 

la teoría de diseño organizacional, que incluye el trabajo en centralización, descentralización, 

devolución, y otras variaciones estructurales, todo bajo la tradición “las instituciones 

importan” (Hood y Jackson 1991). O bien teoría estructural, que incluye el estudio de 
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Westminster, presidencial y formas nacionales híbridas y las asociaciones entre estas formas y 

el funcionamiento burocrático (Weaver y Rockman 1993; Peters y Pierre 1998). 

Algunos estudios anteriores en análisis organizacional de la teoría de prevención y 

respuesta a desastres y terrorismo identifican una serie de factores organizacionales 

específicos en las organizaciones de gestión de emergencias, entre ellos: estructura 

organizacional, redes, procesos, equipos, liderazgos y tecnología (James 2011; Locke 2013). 

Por ejemplo, Locke (2013) compara los sistemas de respuesta a emergencias en Estados 

Unidos e Israel a partir de las categorías propuestas por Keith James (2011), utilizando un 

enfoque cualitativo basado en entrevistas a miembros de las organizaciones responsables. A 

través de dicho análisis encuentra las razones por las cuales se utiliza el ejército para la 

respuesta a emergencias, así como una descripción de cómo funciona el sistema en cada país 

del estudio. Confirma la presencia de los factores estructurales, procedimentales y de redes 

propuestos por James (2011). 

Por otro lado, Brown (2017) utiliza el enfoque de Sabatier y Jenkins-Smith advocay 

coalition framework para analizar el trabajo de respuesta a emergencias, por parte de las 

fuerzas militares en los llamados de las autoridades locales, para saber si la planeación 

colaborativa y el entrenamiento entre autoridades civiles y militares tiene resultados efectivos 

en términos de políticas públicas. A partir de quince entrevistas codificadas con los elementos 

del advocay coalition framework, analiza el programa de Apoyo de la Defensa a las 

Autoridades Civiles (DSCA por sus siglas en inglés Defense Support to Civil Authorities). 

Este programa es el equivalente a la activación del protocolo DN-III del Ejército Nacional en 

México. Otros estudios que utilizan las categorías de Sabatier y Jenkins-Smith son los 

realizados por Strich (2015) en Canadá y por Matti y Sandstrom (2013). 

Es importante reconocer que existe una creciente literatura respecto a las implicaciones 

que tienen las formas de gobernanza en la capacidad de adaptación al cambio climático, ya sea 

que faciliten o inhiban su desarrollo (Eakin et al. 2011). En dichas investigaciones se estudia 

el impacto de diversos factores, tales como: los procesos regulatorios, los mecanismos y 

organizaciones a través de los cuales los actores políticos influyen en las acciones ambientales 

y sus resultados (Lemos y Agrawal 2006: 298). De manera particular, estos autores analizan 

los efectos de la implementación de nuevas políticas y estructuras asociadas a la corriente de 

la Nueva Gestión Pública (NGP), tales como las reformas neoliberales del sector público a 
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través de estudios teóricos (Smit y Wandel 2006; Tompkins y Adger 2005; Yohe y Tol 2001) 

y empíricos (Eakin et al. 2011).  

Parte de este debate actual en la literatura proviene de la perspectiva crítica de Eakin et al 

(2011) quienes plantean que el legado de la NGP debilita los requerimientos de la gobernanza 

de la adaptación al cambio climático. Esto se debe a que a pesar de las mejoras en tareas 

específicas, elementos tales como las capacidades técnicas y financieras, la memoria 

institucional, el aprendizaje y el conocimiento, la participación y la rendición de cuentas han 

sido mermados por las reformas con perspectiva de NGP. Por su parte, “Ostrom demostró que 

una de las mejores estrategias es la cooperación mediante la construcción de instituciones 

robustas” (Pacheco-Vega, 2014: 146). En este contexto, la presente investigación busca 

conocer qué requieren las instituciones para ser útiles en la gestión de las estrategias de 

adaptación al cambio climático. 

Para Ostrom (2001) un sistema de gobernanza policéntrico permite que las unidades más 

pequeñas respondan de manera más efectiva y rápida a los cambios que presenta el ambiente, 

a diferencia de los sistemas centralizados, en donde la unidad más grande que agrega a 

diversas unidades tiene que responder a distintas necesidades particulares de sus componentes 

(Ostrom 2001). Por ejemplo, los ciudadanos tienen conocimiento y capacidad de acción 

inmediata ante una emergencia en su entorno, además de que les da la posibilidad de aprender 

de las decisiones tomadas e incorporarlas en sus siguientes acciones, lo que hace a este tipo de 

respuesta más eficiente respecto a la toma de decisiones central y vertical. 

En el estudio elaborado en 2013 en el Reino Unido para el Ministerio de Medioambiente, 

Alimentos y Asuntos Rurales (DEFRA) se identifican como barreras a la implementación de 

las acciones de adaptación al cambio climático a los asuntos ligados a la gobernanza, 

explicados por la diversidad de atribuciones y fallas en la coordinación, particularmente en 

sectores fragmentados ante una multitud de partes involucradas. Las recomendaciones en tal 

situación son: 1. Actuar sobre los procesos institucionales de toma de decisiones; 2. Identificar 

y empoderar a las organizaciones capaces de coordinar el desarrollo, la implementación, el 

monitoreo y la revisión de “mapas de ruta” basados en los riesgos del cambio climático para 

distintos sectores, tales como el agrícola, el forestal y los riesgos para la salud derivados del 

aumento de la temperatura ambiental. 3. Elaborar casos de estudio para conocer la 

infraestructura y las cadenas de suministro con alto riesgo de impacto, enfatizando la 
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identificación de interdependencias de actores e infraestructura (Frontier Economics, Irbarys y 

Ecofys, 2013: 6, 21, 26). Por otro lado, el traslape de funciones y jurisdicciones entre distintos 

niveles de gobierno es identificado como uno de los elementos que dificulta el logro de los 

objetivos de adaptación al cambio climático (Goulder y Stavins 2010). 

A continuación se definen los principales conceptos utilizados en la presente investigación, 

tales como adaptación al cambio climático y gobernanza adaptativa. Adaptación al cambio 

climático: De acuerdo a la Ley General de Cambio Climático (LGCC) son las medidas y 

ajustes en sistemas humanos o naturales, que surgen como respuesta a estímulos climáticos, 

proyectados o reales, o sus efectos, y que pueden moderar el daño o aprovechar sus aspectos 

beneficiosos (LGCC, artículo 3). Mientras que la gobernanza adaptativa: es aquella que 

considera la interconexión de personas y su ambiente, sus bienes y los instrumentos de política 

pública relacionados. Incluyendo de manera amplia el ámbito geográfico, las instituciones 

formales e informales, múltiples niveles de gobierno y marcos temporales (corto y largo plazo) 

favoreciendo la transformación en la toma de decisiones a través del aprendizaje social 

(Hurlbert 2018: 1). Esta perspectiva incluye la gestión de recursos de distintas escalas (Olsson 

et al. 2006). Así como a la gestión adaptativa, la cual se refiere al proceso que permite ajustes 

en la administración de los recursos aparejado a un monitoreo iterativo de la política (Hurlbert 

2018). Acerca de la gobernanza adaptativa, Hurlbert (2018) propone este concepto partiendo 

de la definición de gestión adaptativa. La cual ha sido definida por el IPCC como el proceso 

iterativo de planeación, implementación y modificación de estrategias para gestionar los 

recursos de cara a la incertidumbre y la posibilidad de cambio. Ésta incluye enfoques de ajuste 

en respuesta a las observaciones de sus efectos y cambios en el subsistema. 

De acuerdo a Dietz et al. (2003) una gobernanza de los comunes es efectiva cuando sigue 

los siguientes principios: 

1. Los recursos y su uso pueden monitorearse, así como la información puede ser 

verificada y comprendida a un costo relativamente bajo (por ejemplo los árboles son más 

fáciles de monitorear que los pescados). Respecto a la información, ésta debe cumplir 

idealmente una doble condición: ser lo suficientemente agregada para presentar la amplitud e 

implicaciones generales del tema, así como lo suficientemente particular para permitir el 

análisis del problema en distintas dimensiones. Adicionalmente, la información debe ajustarse 
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a las necesidades de los tomadores de decisiones en cuanto forma, tiempo y contenido (Dietz 

et al 2003: 1908). 

2. Las tasas de cambio en los recursos, poblaciones de recursos-usuarios, tecnología y 

condiciones sociales y económicas son moderadas. 

3. Las comunidades mantienen una comunicación cara a cara de manera frecuente. 

También, existe una red social densa que aumenta el potencial de confianza, permite a las 

personas expresarse y ver reacciones emocionales a la desconfianza, lo que adicionalmente 

disminuye el costo del monitoreo del comportamiento, así como las reglas obligatorias. 

4. Los de fuera pueden ser excluidos de utilizar el recurso a un costo relativamente bajo. 

5. Los usuarios apoyan un monitoreo efectivo al igual que las reglas de uso. 

De manera congruente con tal visión, Pacheco-Vega (2014: 147) presenta los siguientes 

ocho principios de las instituciones robustas identificados en la propuesta de E. Ostrom (Hess 

y Ostrom 2007; Ostrom 1990, 2011): 

1. Existen límites claramente definidos. 

2. Las reglas en uso son congruentes con las necesidades y condiciones locales. 

3. Los individuos afectados por estas reglas pueden participar en su modificación. 

4. El derecho de los miembros de la comunidad de diseñar sus propias reglas es 

respetado por autoridades externas. 

5. Existe un sistema para poder monitorear el comportamiento de los miembros, 

específicamente de manera autónoma. 

6. Está disponible un sistema graduado de sanciones. 

7. Los miembros de la comunidad tienen acceso a mecanismos de resolución de 

conflictos de bajo costo. 

8. Las empresas de naturaleza anidada (apropiación, provisión, monitoreo y sanción, 

resolución de conflictos y otras actividades de gobernanza) son organizadas en una 

estructura con múltiples capas de actividades. 

Para continuar con el estudio es necesario realizar algunas precisiones conceptuales 

tales como las referentes a las instituciones. Al describir las instituciones formales, se lleva a 

cabo en el sentido planteado por North (1990), como las reglas del juego que incluyen leyes, 

normas y constituciones. Es así, que se analizan los componentes del marco normativo de la 

política de gestión de emergencias gubernamental, su arquitectura institucional y los planes y 
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programas que la definen. Enseguida, considerando la abstracción analítica del proceso de 

políticas públicas, se enfatiza el análisis en la definición del problema público. Para ello, se 

contrastan diversas visiones de la perspectiva de la gestión de emergencia y cómo se aborda 

desde el gobierno federal mexicano. En el mismo sentido que Skocpol plantea diversos 

estudios que explican la influencia gubernamental en los procesos políticos y sociales a través 

de sus políticas y sus relaciones con los grupos sociales. Para este estudio es la influencia que 

ejerce el Estado en el proceso de gobernanza de adaptación al cambio climático a través de las 

PACC y la relación que tiene con sectores sociales, académicos, empresariales y expertos en la 

materia.  

 

Enfoque Metodológico, Casos de Estudio y Fuentes de Información. 

En esta investigación se utiliza una estrategia comparativa por pares (pairwise 

comparison) para explorar las condiciones que favorecen o limitan el fortalecimiento del 

sistema de gobernanza en el marco de la política de adaptación al cambio climático, así como 

las implicaciones que tiene dicho sistema. Esto se logra analizando tres casos de estudio en las 

entidades mexicanas de Aguascalientes, Guanajuato y Sonora a través de una comparación 

estructurada. Con dicha estrategia se caracterizan las instituciones que facilitan o dificultan el 

logro de los objetivos de adaptación al cambio climático y las condiciones en las cuales se 

desarrollan. La perspectiva multinivel y multi-etapa de esta investigación incluye el estudio de 

actores de los ámbitos académico, social, organizaciones civiles y gobiernos de los niveles de 

gobierno federal, estatal y municipal. 

En el presente artículo se examina la arquitectura institucional en los casos pertenecientes 

a los estados de Aguascalientes, Guanajuato y Sonora para conocer cómo contribuye ésta a la 

formulación e implementación de acciones de política pública para la adaptación. La cual es 

definida en la Ley General de Cambio Climático como: las acciones para moderar el daño o 

aprovechar aspectos beneficiosos en sistemas humanos o naturales como respuesta a estímulos 

climáticos (Artículo 3 de la LGCC, 2016). Para ello, se estudian la estructura y las 

instituciones del sistema de gobernanza de las políticas de adaptación al cambio climático, 

evaluando las hipótesis presentadas anteriormente. 

La selección de casos obedece a dos intereses de investigación: por una parte, se busca 

conocer qué factores inciden en la implementación y diseño de la PACC en contextos de alta 



65 

calificación técnica. De acuerdo a las medidas obtenidas en los índices de competitividad 

estatal de organismos tales como el Instituto Nacional para el Federalismo y el Desarrollo 

Municipal (INAFED), el Tecnológico de Monterrey (ITESM) y el Instituto Mexicano para la 

Competitividad (IMCO) y que a su vez estuvieran documentados como entidades que sufren 

escasez de agua de acuerdo al Atlas de Vulnerabilidad Hídrica ante el Cambio Climático 

(IMTA, 2015). 

La estrategia empleada para obtener la información primaria proviene de dos fuentes: un 

instrumento aplicado a actores relevantes del sistema de gobernanza: funcionarios públicos de 

distintos niveles de gobierno, miembros de la sociedad civil y académicos. En segundo lugar, 

un conjunto de talleres participativos conformados por pobladores de comunidades que sufren 

escasez de agua dentro de las entidades de los casos de estudio.  

La metodología usada para analizar la información fue el análisis documental de un cuerpo 

de análisis de veinte instrumentos provenientes del Taller de Alto Nivel; así como el registro 

de cuatro sesiones participativas con una duración promedio de tres horas cada una, 

conformadas por un promedio de 18 personas. Siguiendo una estrategia de doble codificación 

para la validación de las variables identificadas, se llevó a cabo adicionalmente una 

clasificación utilizando el programa de análisis cualitativo “Atlas.ti”, lo cual permitió la 

realización de la comparación estructurada por pares de los casos de estudio. 

En México las condiciones de vulnerabilidad hídrica afectan a buena parte de la población 

(Arreguín 2015). De acuerdo a la OCDE (2017) el país es sumamente vulnerable a los efectos 

del cambio climático y está expuesto a fenómenos hidrometeorológicos, de tal forma que 

durante los últimos sesenta años, la cantidad de agua disponible para cada persona bajó 

drásticamente debido al cambio climático y el crecimiento de la población (OCDE 2017). En 

este contexto, la cantidad de casos de estudio de poblaciones que sufren escasez de agua se 

perfila acorde a las hipótesis de investigación seleccionando a entidades federativas cuyas 

capacidades administrativas superan el promedio nacional de acuerdo a índices de 

competitividad gubernamental. Seleccionando Aguascalientes, Guanajuato y Sonora, dichos 

estados cuentan con altas posiciones relativas en los rankings de competitividad nacional 

(IMCO 2016, ITESM 2012) indicando un alto nivel técnico. 
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Fuentes de información 

Para la obtención de la información se llevaron a cabo talleres participativos in-situ y off-

site que incluyeron a funcionarios públicos locales, académicos, empresarios y pobladores de 

zonas afectadas por condiciones climáticas adversas. El primer componente proviene de cuatro 

sesiones participativas con miembros de comunidades periurbanas de las capitales de los 

estados de Aguascalientes y Sonora. El segundo componente es el instrumento denominado 

“Percepción de atribuciones gubernamentales en materia de adaptación al cambio climático” 

completado a través de un taller de alto nivel convocado en el marco de la red temática de 

Conacyt Red SocioEcos. 

Las primeras sesiones se llevaron a cabo en el estado de Aguascalientes, en el Ejido Los 

Pargas, como parte de un estudio de la vulnerabilidad y resiliencia al cambio climático en 

sistemas socio-ecológicos periurbanos (UAM-Cuajimalpa y CIDE). En una segunda etapa y 

como parte del mismo proyecto de vulnerabilidad y resiliencia periurbana se llevaron a cabo 

dos talleres participativos con pobladores del Ejido San Pedro, Sonora. Los resultados de los 

cuatro talleres participativos realizados en dichos estados se utilizan para informar las 

necesidades presentadas por pobladores de áreas periurbanas y los mecanismos que explican 

cómo enfrentan la escasez de agua en sus comunidades, el cual se presenta como un escenario 

con alta probabilidad de ocurrencia en varios municipios del país en los próximos años. 

Para el estudio de la perspectiva de los funcionarios públicos, el sector académico y los 

empresarios, se empleó un instrumento sobre políticas de adaptación al cambio climático en el 

marco del Taller de Alto Nivel sobre Incidencia en Políticas Públicas y Políticas Basadas en 

Evidencia de la red temática de Conacyt: Red SocioEcos. Dicho taller contó con la 

participación de veinticinco personas y fue realizado en la ciudad de México con 

representantes de los tres niveles de gobierno provenientes de los estados de Aguascalientes, 

Baja California, Guanajuato, Jalisco, Morelos, Michoacán y Ciudad de México. El marco 

normativo actual sirvió de base para la elaboración del “Instrumento de percepción de 

atribuciones de adaptación al cambio climático” analizado durante el Taller, arrojando luz 

sobre necesidades específicas de sus sectores e identificando retos en el logro de sus objetivos, 

al mismo tiempo que se identifica en cuáles de los ocho principios de IAD ofrecen elementos 

de refuerzo o debilitamiento. En el esquema presentado a continuación se muestran las fuentes 
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de información consideradas en el análisis institucional y de desarrollo (IAD) y qué 

componente del sistema de gobernanza representan. 

 

Figura 1. Esquema conceptual de las fuentes de información que componen el IAD. 

 

Fuente: Elaboración propia 

 

Estrategia de análisis de información 

La estrategia de análisis de la información obtenida cuenta con tres elementos que se 

describen en esta sección. En primer lugar, se describe el proceso de codificación y la técnica 

de validación interna a través de una doble codificación. En segundo lugar, se explica el uso 

del programa de análisis de texto (Atlas.ti) que permite la sistematización y visualización de la 

información codificada. En tercer lugar, se presenta la estrategia de comparación estructurada 

por pares entre los casos de estudio. 

La codificación de la información se llevó a cabo sobre dos cuerpos de análisis y se realizó 

en tres etapas. Los textos a analizar provienen del “Instrumento de percepción de atribuciones 

en materia de adaptación al cambio climático” completado por funcionarios públicos, 

empresarios y académicos – el Anexo 1 presenta el instrumento utilizado- y de los cuatro 

Elementos IAD

Necesidades
sociales

Los Pargas, 
Aguascalientes

San Pedro, 
Sonora

Necesidades
político-

académicas

Taller 
participativo

Guanajuato
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Normativo

Programa 
Especial de CC

Estrategia 
Nacional de CC

Ley General de 
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“talleres para el análisis de la vulnerabilidad y resiliencia al cambio climático en sistemas 

socio-ecológicos periurbanos”, esto se muestra de manera gráfica en la siguiente figura.  

 

Figura 2. Esquema de los cuerpos de análisis utilizados en la investigación y los actores 

informantes en cada uno. 

 
Fuente: Elaboración propia 

 

De manera inicial se codificaron y clasificaron las respuestas obtenidas de acuerdo a los 

ocho principios de las instituciones robustas que se mostraron anteriormente (Pacheco-Vega 

2014: 147), posteriormente se clasificaron utilizando categorías de elaboración propia que se 

cargaron en el programa Atlas.ti. En una segunda etapa se especificó el sentido en el que 

actúan las acciones categorizadas sobre el principio IAD al que fueron relacionadas: esto 

quiere decir, que se señaló si lo afectaban de forma positiva fortaleciéndolo o bien si lo 

afectaban de forma negativa debilitándolo o disminuyendo su posibilidad de operación. Por 

último, estas tareas fueron realizadas de manera adicional y simultánea por un segundo 

codificador con el objetivo de asegurar la confiabilidad de la clasificación, al comparar el 

nivel confianza entre codificadores. Los resultados validados se muestran al final de la 

siguiente sección.  
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Figura 3. Proceso de análisis utilizando Atlas.ti 

 

Fuente: Elaboración propia 

 

El uso del programa Atlas.ti fue empleado también para la organización de la información, 

al permitir ordenar las citas referentes a cada código –cada uno representa uno de los ocho 

principios del IAD- como se muestra en el ejemplo siguiente. Es decir, que permitió la 

visualización del material agrupado para cada uno de los principios, independientemente de la 

fuente de origen.  

 

Tabla 11. Ejemplo de uso de la herramienta Atlas.ti en el análisis 

1. Preparación 
del cuerpo de 

análisis, corpus

2. Codificación 
del corpus de 
acuerdo a los 

ocho principios 
IAD.

3. Identificación 
del sentido de 
actuación del 

material 
codificado 

respecto al IAD: 
Refuerzo o 

debilitamiento

4. Validación del 
análisis de 
acuerdo a 

coincidencias 
con segundo 
codificador 
(inter-coder 

reliability test)

Tema: Retos que enfrenta la colaboración  

Utilizado en 6 documentos (cada documento es un actor y representa un sector de 

análisis). 

Documento de análisis Citas obtenidas 

 3 Academia BC_3  3:1 Retos Interdisciplinares  

 5 Academia CDMX_2  5:1 Falta de comprensión del problema  5:3 Carece de 

prioridad en agendas   5:6 Burocracia  

 5:7 falta de valor integral   5:8 Competencia por 

recursos en las agendas financieras  5:11 costumbres 

locales  5:12 falta de organización comunitaria   5:13 

falta de información estatal validada   5:14 falta de 

información estandarizada actualmente válida   5:15 

intereses económicos por encima del bienestar de 

ecosistemas y seres humanos   5:16 falta de $ para 

fortalecer esta investigación, la participación y los 

honorarios   5:17 falta de información económica de 

productos   5:18 visiones cortoplacistas  5:19 falta de 

interés por parte de las instituciones de gobierno   5:20 

programas sectoriales que no consideran problemas 

locales   5:21 no hay recursos para desarrollo de regiones 
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Fuente: Elaboración propia 

Análisis institucional 

La perspectiva multinivel del análisis institucional de la presente investigación sigue la 

propuesta de Hurlbert (2018: 52) quién desarrolla dicha actividad a través de seis pasos, de los 

cuales para el presente estudio se consideran los siguientes dada la naturaleza de la 

investigación: 

1. Análisis institucional: análisis del marco institucional dado por organizaciones, 

leyes y políticas públicas presentes a nivel global, nacional, estatal y local. 

2. Análisis de instrumentos: herramientas específicas que se desprenden del marco 

institucional. 

ecológicas y culturales...  5:22 falta de empeño por los 

administradores a diferentes escalas   5:23 falta de 

información detallada a nivel local   5:24 falta de interés 

de los gobernadores o grupos de interés en las 

comunidades   5:25 falta de transversalidad. Existencia de 

una visión lineal sectorizada   5:26 falta de seguridad de 

empleos a largo plazo y amenaza de cambio de uso del 

suelo 

 6 Academia Morelos  6:1 Coordinación de tiempos   6:2 seguimiento de 

casos  6:4 Coordinación Política 

 8 Estatal AGS  8:1 Tecnológicos   8:2 Tecnológicos e informáticos   

8:3 Información   8:4 Disponibilidad de tiempo   8:5 

Falta de coordinación   8:6 Falta de Coordinación   8:7 

Recursos económicos insuficientes   8:8 Recursos 

económicos insuficientes 

 9 Estatal AGS_2 
 

 9:1 Homologar Tiempos y Prioridades   9:2 Homologar 

Datos   9:3 Diversidad De Opiniones   9:4 Homologar 

Prioridades   9:6 Legislación   9:7 Tiempos   9:8 

Disponibilidad   9:11 Diferentes Agendas   9:13 

Disponibilidad de Agenda.   9:14 Prioridades   9:15 

Disponibilidad De Recursos   9:16 Definición de 

UGAS   9:17 Datos desactualizados   9:18 Diferentes 

Criterios  9:20 Tiempos y Movimientos   9:21 Atención 

Deficiente 

 11 Estatal GTO 
 

 11:1 Falta de recursos   11:4 Falta de apoyo entidad 

federativa   11:5 Falta de coordinación   11:7 Retos en 

la generación de información 
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3. Análisis de factores que dirigen las acciones (drivers): estos pueden ser directos o 

indirectos, en cualquiera de los cuatro niveles -global, nacional, estatal o local- y 

son clasificados como sociales (demográficos, de economía política), ambientales, 

tecnológicos y económicos. 

4. Efectos de la política en los actores: la efectividad de los instrumentos en alcanzar 

su objetivo, así como el aprendizaje social. 

5. Propuesta de rediseño. 

Tomando como base los ocho principios de las instituciones robustas (Pacheco-Vega 

2014: 147) se clasificó la información provista por funcionarios públicos, académicos y 

organizaciones no gubernamentales en el marco de la Red SocioEcos obteniendo los 

siguientes resultados. Se identificaron 371 citas asociadas a los principios mencionados, de las 

cuales alrededor del 69% son actividades que los debilitan. Dentro de las actividades descritas 

por los participantes del Taller el 58% se relacionan con dos principios: reglas acordes a 

condiciones locales e involucramiento de los afectados. Los principios con más asociaciones, 

tanto de acciones que debilitan como de refuerzo, son: 2. Las reglas en uso son congruentes 

con las necesidades y condiciones locales; y 3. Los individuos afectados por estas reglas 

pueden participar en su modificación. 

Los retos asociados al principio de “reglas acordes a condiciones locales” se refieren a 

información a nivel local, particularmente respecto al diseño institucional y diferencias de la 

agenda entre distintos actores y organizaciones. En los siguientes párrafos se presentan 

algunas de las problemáticas identificadas por los actores: 

En cuanto a los problemas relacionados con información a nivel local, se habló de los 

siguientes situaciones: carencia de datos actualizados; falta de comprensión del problema por 

parte del gobierno (de acuerdo a participantes de la academia); ausencia de información 

detallada a nivel local en el mapeo y modelación del cambio climático; definición de las 

unidades de gestión ambiental (UGA) en la restricción de asentamientos; “falta de información 

sobre el tema” respecto a cómo reducir la vulnerabilidad de la población al cambio climático y 

aumentar la resiliencia del sector social (de acuerdo a funcionarios públicos); retos para 

generar información que alimente la planeación de usos de suelo; convencer a productores 

agrícolas del uso de técnicas que mejoren uso del agua. 
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Respecto a los problemas de diseño institucional, los participantes del Taller 

identificaron los siguientes elementos como las principales cuestiones que los caracterizan: 

burocracia en proyectos con ONG’s y productores en la estimación de balances y precios de 

bonos de carbono; visiones cortoplacistas en la planeación de uso de suelo; cambios de 

administración y falta de continuidad en los proyectos; programas sectoriales que no 

consideran problemas locales; visión lineal en el diseño de estrategias sectoriales de 

adaptación; legislación para el uso del Fondo de Cambio Climático; inconsistencias en las 

atribuciones para la implementación de proyectos para la conservación de la biodiversidad (el 

caso de Dirección de Recursos Naturales de la Secretaría de Protección al Ambiente de Baja 

California (SPABC)). 

En cuanto a los “Problemas de agenda” se expresaron como los principales elementos: 

las diferencias en las prioridades de agenda de gobiernos locales para la alimentación del 

Sistema de Información de Cambio Climático (SICC); “el gobernador ha quitado la prioridad 

al tema de conservación de la biodiversidad” [en Guanajuato]; la falta de interés de gobiernos 

en promover prácticas agrícolas sustentables; los intereses económicos por encima del 

bienestar de ecosistemas y sociedad para la restricción de asentamientos en zonas de riesgo; 

los apoyos económicos son distintos para los proyectos tecnológicos y los de otra naturaleza 

(ciencias sociales y ambientales por ejemplo). 

Cabe señalar que dentro de los retos que no fueron identificados como tales por los 

actores, se encuentra la alineación de productos de investigación aplicada a las necesidades de 

las empresas. Así como el reconocimiento de la desvinculación entre la población y los 

tomadores de decisiones, particularmente para la búsqueda de soluciones de protección contra 

inundaciones y proyectos de retención natural del agua. En este último tema resalta la 

manifestación del cambio de uso de suelo favoreciendo el desarrollo urbano sin profundizar en 

el impacto dado el cambio climático. 

En cambio, dentro de las acciones que fortalecen el principio de “reglas acordes a 

condiciones locales” las acciones de los actores del sector académico resultan relevantes. A 

pesar de que en ellas sobresale el reto de la implementación, son acciones que impulsan el 

componente local de la regulación: la participación de la academia en foros multilaterales; 

intercambio de información con gobiernos locales para la planeación de uso de suelo 

considerando impactos del cambio climático; participación en la elaboración del Atlas Estatal 
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de Riesgo y de los Programas de Ordenamiento Territorial y Ecológico del estado de Baja 

California; así como en escenarios de vulnerabilidad social y ecosistémica; investigación del 

Río Colorado en Baja California; proyectos de conservación de barrancas en Cuernavaca; 

proyectos e investigaciones sobre ecosistemas y especies para la conservación de la 

biodiversidad; ordenamientos territoriales comunitarios; canalización de sistemas productivos 

por región biocultural; identificación de características ambientales a nivel de cuenca; 

caracterización productos resistentes al cambio climático; caracterización de cobertura vegetal 

por región ecológica; escenarios de vulnerabilidad social y ecosistémica; investigación en 

sistemas de información geográfica; planes de gestión para áreas naturales protegidas; análisis 

costo-beneficio de utilización de celdas fotovoltaicas en el campus Morelos de la UNAM, así 

como la elaboración de la carta de usos de suelo del territorio. 

De manera contraria, los principios con menos asociaciones son: 

4. Los miembros de la comunidad tienen derecho a diseñar sus propias reglas y es respetado 

por autoridades externas. 

5. Monitoreo 

6. Está disponible un sistema graduado de sanciones. 

7. Los miembros de la comunidad tienen acceso a mecanismos de resolución de conflictos de 

bajo costo. 

 

Tabla 12. Cantidad de citas por código 

Principios asociados Función Frecuencia 

(1D) Límites definidos Debilita 25 

(1F) Límites definidos Refuerza 10 

(2D) Reglas necesidades y condiciones locales Debilita 98 

(2F) Reglas necesidades y condiciones locales Refuerza 43 

(3D) Afectados regulan Debilita 75 

(3F) Afectados regulan Refuerza 7 

(4D) Autoridades respetan reglas locales Debilita 16 

(4F) Autoridades respetan reglas locales Refuerza 1 

(5D) Monitoreo Debilita 5 

(5F) Monitoreo Refuerza 16 

(6D) Sanciones graduales Debilita 4 

(6F) Sanciones graduales Refuerza 7 

(7D) Solución de conflictos Debilita 7 

(7F) Solución de Conflictos Refuerza 3 

(8D) Estructura anidada (multinivel) Debilita 26 
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Principios asociados Función Frecuencia 

(8F) Estructura anidada (multinivel) Refuerza 28 
 Fuente: Elaboración propia. 

Respecto al caso Aguascalientes y la percepción de los funcionarios públicos resaltan 

varios aspectos: cuando se habla de derecho a un medio ambiente sano las actividades 

relacionadas que realiza la organización se refieren proyectos de ecotecnias –en particular 

investigación de estrategias para captación y re-utilización de agua de lluvia- y “movilidad 

activa”, así como su participación en la elaboración del Programa de Desarrollo Urbano a 

nivel ciudad y municipal. Se afirma la necesidad de “interiorizar los conceptos y que éstos 

sean los ejes de acción de las labores cotidianas” de las instituciones operativas. 

En dichas organizaciones sus representantes resaltan la importancia de las instituciones 

formales al detectar que una acción necesaria para aumentar la resiliencia de los sistemas 

productivos a los efectos del cambio climático es convertir las propuestas en reglamentos y 

normatividades para que sean acciones puntuales. En este grupo se encuentra también la 

necesidad de vinculación con otros agentes, ya que ellos han realizado propuestas para la 

protección contra inundaciones, pero “falta vincularse con tomadores de decisiones”. 

Reconocen también que en cuanto a la planeación adecuada de uso de suelo considerando el 

cambio climático ésta “no se ha profundizado”, así como tampoco el “mapeo y modelación del 

impacto cambio climático” que afirman “está dentro de las atribuciones y deseabilidades 

(sic)". Sin embargo, al respecto explican que están trabajando en la generación de un sistema 

de información geo-referenciada que contenga los estudios geológicos que son entregados al 

solicitar permisos de urbanización, con el objetivo de analizar posibles patrones de riesgo 

(Sistema de Información Geográfico Municipal). Otros documentos en los que colabora el 

Implan son el Programa de Ordenamiento Ecológico Local y el Programa de Desarrollo 

Urbano Local. 

Al analizar los retos que enfrentan actores de la política ambiental en México en 

materia de adaptación al cambio climático para el caso de Aguascalientes se plantea que en 

general el reto de la carencia de datos a nivel local y la carencia de recursos humanos y 

económicos. Así como el reconocimiento de que “se requiere incrementar la mano de obra 

calificada y con pensamiento crítico y creativo para realizar propuestas en el mediano y largo 

plazo”. Adicionalmente se manifiesta la dificultad de comunicar la idea a actores clave y la 

falta de continuidad en los proyectos en el largo plazo. En el caso de la vinculación con 
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universidades, para el intercambio de información especializada y a través de servicio social 

de los estudiantes, se identifica como reto la reticencia a colaborar. Encontrando que la 

educación ambiental es la actividad más recurrente que manifiesta la organización Secretaria 

del Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable como acción de adaptación al cambio climático. 

Así mismo, fue expresada una falta de colaboración institucional en diferentes niveles, además 

de compartir y generar nueva información. 

Para el caso Aguascalientes, en el ámbito municipal también se encuentra que las 

campañas de limpieza en arroyos y reforestación con apoyo de la población, así como el 

control de cambios con base en el Programa de Ordenamiento Ecológico Local son acciones 

que contribuyen a la reducción de la vulnerabilidad de los ecosistemas a los efectos del 

cambio climático, así como el diagnóstico de áreas con riesgo de inundación así como 

ubicación de fallas geológicas realizado para el Atlas Estatal de Riesgo. Consideran que para 

contribuir al Sistema de Información sobre el Cambio Climático se considera la existencia de 

un SIG de los sitios con mayor deforestación por especie arbórea. Para aumentar la resiliencia 

del sector social ante los efectos del cambio climático identifican la importancia de la 

educación ambiental, en cuanto a la restricción de asentamientos en zonas de riesgo se acusa 

que es la Secretaría de Desarrollo Urbano quien finalmente otorga permisos o restricciones y a 

SEMADESU únicamente solicitan opinión y que la mejora de preparación de la sociedad para 

proteger su salud en caso de eventos climatológicos extremos puede atenderse también a partir 

de educación ambiental para los niveles educativos básicos. 

En cuanto a la vinculación entre el sector público y la academia, los resultados 

muestran que existe una brecha entre las percepciones de ambos grupos, ante el 

reconocimiento mutuo de la importancia del otro en sus labores. Por ejemplo, un funcionario 

estatal de Baja California identifica como reto para “reducir vulnerabilidad de población 

cambio climático” la “falta de información sobre el tema”, mientras que un servidor público 

del estado de Guanajuato ve como un desafío la falta de un “padrón de expertos” en el tema de 

resiliencia de infraestructura estratégica. 

En esta investigación se mapean las dimensiones de la gobernanza de la adaptación al 

cambio climático relacionadas con las instituciones estudiadas, lo cual constituye las bases 

para una política de planeación basada en la adaptación al cambio climático, lo cual es sólo el 

principio de un proceso complejo que llevará décadas de lograr. Ostrom (1990) indica que la 
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estrategia básica del método de análisis institucional es: En primer lugar, identificar aquellos 

aspectos del contexto físico, cultural e institucional que probablemente afecten la 

determinación de quién estará involucrado en una situación, las acciones que pueden tomar y 

los costos de dichas acciones, los resultados que pueden ser logrados, cómo las acciones están 

ligadas a resultados, qué información estará disponible, cuánto control pueden ejercer los 

individuos, y qué premios se deben asignar a combinaciones particulares de acciones y 

resultados. Una vez que uno tiene toda la información necesaria, puede entonces abstraer de la 

riqueza de la situación empírica para desarrollar un juego que se puede jugar que capture la 

esencia de los problemas que los individuos encaran (Ostrom 1990: 55). 

 Proveniente de los resultados del Taller resalta la importancia de la vinculación 

político-científica (gobernanza) en el marco de la gestión adaptativa dados los objetivos de 

adaptación al cambio climático. A partir del reconocimiento de necesidades de productos 

técnicos especializados por un lado y del planteamiento de necesidades específicas y concretas 

de productos de tal forma que sin dejar de lado el desarrollo de ciencia pura, los estudios 

aplicados contribuyan a la solución de problemas en la materia. 

En cambio de las actividades realizadas en campo la percepción de las políticas de 

adaptación al cambio climático son muy distintas. En el caso de Aguascalientes, la comunidad 

visitada es un Ejido cuya actividad productiva tradicional era ladrillera y donde fue construida 

una presa. En esta comunidad periurbana hay quienes no cuentan con servicio de agua potable 

ni drenaje. Los pobladores hablaron del clima a lo largo del año, que cambia de acuerdo a las 

estaciones, sin embargo señalaron que desde hace algún tiempo éste se ha hecho menos frío 

“en noviembre incluso nevaba (agua nieve), recuerdo cuando niña que estaba todo blanco” 

(Estolia, señora de 70 años); que ya no hay cabañuelas, las lloviznas en enero-febrero; 

borrasca: mucho aire febrero-marzo, pero sin la lluvia ahora hay más polvo; señalan que cada 

año es lo mismo, dicen este año ha habido más calor que otros años. La Presa es un indicador 

de cómo ha llovido. En cuanto a las afectaciones del clima en su sustento hablan que la gente 

ha perdido lo que siembra porque se seca, también hay menos nopalitos de monte y menos 

tunas porque éstas se maduran cuando llueve. Algunos pobladores han optado por sembrar una 

huerta de nopal en las azoteas de sus viviendas en botes. Aunque algunas familias aún se 

dedican a la fabricación de ladrillos, hablan de las restricciones que han sido impuestas por la 

Procuraduría Estatal de Protección al Ambiente (Proespa). Platican que la falta de opciones de 
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trabajo locales los ha llevado a buscar trabajos de servicios de limpieza en la ciudad, pero es 

muy difícil el transporte. 

Aunque existe una percepción manifiesta de abandono por parte de las autoridades, 

recuerdan que cuentan con la visita quincenal de las caravanas de la salud, que son 

beneficiarias del programa Prospera, han participado en iniciativas de empleo temporal por 

parte de Desarrollo Social del Estado para la limpieza de arroyos. Sin embargo, aunado a la 

falta de servicio de drenaje y agua potable, el municipio tarda semanas incluso en recoger la 

basura. 

El Ejido de San Pedro, en Sonora, pertenece a la zona periurbana de Hermosillo. Esta 

comunidad se dedicada tradicionalmente a la agricultura y ganadería sin embargo la escasez 

de agua hizo que se transformara su vocación productiva. Actualmente existen ciertas huertas 

que se dedican al cultivo de hortalizas, con volúmenes de producción muy bajos, algunos se 

dedican al cuidado de caballos en caballerizas, y la mayoría a optado por buscar trabajo en la 

ciudad o la venta de comida en la carretera rumbo a la presa. Los miembros del Ejido han 

intentado recuperar sin éxito sus actividades agropecuarias a través de sistemas de bombas 

cada vez de mayor profundidad. Manifiestan el privilegio de la provisión de agua a los 

habitantes de Hermosillo, por encima de ellos y de otros poblados como el Pueblo Yaqui. 

Perciben un cambio del clima en los últimos diez años, cada vez hace un calor más intenso y 

las lluvias son muy escasas, lo cual ha provocado que se hayan agotado la siembra de 

hortalizas y que cada vez exista una mayor presencia de moscos y moscas (con las 

enfermedades que contagian asociadas). 

 

Tabla 13. Comparación de las actividades productivas, los principios del IAD y las 

características locales entre Aguascalientes y Sonora. 

 
AGUASCALIENTES SONORA 

Actividad 

productiva 

Ladrilleras y cosecha de nopal de 

monte  trabajos de limpieza en 

casas y obreros 

Ganadería y agricultura  

caballerizas y corredor 

gastronómico 
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AGUASCALIENTES SONORA 

Principios IAD 

Conflicto entre legislación y 

necesidades locales. 

Pobladores sin influencia en 

legislación local. 

Percepción de poco monitoreo de la 

autoridades. 

Se modifican las reglas: 

Cabildo municipal aprueba 

denominación de “Corredor 

Gastronómico”, impulso a 

través de Plan Turístico. 

Características 

adicionales 

Nivel de rezago social alto 

Migración medianamente reciente 

Nivel de rezago social bajo 

Alto capital social 

Fuente: Elaboración propia. 

 

 

Tabla 14. Comparación de retos de implementación de la política de adaptación al cambio 

climático y los principios del IAD entre Aguascalientes y Guanajuato. 

 
AGUASCALIENTES GUANAJUATO 

R
et

o
s 

d
e 

im
p

le
m

en
ta

ci
ó
n

 Falta comunicación entre dependencias y 

actores clave (incluso reticencia a colaborar) 

Toma de decisiones no considera insumos de 

otras organizaciones 

Carencia de información entre niveles 

Falta operacionalizar ideas y convertir en 

acciones concretas 

No hay continuidad en proyectos 

No alineamiento de objetivos 

de otras dependencias respecto 

al objetivo de la organización 

Resistencia al cambio 

Cambios de administración 

P
ri

n
ci

p
io

s 
IA

D
 

No hay evidencia de mecanismos de 

resolución de conflictos de bajo costo 

Ni de que los involucrados participen en la 

modificación de las reglas 

Existen reglas 

congruentes con las 

necesidades y condiciones 

locales, con mecanismos 

de participación de las 

partes. 

Existen diversos sistemas de 

monitoreo  

Trabajan en un sistema graduado de 

sanciones. 

Fuente: Elaboración propia. 
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De acuerdo al análisis de los elementos institucionales formales, en el caso de la 

administración de los recursos hídricos, en los ordenamientos actuales no se ofrece 

información suficiente para la actuación en caso de un desastre natural. Estos elementos 

formales presentes en la regulación de la materia incluyen: el artículo 27 de la Constitución; la 

Ley de Aguas Nacionales (cuyo objeto es regular la explotación, uso o aprovechamiento de 

dichas aguas, su distribución y control, así como la preservación de su cantidad y calidad para 

lograr su desarrollo integral sustentable. (Art. 1)). En el Reglamento de la Ley de Aguas 

Nacionales: se hace referencia a las acciones derivadas de situaciones atípicas. Art. XXV 

párrafo b.  

En este contexto las unidades de análisis de acuerdo a la legislación vigente: son 

definidas las dimensiones que comprenden la “Ribera o Zona Federal” en términos de aguas 

máximas ordinarias, más no extraordinarias. (Art. XLVII) Son las fajas de diez metros de 

anchura contiguas al cauce de las corrientes o al vaso de los depósitos de propiedad nacional, 

medidas horizontalmente a partir del nivel de aguas máximas ordinarias, y las fajas de cinco 

metros de anchura en los cauces cuya anchura no es mayor a cinco metros. El nivel de aguas 

máximas ordinarias se calcula a partir de la creciente máxima ordinaria definida por la 

CONAGUA o por el Organismo de Cuenca que corresponda. En los cauces cuya anchura no 

es mayor a cinco metros, el nivel de aguas máximas ordinarias se calcula a partir de la media 

de los gastos máximos anuales producidos durante diez años consecutivos. Sin embargo, los 

efectos del cambio climático (sumados a otros factores tales como los cambios de cauce por 

deforestación o urbanización) podrían modificar estas métricas y no están desarrollados los 

protocolos específicos y reglas de actuación en caso de que sucediera. 

Es competencia del Ejecutivo Federal (Art. 6, párrafo IX) la prevención y atención de 

los efectos de fenómenos meteorológicos extraordinarios que pongan en peligro a personas, 

áreas productivas o instalaciones. Es atribución de Conagua: “Participar en el sistema nacional 

de protección civil y apoyar en la aplicación de los planes y programas de carácter federal para 

prevenir y atender situaciones de emergencia, causadas por fenómenos hidrometeorológicos 

extremos” (Art. 9 párrafo XL). Así como “Proponer al Titular del Poder Ejecutivo la 

expedición de … Declaratorias de Reservas de Agua y de zonas de desastre” (Art. 9 párrafo 

XLII). Ademçás de “Realizar las declaratorias de clasificación de zonas de alto riesgo por 

inundación y elaborar los atlas de riesgo conducentes” (Art. 9 párrafo XLIII). “En situaciones 
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de emergencia, escasez extrema, o sobreexplotación, tomar las medidas necesarias, 

normalmente de carácter transitorio, las cuales cesarán en su aplicación cuando Conagua así lo 

determine, para garantizar el abastecimiento del uso doméstico y público urbano, a través de la 

expedición de acuerdos de carácter general; cuando estas acciones pudieran afectar los 

derechos de concesionarios y asignatarios de aguas nacionales, concertar con los interesados 

las medidas que correspondan” (Art. 9 párrafo L). Conagua “a través de los Organismos de 

Cuenca, consultará con los usuarios y con los organizadores de la sociedad, en el ámbito de los 

Consejos de Cuenca, y resolverá las posibles limitaciones temporales a los derechos de agua 

existentes para enfrentar situaciones de emergencia, escasez extrema, desequilibrio 

hidrológico, sobreexplotación, reserva, contaminación y riesgo o se comprometa la 

sustentabilidad de los ecosistemas vitales; bajo el mismo tenor, resolverá las limitaciones que 

se deriven de la existencia o declaración e instrumentación de zonas reglamentadas, zonas de 

reserva y zonas de veda. En estos casos tendrán prioridad el uso doméstico y el público 

urbano”. (Art. 13 BIS 4) 

Respecto a la Planificación y Programación Hídrica, comprende: “Programas 

especiales o de emergencia que instrumenten Conagua o los Organismos de Cuenca para la 

atención de problemas y situaciones especiales en que se encuentre en riesgo la seguridad de 

las personas o sus bienes” (Art. 15, numeral IV, LAN). En la descripción de los elementos que 

tomará en cuenta para responder la solicitud de concesiones y asignaciones (Art. 22, párrafo 

segundo, LAN) no aparecen los “Desastres naturales” tampoco en las causas de revocación 

(Art. 29 BIS 4, LAN). Mientras que los Organismos de Cuenca ejercerán la atribución de 

“participar en el sistema nacional de protección civil y apoyar en la aplicación de los planes y 

programas de carácter federal para prevenir y atender situaciones de emergencia causadas por 

fenómenos hidrometeorológicos extraordinarios” (Art. 12 BIS 6, párrafo XXV). 

A continuación se presenta un análisis de la percepción de traslape en las atribuciones 

de las acciones relacionadas con la adaptación al cambio climático por actores de la política 

ambiental en México en los tres niveles de gobierno. En términos generales, se puede observar 

que las diversas actividades son percibidas como responsabilidades compartidas por los tres 

niveles de gobierno. La Tabla siguiente muestra los resultados de la frecuencia con que cada 

actividad enlistada fue considerada que correspondía al ámbito federal, estatal o municipal. Se 
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solicitó a los participantes del Taller que señalaran el nivel de gobierno que tenía dentro de sus 

atribuciones la procuración o desarrollo de cada actividad. 

 

Tabla 15. Frecuencia de la percepción del nivel de gobierno con atribución sobre cada 

actividad de adaptación al cambio climático. 

Actividad Federal Estatal Municipal 

1. Derecho a medio ambiente sano 18 15 14 

2. Reducir vulnerabilidad de población cambio 

climático 

14 16 13 

3. Reducir vulnerabilidad de ecosistemas a 

cambio climático 

14 15 10 

4. Crear fortalecer capacidades locales de respuesta  7 12 16 

5. Atlas Estatal de Riesgo 5 18 8 

6. Fondo para el Cambio Climático 14 7 5 

7. Sistema de Información sobre el Cambio 

Climático 

15 11 10 

8. Resiliencia del sector social al cambio climático 9 14 12 

9. Resiliencia de la infraestructura estratégica  10 13 8 

10. Resiliencia de sistemas productivos al cc 12 13 7 

11. Mantener servicios ambientales de ecosistemas 11 15 14 

12. Protección de inundaciones (diques, represas, 

drenaje) 

11 15 10 

13. Retención natural de agua (restauración de 

planicies,…) 

12 13 12 

14.  Restricción de asentamientos en zonas de 

riesgo 

9 15 14 

15.  Mejora de esquemas de seguros contra 

inundación 

12 9 5 

16.  Refuerzo de protección de infraestructura 

costera 

15 6 5 

17.  Mejora de respuesta a desastres (reacción en 

situaciones extremas, sistemas de alerta) 

16 13 10 

18.  Mejora de preparación de la sociedad para 

proteger su salud en caso de eventos climatológicos 

extremos 

13 17 14 

19.  Monitoreo de indicadores meteorológicos, 

marítimos y costeros y estudios geológicos 

16 10 9 

20.  Planeación de uso de suelo considerando 

impactos del cambio climático 

9 14 15 

21.  Promoción de prácticas agrícolas sustentables 

(conservación de humedad, irrigación, …) 

9 17 12 

22.  Aumento de protección a zonas forestales y 

mejora de sistemas de alerta de incendios forestales 

14 10 6 
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Actividad Federal Estatal Municipal 

23.  Implementación de planes o proyectos para la 

conservación de la biodiversidad 

16 14 12 

24.  Mapeo y modelación de impacto del cambio 

climático 

15 15 9 

25.  Concientización de adaptación al cambio 

climático en comunidades locales 

5 13 18 

26.  Desarrollo de estrategias sectoriales de 

adaptación al cambio climático 

13 14 9 

27.  Elaboración de análisis costo-beneficio de 

implementar medidas de adaptación  

9 13 10 

28.  Transferencia tecnológica internacional 18 7 3 

29.  Ampliación y modernización de la red de 

estaciones meteorológicas 

12 13 4 

Fuente: Elaboración propia a partir de los resultados del “Cuestionario acerca de las acciones de adaptación al 

cambio climático en redes de gobernanza” 

 

En la Tabla siguiente se presentan las acciones de adaptación ordenadas de acuerdo a la 

intensidad del traslape, medido en términos de la cantidad de menciones como atribución de 

uno o varios niveles de gobierno. Esto es relevante al retomar los hallazgos de Goulder y 

Stavins (2010), quienes señalan el reto que impone el traslape de acciones para el logro de los 

objetivos organizaciones de adaptación. Las acciones con mayor percepción de 

responsabilidad en los tres niveles de gobierno son aquellas más generales, mientras que las 

acciones que se refieren a programas específicos tienen un menor nivel de percepción de 

traslape. La lección de este ejercicio recae en la importancia de la operacionalización y la 

especificidad para la apropiación de las responsabilidades por los funcionarios públicos. 

 

Tabla 16. Acciones de adaptación al cambio climático ordenadas de acuerdo su nivel de 

traslape. 

Actividad Federal Estatal Municipal Suma 

1.     Derecho a medio ambiente sano 18 15 14 47 

18.  Mejora de preparación de la sociedad para 

proteger su salud en caso de eventos climatológicos 

extremos 

13 17 14 44 

2.     Reducir vulnerabilidad de población cambio 

climático 
14 16 13 43 

23.  Implementación de planes o proyectos para la 

conservación de la biodiversidad 
16 14 12 42 

11.  Mantener servicios ambientales de ecosistemas 11 15 14 40 
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Actividad Federal Estatal Municipal Suma 

3.     Reducir vulnerabilidad de ecosistemas a cambio 

climático 
14 15 10 39 

17.  Mejora de respuesta a desastres (reacción en 

situaciones extremas, sistemas de alerta) 
16 13 10 39 

24.  Mapeo y modelación de impacto del cambio 

climático 
15 15 9 39 

14.  Restricción de asentamientos en zonas de riesgo 9 15 14 38 

20.  Planeación de uso de suelo considerando 

impactos del cambio climático 
9 14 15 38 

21.  Promoción de prácticas agrícolas sustentables 

(conservación de humedad, irrigación, …) 
9 17 12 38 

13.  Retención natural de agua (restauración de 

planicies, uso de  
12 13 12 37 

7.     Sistema de Información sobre el Cambio 

Climático 
15 11 10 36 

12.  Protección de inundaciones (diques, represas, 

drenaje) 
11 15 10 36 

25.  Concientización de adaptación al cambio 

climático en comunidades locales 
5 13 18 36 

26.  Desarrollo de estrategias sectoriales de adaptación 

al cambio climático 
13 14 9 36 

4.     Crear fortalecer capacidades locales de respuesta  7 12 16 35 

8.     Resiliencia del sector social al cambio climático 9 14 12 35 

19.  Monitoreo de indicadores meteorológicos, 

marítimos y costeros y estudios geológicos 
16 10 9 35 

10.  Resiliencia de sistemas productivos al cc 12 13 7 32 

27.  Elaboración de análisis costo-beneficio de 

implementar medidas de adaptación  
9 13 10 32 

5.     Atlas Estatal de Riesgo 5 18 8 31 

9.     Resiliencia de la infraestructura estratégica  10 13 8 31 

22.  Aumento de protección a zonas forestales y 

mejora de sistemas de alerta de incendios forestales 
14 10 6 30 

29.  Ampliación y modernización de la red de 

estaciones meteorológicas 
12 13 4 29 

28.  Transferencia tecnológica internacional 18 7 3 28 

6.     Fondo para el Cambio Climático 14 7 5 26 

15.  Mejora de esquemas de seguros contra inundación 12 9 5 26 

16.  Refuerzo de protección de infraestructura costera 15 6 5 26 

Fuente: Elaboración propia a partir de los resultados del “Cuestionario acerca de las acciones de adaptación al 

cambio climático en redes de gobernanza” 
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México se encuentra en condiciones de vulnerabilidad frente a las consecuencias del 

cambio climático para diversas poblaciones del país. Sin embargo, los resultados de este 

estudio muestran que existe una brecha entre la percepción de las necesidades por parte de la 

población objetivo y la formulación de la política pública. Las organizaciones deben 

prepararse para enfrentar nuevas demandas, adaptarse a distintos retos de seguridad e incluso 

responder a consecuencias no previstas. No obstante, el fortalecimiento de la capacidad 

adaptativa no se producirá por la simple existencia de ordenamientos gubernamentales, 

enfoque que remite a la implementación de arriba hacia abajo (top-down) (Winter, 2012), sino 

que estas instituciones formales tienen una mayor contribución al facilitar un entorno 

adecuado para la gobernanza. Esto, reconociendo los cuestionamientos a la relación causal 

entre los ordenamientos formales y los resultados en materia de adaptación al cambio 

climático (Mosse, 2004). Mientras que las ciudades y los gobiernos locales emergen como los 

centros de planeación de las decisiones de adaptación al cambio climático (Carmin et al., 

2012). Considerando que los sistemas colaborativos son favorecidos por el gobierno cuando 

los demás miembros no gubernamentales proveen recursos específicos (Porras, 2016) en este 

caso el conocimiento especializado. 

“Las fallas de los sistemas verticales, rígidos y centralizados para responder al cambio 

climático a través de las relaciones entre instituciones, capacidad adaptativa y sistema de 

resiliencia, pueden superarse a través de estructuras de gobernanza policéntricas, multinivel y 

participativas (Ostrom, 2001). Dichas estructuras permiten el aprendizaje, proveyendo bases 

para la memoria social, aumentando la diversidad y calidad del conocimiento disponible para 

la adaptación y facilitando un entorno para la colaboración y confianza en la solución de 

problemas” (Pahl-Wostl et al., 2007; Plummer y Armitage, 2007). 

El estudio de pesca costera realizado por Dietz et al. (2003) ofrece un análisis de las 

desventajas de la verticalidad en la toma de decisiones. Ellos encuentran que la degradación de 

la pesca es similar cuando es de libre acceso o si es dirigida por regímenes nacionales top-

down, esto es, cuando las autoridades locales y los usuarios tienen poca autonomía (Dietz et 

al., 2003: 1907). Una lección que puede aprenderse de la literatura, es que las instituciones 

flexibles que permiten a los tomadores de decisiones revisar y reformular la política cuando 

surge nueva información tienden a ser más efectivas en un contexto de incertidumbre 

(Tompkins y Adger, 2005). El testimonio de las autoridades del gobierno de Aguascalientes 
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abona en sentido contrario, ya que para ellos existe una mayor rigidez en cuanto a la toma 

decisiones al tener que reportar y esperar una respuesta por parte de las oficinas centrales de la 

SHCP. 

Las condiciones socioeconómicas locales de los casos en Aguascalientes y Sonora 

contribuyen a las diferencias de adaptación entre ellas. De acuerdo al estudio de micro 

regiones de INEGI, Los Pargas, Aguascalientes tiene niveles de rezago social mucho mayores 

que San Pedro, Sonora.  

 

Tabla 17. Indicadores de rezago social en la comunidad de Los Pargas, Aguascalientes. 

Los Pargas, Aguascalientes 2005 2010 

Indicadores Valor % Valor % 

Viviendas particulares habitadas 11  21  

Carencia de calidad y espacios de la vivienda     

     Viviendas con piso de tierra 1 9.09 1 4.76 

Carencia de acceso a los servicios básicos en las viviendas 

particulares habitadas 

    

     Viviendas sin drenaje 3 27.27 16 76.19 

     Viviendas sin luz eléctrica   1 4.76 

     Viviendas sin agua entubada 5 45.45 7 33.33 

      Viviendas sin sanitario 3 27.27 2 9.52 
 Fuente:  INEGI. II Conteo de Población y Vivienda 2005 y del Censo de Población y Vivienda 2010: Principales 

Resultados por Localidad. 

 

Tabla 18. Indicadores de rezago social en la comunidad de San Pedro, Sonora. 

San Pedro, Sonora 

Indicadores Valor 

Población 2,938 

Grado de marginación de la localidad Bajo 

ZAP rural No 

Cobertura PDZP No 

Estatus Activa 

Ámbito Urbano 
 Fuente: INEGI. Censo de Población y Vivienda 2010: Principales Resultados por Localidad. 

 

Adicionalmente, el nivel de capital social difiere entre comunidades, por ejemplo: en 

San Pedro Sonora se hace continua referencia a las familias y al arraigo en el lugar durante los 

talleres y sesiones participativas llevadas a cabo. Mientras que en el Ejido de Los Pargas en 
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Aguascalientes en vez de tales declaraciones se hizo referencia a otros lugares de origen y a la 

posibilidad de migración de las familias que conforman la comunidad. 

En Aguascalientes, se hizo explícito el reto de comunicación entre organizaciones. En 

particular se trató la situación existente frente a la restricción de asentamientos en zonas de 

riesgo, una de las personas entrevistadas declaró: “únicamente piden opinión, sin embargo, 

quien otorga los permisos y restricciones es la Secretaría de Desarrollo Urbano Estatal”. Wise 

et al (2014) y Williams et al (2015) encontraron que en los programas nacionales de 

adaptación muchos de los procesos identificados se abocan a asuntos muy particulares; 

además de que frecuentemente se excluye a los grupos más vulnerables de los procesos 

participativos.  

Los casos de estudio de la presente investigación muestran que la población 

investigada tiene una triple vulnerabilidad: 1. Socioeconómica; 2. A los efectos del cambio 

climático; y 3. A ser excluida del proceso de gobernanza de los recursos escasos. Por otro 

lado, el énfasis en las cuestiones reglamentarias de la legislación local ayuda a comprender la 

debilidad de los otros principios del IAD, que proponen instrumentos alternativos a la creación 

de normas formales, aun con la participación de los involucrados. 

 

Conclusiones 

La política de adaptación al cambio climático presenta características que la convierten 

en un caso perfecto para el uso del análisis institucional como perspectiva analítica. Por un 

parte esta política se basa en una serie de ordenamientos con un profundo entramado de reglas 

multinivel, que ofrecen los elementos para estudiar la importancia de las instituciones 

formales e informales. Por otra parte, sus características coinciden con la definición de los 

bienes comunes, empatando con los supuestos del enfoque institucional. Y de manera 

adicional, el marco del análisis institucional y desarrollo (IAD) brinda las hipótesis de 

referencia en el estudio de los casos.  

Para lograr este estudio comparativo se utilizó una perspectiva cualitativa a partir de la 

construcción de un cuerpo de análisis con fuentes de información primarias obtenidas en 

entrevistas, talleres participativos y sesiones de grupo en las comunidades afectadas y con 

expertos, recogiendo la perspectiva de alrededor de setenta informantes. Utilizando una 

comparación estructurada por pares, realizada sobre tres casos similares en las variables de 
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escasez de agua y niveles de eficiencia gubernamental, pero que presentan resultados disímiles 

en la gobernanza adaptativa al cambio climático. En esta investigación se utilizó un método de 

análisis de texto con una doble codificación (inter-coder reliability) que dio validez interna a 

los resultados. 

Los resultados iniciales del análisis exploratorio de los casos sugirieron que las 

condiciones locales de escasez de agua requerían de un sistema particular de gobernanza que 

permita a la población adaptarse a las condiciones adversas. Tomando como base los ocho 

principios de las instituciones robustas se identificó la presencia o ausencia de tales elementos 

en los reglamentos y en las instituciones informales, así como la direccionalidad de dichas 

características. Ante la cantidad de información obtenida del trabajo de campo y con el 

objetivo de identificar los resultados validados a través de la doble codificación, se utilizaron 

las herramientas del programa Atlas.ti para la sistematización de los datos. 

El trabajo de campo realizado en las comunidades de San Pedro, Sonora y Los Pargas, 

Aguascalientes arrojaron la caracterización de dos sistemas sociales con vocaciones 

productivas dependientes de la explotación de los recursos hídricos. Por una parte, San Pedro 

estaba abocado a la ganadería y la agricultura, sin embargo, poco a poco con el agotamiento de 

la disponibilidad de agua fueron abandonando tales actividades. Por su parte, Los Pargas 

tenían una tradición ladrillera y de siembra para el autoconsumo que han ido cediendo ante la 

transformación de las normas de producción de ladrillos y la disminución de las reservas 

acuíferas. En estos casos el rol tanto de las autoridades de distintos niveles de gobierno como 

la interacción con los agentes sociales en el marco de condiciones estructurales específicas, 

dieron como resultados dos escenarios de adaptación muy distintos. En el caso de Los Pargas, 

la transformación productiva no ha sido exitosa, las propuestas gubernamentales –tales como 

la cría de conejos- han tenido pocos frutos y los pobladores han buscado trabajos en el área de 

servicios de limpieza principalmente. Mientras que en el caso de San Pedro, las instituciones 

se ajustaron ante un proceso iterativo de toma de decisiones que ha buscado el impulso de un 

corredor gastronómico, acompañado de infraestructura carretera y de servicios para la venta de 

comida, así como nuevas regulaciones para la cría de caballos. 
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Para comprender las características y dinámicas organizacionales que presenta la 

política de adaptación al cambio climático en un entorno de escasez de agua en 

Aguascalientes, cuyos resultados para el caso de estudio son poco satisfactorios, se utiliza un 

enfoque comparado con la administración de Guanajuato. En Aguascalientes fue manifiesta 

una falta comunicación entre dependencias y actores clave, incluso se expresó una reticencia a 

colaborar, el resultado de tal dinámica es que la toma de decisiones públicas no considera 

insumos de otras organizaciones. Adicionalmente a tales características inter-organizacionales, 

a nivel intra-organizacional se expresó una carencia de información entre niveles 

administrativos, así como la necesidad incumplida de operacionalizar ideas y convertirlas en 

acciones concretas. En ambos estados existe la preocupación de la falta de continuidad en 

proyectos ante los cambios de gobierno. Sin embargo, una de las principales diferencias tiene 

que ver con la participación de los involucrados en las regulaciones, mientras que en 

Aguascalientes la evidencia del caso de estudio muestra que no se perciben como parte del 

sistema de gobernanza y los funcionarios del nivel local estatal y municipal no manifestaron la 

existencia de procesos establecidos para ello. En Guanajuato, se mostraron situaciones de 

regulación congruente con las necesidades y condiciones locales con mecanismos de 

participación de las partes. 

En términos generales, esta investigación comprobó la importancia de la formulación 

de normas con un enfoque adaptativo para los escenarios con escasez de agua, en donde los 

sistemas de gobernanza más inclusivos presentan resultados positivos para la población que 

los compone. Dentro de las lecciones de políticas públicas resaltan los diseños que atienden 

las necesidades locales y que a través de procesos iterativos crean en conjunto instrumentos de 

soporte a la auto-organización. Finalmente, las perspectivas de agravamiento de los efectos del 

cambio climático en los procesos productivos primarios, hacen urgente el desarrollo y 

adopción de prácticas exitosas en contextos similares. Situación a la cual contribuye esta 

investigación.  

Los casos de estudio de la presente investigación muestran que, independientemente 

del nivel de capacidad técnica en la administración pública, la población investigada tiene una 

triple vulnerabilidad: 1. Socioeconómica; 2. A los efectos del cambio climático; y 3. A ser 

excluida del proceso de gobernanza de los recursos escasos. Por otro lado, el énfasis en las 

cuestiones reglamentarias de la legislación local ayuda a comprender la debilidad de los otros 
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principios del IAD, que proponen instrumentos alternativos a la creación de normas formales, 

aun con la participación de los involucrados. Tales condiciones agravan y se configuran como 

precondiciones que impiden el logro de adaptación al cambio climático a nivel local. 
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Capítulo 3. “Análisis de la integración de la política de adaptación al cambio climático en 

México”. 

 

Resumen 

De manera creciente, los gobiernos han optado por la integración de políticas para 

responder a los complejos retos públicos presentes en sus sociedades. Sin embargo, aún hay 

una carencia de estudios que expliquen los factores asociados a experiencias exitosas o a su 

fracaso. El análisis que se presenta en este capítulo contribuye a la sistematización de 

resultados de las políticas integradas, a través del estudio de la política de adaptación al 

cambio climático en México. En esta investigación se plantea la necesidad de un desarrollo 

teórico que brinde soporte, a través de evidencia, a las ideas acerca del alcance de un diseño de 

integración de políticas. 

 

Introducción 

En este capítulo se estudia cuáles podrían ser los alcances de una política de 

integración de la política de adaptación al cambio climático en México (European 

Environmental Agency, 2015; Donadelli, 2017) para mejorar el proceso de toma de decisiones 

y contribuir con el cumplimiento de los objetivos de adaptación al cambio climático. Para ello, 

se analiza el marco institucional y encuentro que, a pesar de que la estrategia actual de la 

política de adaptación al cambio climático en México cuenta con ciertos atributos del diseño 

de una política integrada, falta un elemento clave: la falta de capacidad 9  de un órgano 

multisectorial (Cejudo y Michel 2017; Howlett et al. 2017: 75). Adicionalmente, la naturaleza 

del problema público debilita el potencial de la integración de la política de adaptación al 

cambio climático como una estrategia para cumplir con sus objetivos.  

Con base en la literatura sobre integración, coordinación y coherencia de políticas, se 

extiende la contribución de Cejudo y Michel (2017) a un área de política en la cual no se ha 

aplicado a cabalidad dicho marco teórico. El análisis aporta a la identificación de factores que 

contribuyen al logro de los objetivos de políticas integradas. El presente estudio muestra que 

aun con una estrategia de integración de la política climática en México, las perspectivas 

individuales disímiles y la divergencia de intereses de las dependencias involucradas respecto 

                                                        
9 En términos de contar con autoridad e información (Cejudo y Michel 2017: 750) 
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al problema complejo de adaptación al cambio climático, provocan que algunos objetivos no 

se cumplan. En el aspecto teórico, se discute que las recomendaciones sobre integración de 

políticas deberían considerar que algunas decisiones que han funcionado son endógenas. Es 

decir, el conjunto de intereses de los actores involucrados permitió un arreglo organizacional 

que parece exitoso, pero que no puede implementarse exógenamente en situaciones donde los 

intereses no están alineados. 

Este estudio utiliza como fuentes de información una base de datos original construida 

a partir de las visiones de funcionarios públicos, expertos y comunidades que enfrentan 

escasez de agua, así como una serie de documentos de trabajo de la Comisión Intersecretarial 

de Cambio Climático (CICC) de 2013 a 2016. El propósito de la presente investigación es 

contribuir a la caracterización de las condiciones que permiten el logro de los objetivos 

respecto a problemas públicos complejos, en los cuales la propuesta gubernamental es la 

integración de políticas en términos de la toma estratégica de decisiones guiada por un órgano 

multisectorial. 

 

Contexto del cambio climático  

México presenta una alta vulnerabilidad a los efectos del cambio climático (OECD 

2017) y de no emprender acciones para adaptarse a sus efectos podría perder alrededor del 6% 

del PIB, además de contraer la economía entre un 3.5% y un 4% (Banco Mundial 2013). 

Entendiendo dicha vulnerabilidad como el grado en el que los sistemas geofísicos, biológicos 

y socioeconómicos pueden ser afectados adversamente por el cambio climático, incluyendo si 

son capaces de afrontar los impactos negativos de éste tales como la variabilidad climática y 

los eventos extremos (Adger et al. 2007). De acuerdo con tal definición, la vulnerabilidad no 

sólo depende de las condiciones climáticas adversas, sino también de la capacidad de la 

sociedad de anticiparse, enfrentar, resistir y recuperarse de un determinado impacto. De esta 

manera, la vulnerabilidad de una sociedad está determinada por su exposición a los eventos 

climáticos, por su capacidad de respuesta y por sus capacidades institucionales y sociales. En 

dichas capacidades el rol de las políticas públicas es fundamental, al constituirse uno de los 

medios que pueden contribuir a su desarrollo y tener un impacto directo en la disminución de 

la vulnerabilidad de los distintos sistemas. Esta investigación se concentra en los sistemas 

socioeconómicos. 
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Las características geográficas de México hacen a la sociedad vulnerable a los efectos 

del cambio climático, tales como modificaciones en la temperatura ambiental y la exposición a 

eventos meteorológicos extremos (huracanes, ciclones, inundaciones y sequías). El INECC 

(2014) realizó un estudio para identificar a los municipios con alta vulnerabilidad al cambio 

climático teniendo como resultado un total de 319 municipios con posibles consecuencias tales 

como sequía, inundaciones y derrumbes (INDC, UNFCCC 2015, Anexo 1: 6). 

Por otro lado, en los últimos cincuenta años México ha experimentado cambios en la 

temperatura ambiental promedio (aumento de .85 grados centígrados) así como en los niveles 

promedio de precipitación. Los escenarios futuros presentados en el reporte al UNFCCC 

muestran proyecciones de un incremento de hasta 2 grados centígrados en el norte del país a 

corto plazo (2015-2039). En cuanto a los niveles anuales de precipitación se presenta una 

proyección en un rango de reducción entre el 10% y el 20% a nivel nacional, de acuerdo a los 

escenarios climatológicos presentados por el Instituto Nacional de Ecología y Cambio 

Climático (INECC) (UNIATMOS-INECC, 2014). El impacto en pérdidas económicas de los 

eventos hidrometeorológicos ha resultado en 730 millones de pesos en el periodo 1980-1999 y 

21,950 millones de pesos en el periodo 2000-2012. (INDC, UNFCCC 2015, Anexo 1). 

Ante la vulnerabilidad descrita anteriormente el PECC establece que “se hace 

imperativo fortalecer la gestión del riesgo” identificando en primer lugar la necesidad de 

invertir la relación actual entre prevención y respuesta a desastres (cuando el presupuesto de 

prevención representa menos del 3% respecto al gasto en respuesta de acuerdo al reporte 

elaborado por la OCDE en 2013). Durante la última década el gasto acumulado en respuesta 

alcanza 69,628 millones de pesos en respuesta contra 1,874 millones destinados a prevención 

durante el mismo periodo.  

Una de las nueve acciones que compromete México para la adaptación al cambio 

climático para el sector social en el marco de la INDC en el periodo 2020-2030 es “…vi. 

invertir la proporción del financiamiento actual en atención a desastres hidrometeorológicos 

incrementando la inversión en prevención de desastres” (INDC, UNFCCC 2015, Anexo 1 pág 

7), así como fortalecer las capacidades institucionales y de la población, además de fortalecer 

el diseño, priorización e implementación coordinada de acciones orientadas a reducir la 

vulnerabilidad de los sistemas sociales y ecológicos, reconociendo que la prevención tiene un 

costo menor que la atención a desastres (PECC, 2014 sección I.2). 
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El Sistema Nacional de Cambio Climático 

La OCDE (2013) recomendó a México el fortalecimiento de la integración de la 

política ambiental a través de la evaluación ambiental estratégica de programas sectoriales y 

planes de desarrollo estatales y municipales, incorporando criterios ambientales en las 

evaluaciones del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 

(CONEVAL); invitando a funcionarios de otras dependencias a proponer insumos para la 

formulación de los programas federales; así como impulsando la integración de políticas en 

los planes estatales de desarrollo. 

Desde la perspectiva de las políticas públicas, las acciones de adaptación al cambio 

climático son un tema que requiere del esfuerzo organizacional conjunto de distintas 

entidades. Una transversalidad en tres dimensiones: horizontal (entre Secretarías), vertical 

(entre niveles de gobierno) y temporal (acciones que incluyan el corto y muy largo plazo). En 

México se ha impulsado una estrategia que incluye a varias dependencias a través de figuras 

tales como la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático (formada por el Presidente de la 

República y los titulares de las catorce Secretarías de Estado) instrumentadas a través de una 

serie de ordenamientos, principalmente la Ley General de Cambio Climático (LGCC), la 

Estrategia Nacional de Cambio Climático (ENCC) y el Programa Especial de Cambio 

Climático (PECC). En cuanto a adaptación al cambio climático el PECC 2014-2018 contiene 

77 líneas de acción abocadas a ella, así como líneas de acción 41 que abonan a la construcción 

de una política de Estado en la materia (PECC 2014: 14). Otro de los objetivos del PECC es 

consolidar al Sistema Nacional de Cambio Climático (SNCC) conformado por gobiernos 

estatales, municipales, el poder legislativo, sociedad civil y la CICC, además del Consejo de 

Cambio Climático, el cual está integrado por científicos reconocidos en la materia quienes 

reconocen la necesidad de políticas transversales para asegurar la efectividad de las políticas 

públicas vinculadas al cambio climático y el INECC (PECC 2014: 12). 

La Ley General de Cambio Climático publicada originalmente en 2012 fue modificada 

en junio de 2016. En ella se contempla como primer objeto diversos temas relacionados con la 

adaptación al cambio climático tal como “regular las acciones para la mitigación y adaptación 

al cambio climático” (Artículo 2 numeral III LGCC 2016); “reducir la vulnerabilidad de la 

población y los ecosistemas del país frente a los efectos adversos del cambio climático, así 

como crear y fortalecer las capacidades nacionales de respuesta al fenómeno”, considerando 
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que la respuesta es una de las formas de adaptación (Artículo 2 numeral IV LGCC 2016); 

“fomentar la educación, investigación, desarrollo y transferencia de tecnología e innovación y 

difusión en materia de adaptación y mitigación al cambio climático” (Artículo 2 numeral V 

LGCC 2016). En donde la adaptación se define como “las medidas y ajustes en sistemas 

humanos o naturales, como respuesta a estímulos climáticos, proyectados o reales, o sus 

efectos, que pueden moderar el daño, o aprovechar sus aspectos beneficiosos” (Artículo 3 

LGCC 2016). 

Una de las cuatro secciones que conforman el PECC 2009 se refiere a medidas de 

adaptación a los efectos del cambio climático en los sistemas humanos, naturales, en 

actividades productivas y en infraestructura, cuyas metas se dividían en sistemas y 

subsistemas. Otra de las secciones se refiere a la política transversal que buscaba la 

integración. El PECC 2009-2012 considera la responsabilidad de treinta dependencias 

federales. 

Dentro de los instrumentos de política considerados se incluyen: el Atlas Nacional de 

Riesgo, el Atlas Nacional de Vulnerabilidad, el Inventario Nacional de Emisiones, el Registro 

Nacional de Emisiones, las Normas Oficiales Mexicanas, el Sistema de Información sobre el 

Cambio Climático y los instrumentos financieros como el impuesto al carbono, el sistema 

voluntario de comercio de emisiones y el Fondo para el Cambio Climático (PECC 2009-

2012). 

La Semarnat es responsable del programa presupuestario (con clave U022) “Programa 

de Mitigación y Adaptación del Cambio Climático” sin embargo la ASF (2013) encuentra que 

no son congruentes sus objetivos ni la problemática identificada tanto en su árbol de 

problemas, como en su estructura analítica, tampoco registran metas en el ejercicio de dicho 

programa. Adicionalmente, desde 2013 se incluyó el anexo transversal de cambio climático en 

el Presupuesto de Egresos de la Federación.  

 

Revisión de literatura de integración de políticas 

Frente a esta perspectiva de vulnerabilidad al cambio climático, en México se ha 

reconocido la complejidad del problema instrumentando las iniciativas mencionadas 

anteriormente para enfrentar los retos que presenta. La integración de políticas públicas es el 

proceso de toma de decisiones estratégicas y administrativas con el objetivo de resolver 
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problemas complejos, los cuales exceden los objetivos de cualquier dependencia, en ellas 

permea la lógica referente a la complejidad de dicho problema durante todo el proceso de 

políticas (Cejudo y Michel 2017: 745). 

La integración de políticas se ha reconocido como un tema capital en el tratamiento de 

asuntos cuya complejidad supera las atribuciones y ámbitos de acción de las organizaciones 

gubernamentales individuales (Cejudo y Michel 2017; Christensen y Laegreid 2008; Gregory 

2003; Young 2002). Existe un par de debates teóricos respecto a la integración de políticas, 

por un parte aquel en el que las propuestas de la Nueva Gestión Pública (NGP) y de la 

integración de políticas parecieran contradecirse y por otra parte respecto a la perspectiva de la 

integración implementada a través de un organismo multisectorial o bien en el sentido de 

implantar un mismo tema en diversas agencias (mainstreaming).  

Respecto al primer debate, encontramos que la NGP promovió valores tales como la 

especialización y la desagregación de pesadas agencias gubernamentales (Hood y Dixon 2015; 

Pollit 1995) afectando el desarrollo de perspectivas horizontales (Cejudo y Michel 2017; 747; 

Eakin et al. 2011; Howlett et al. 2017: 69) tales como las políticas multisectoriales para 

distintos niveles de gobierno. Sin embargo, existe una carencia en la sistematización del 

análisis de los resultados que realmente han logrado estas estrategias de integración de 

políticas (Candel 2017, Cejudo y Michel 2017, Howlett et al. 2017).  

En el segundo debate teórico se inscribe la definición de integración de políticas de la 

Unión Europea. En este sentido, la perspectiva europea propone como criterio de integración 

de políticas “incluir consideraciones ambientales en otras políticas con el objetivo de alcanzar 

un desarrollo sostenible” (Agencia Ambiental Europea 2016). Al abordar de tal forma un 

problema público interconectado con distintos sectores, el cual excede las atribuciones 

individuales de las organizaciones, se reproduce la segmentación artificial de la problemática. 

Es así que se aleja de impulsar la construcción de una visión integral de las explicaciones 

causales y cursos de acción. Las implicaciones de tal visión incluyen la dispersión de las 

responsabilidades entre la multitud de niveles de gobierno y de agencias involucradas 

(Christensen y Laegreid 2007; Hill y Hupe 2014: 130).  

En el sector ambiental esta literatura ha estado presente desde finales de la década de 

1990 (Hey, 2002:127) con un impulso tras la inclusión del concepto en los Tratados de la 
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Unión Europea (Art. 6 EC Treaty 1997) en donde se establece que “los requerimientos de 

protección ambiental deben integrarse en la definición e implementación de las políticas de la 

Comunidad [Europea]”. Es así que dentro de los estudios de integración de políticas existe una 

rama de análisis de integración de políticas del cambio climático (climate policy integration en 

Runhaar et al 2014; Ahmad 2009; Jordan y Lenschow 2010; Adelle y Russel 2013) aunque la 

visión de estos estudios coincide con el concepto de integración de política ambiental (EPI por 

sus siglas en inglés) de la Agencia Europea, quienes observan una mayor utilidad en la 

transversalización (mainstreaming) del tema y su inclusión en sectores que tradicionalmente 

no atienden la perspectiva ambiental o climática (Adelle y Russel 2013; Uittenbroek et al. 

2013) en contraste con la propuesta de una arquitectura supra organizacional e institucional 

(Cejudo y Michel 2017) que es la que se utiliza en la presente investigación. Kalame et al 

(2011) señalan la importancia de la participación de múltiples secretarías federales en el éxito 

de las acciones nacionales de adaptación, es decir de la integración horizontal. 

En esta investigación se retoma el marco de análisis para la integración de políticas de 

Cejudo y Michel (2017) en donde se conceptualiza la integración en el sentido que se 

implementa en la política de adaptación al cambio climático. Otra de las razones es que se 

trata de una aplicación al caso mexicano y es importante mantener constante en el análisis las 

condiciones organizacionales e institucionales. Además de presentar los aspectos teóricos y 

conceptuales que la diferencian de la coherencia y la coordinación. Adicionalmente se 

identifican las debilidades para la toma de decisiones de los enfoques que coinciden con la 

visión de la Agencia Ambiental Europea. La perspectiva de adaptación en la que se inscribe la 

presente propuesta coincide con el enfoque reformista que reconoce la vulnerabilidad como 

resultado tanto de factores sociales como ambientales (Bassett y Fogelman 2013). A diferencia 

de la adaptación transformativa que identifica sólo causas sociales y la adaptación de ajuste la 

cual reconoce principalmente a las condiciones climáticas como fuente de vulnerabilidad 

(Bassett y Fogelman 2013). 

A continuación, se presentan los atributos de las organizaciones y del proceso de toma 

de decisiones que caracterizan una política integrada. Existe un órgano de toma de decisiones 

encargado del problema público con capacidad (en términos de contar con autoridad e 

información) para decidir acerca de los instrumentos necesarios para responder al problema 

público. Esto en tres niveles: en el primero, el órgano tiene una capacidad limitada para 
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modificar aspectos operacionales y de diseño de los instrumentos; en el segundo tiene la 

capacidad de redefinir el diseño, modificar la operación y reubicar las responsabilidades y los 

recursos con los que ya cuentan las organizaciones. En el tercero puede usar y modificar los 

programas, así como crear agencias nuevas o eliminar las ya existentes (Cejudo y Michel 

2017; Howlett et al 2017). Estos elementos parecieran coincidir con una lógica top-down de 

implementación (Winter 2012) y se refieren al logro de objetivos intermedios desde una 

perspectiva programática de evaluación (Candel 2017), así como una visión organizacional de 

la identificación de la política (Lundqvist 1996: 16). 

Por otra parte, Howlett et al (2017) identifican que el éxito de las políticas que atienden 

problemas multifactoriales y complejos depende del nivel de integración de las dimensiones 

horizontal y vertical involucradas. En su estudio proponen una tipología de mezclas de 

políticas que resaltan los problemas de diseño asociados con arreglos más complejos. 

Actualmente el órgano de la Unión Europea encargado de los temas ambientales establece que 

integración de políticas ambientales (EPI) significa “incluir consideraciones ambientales en 

otras políticas, con el objetivo de alcanzar un desarrollo sostenible” (Agencia Ambiental 

Europea 2016; Runhaar et al. 2014). Es decir, de manera similar al enfoque de Howlett et al. 

(2017) consideran integradas al conjunto de políticas ya existentes que de alguna forma están 

relacionadas con un problema público, dichas políticas pueden pertenecer a diversas 

dependencias gubernamentales. Esto es una identificación funcionalista de la política 

(Lundqvist 1996: 16) y no organizacional. 

Se han documentado diversos ejemplos de integración de políticas públicas10 que tratan 

temas relacionados con el medio ambiente tales como el establecimiento de la Estrategia 

Nacional para la gestión de la zona costera de Portugal (Alves 2018); el estudio de Transporte 

Integrado del Reino Unido (Begg y Gray 2004); la comparación entre las Estrategias 

Nacionales de Mitigación, Estrategias Nacionales de Desarrollo Sostenible y Estrategias 

Nacionales de Adaptación en la Unión Europea (Casado-Asensio y Steurer 2014); la relación 

presente entre los acuerdos medioambientales y la política empresarial de la Unión Europea 

(Hertin y Berkhout 2010); los Objetivos de Calidad Ambiental Nacional de Suecia (NEQOs) 

(Nilsson y Persson 2003); la política de reducción de emisiones de dióxido de carbono en 

                                                        
10 Estos estudios pertenecen a la Escuela de pensamiento que define EPI como el proceso de aprendizaje en 

políticas públicas en el cual se replantean las estrategias sectoriales y los procesos de toma de decisiones hacia un 

desarrollo sostenible (Nilsson y Eckerberg 2007: 51) 
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Inglaterra (Hull 2008); las políticas de cambio climático y biodiversidad en Brasil (Donadelli 

2017); la política de Océanos de Australia (Vince 2015). Estos estudios se han concentrado 

principalmente en Europa debido al impulso de los ordenamientos a partir del Acuerdo de 

Cardiff, con una carencia notable de literatura para México. 

El estudio de los logros de una política integrada se puede observar en dos niveles: el 

primero se refiere a resultados intermedios que están dados en términos de modificaciones a 

instituciones formales e informales, políticas y liderazgos. Y el segundo nivel se refiere al 

impacto de estas modificaciones en los sistemas sociales [y naturales] (Candel 2017: 520). 

Asimismo es pertinente notar la existencia de dos ontologías al estudiar el impacto de una 

política (Bovens y ‘t Hart 2016; Candel 2017): Por una parte la visión programática bajo la 

cual es posible identificar de manera objetiva el éxito o fracaso con el que la política pública 

ha alcanzado el propósito definido; mientras que la perspectiva política considera que el éxito 

de una política pública se construye socialmente y no hay una evaluación objetiva única, ya 

que la percepción de ésta está sujeta a los intereses e ideas de los distintos actores 

involucrados o afectados por ella (Candel 2017: 521-522; Howlett y Del Río 2015). En el 

siguiente cuadro se presenta esta tipología propuesta por Jeroen Candel (2017: 522) 

 

Tabla 19. Niveles y tipos de evaluación acerca de la integración de políticas 

 Resultados intermedios Resultados finales 

Perspectiva 

programática 

Análisis de los cambios 

intencionales y no intencionales de 

las instituciones y políticas 

públicas, basado en evidencia 

objetiva. 

Análisis de los cambios 

intencionales y no intencionales en 

el problema público, basado en 

evidencia objetiva. 

Perspectiva 

política 

Análisis de las prácticas discursivas 

a través de las cuales se evalúan los 

cambios en las instituciones y 

políticas públicas, basado en 

significados y narrativas. 

Análisis de las prácticas discursivas 

a través de las cuales se evalúa el 

problema público, basado en 

significados y narrativas 

Fuente: “Perspectivas en la Evaluación de Resultados de Políticas Públicas” (Candel 2017: 522) 

 

En esta investigación se retoma el marco analítico propuesto por Cejudo y Michel 

(2017) para estudiar el grado de integración de la política de adaptación al cambio climático 

debido al poder analítico que presentan sus definiciones. Además de ofrecer un instrumento 
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para identificar los componentes de coordinación y coherencia en las políticas públicas, que en 

otros trabajos similares es utilizado con menor claridad. 

 

La política de adaptación al cambio climático en México. 

La mitigación y adaptación al cambio climático requieren la participación de distintos 

actores gubernamentales resultando en la concurrencia de facultades de la federación, las 

entidades federativas y los municipios en la elaboración y aplicación de políticas públicas 

relacionadas (LGCC 2016 Artículo 2 numeral I). Lo que ha llevado a la creación de una 

multitud de programas y la interacción de las distintas organizaciones de gobierno. En México 

se han llevado a cabo una serie de esfuerzos para vincular las distintas estrategias 

desarrolladas por las dependencias nacionales y las actividades de organismos subnacionales, 

así como un esfuerzo por integrar las acciones para responder a los compromisos derivados de 

la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático (UNFCCC por sus 

siglas en inglés) desde 2007. El proceso legislativo que lleva a la aprobación de la Ley 

General de Cambio Climático actual empezó en 2007 con las modificaciones a la Ley General 

de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y la posterior propuesta de creación del 

Instituto Mexicano de Cambio Climático en 2010. Estas actividades han requerido un esfuerzo 

de coordinación importante que ha tenido distintos resultados y características. A 

continuación, se presenta un análisis de la coordinación, coherencia e integración de la política 

de adaptación al cambio climático. 

 

Coordinación de la política de adaptación al cambio climático en México 

El foco de análisis en la coordinación de la política se dirige a las organizaciones 

involucradas y a la forma en que éstas se relacionan, tanto para compartir información como 

en la existencia de reglas y responsabilidades definidas claramente. Dichas características 

pueden clasificarse analíticamente en tres niveles dependiendo de la importancia que tiene la 

información compartida en la toma de decisiones individuales de cada organización (Cejudo y 

Michel 2017). En este sentido enseguida se presentan los resultados del análisis enfocado en la 

Comisión Intersecretarial de Cambio Climático (CICC). Dicha Comisión ha sesionado de 

manera ininterrumpida desde 2013 al contar con mayoría simple de las catorce Secretarías que 

la conforman. A diferencia del SINACC el cual es lo suficientemente amplio para dificultar la 
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toma conjunta de decisiones y de acuerdo al INECC (2017) “El SINACC no ha participado en 

la elaboración, implementación y seguimiento del PECC, a pesar de que tiene por objeto 

coordinar, concertar y tomar decisiones para la realización de acciones transversales en 

materia de mitigación, adaptación, reducción de la vulnerabilidad de la población y 

fortalecimiento de los andamiajes institucional y normativo de la PNCC” (INECC, 2017). 

 En cuanto a las actividades que se desprenden de la Comisión (CICC), es manifiesta la 

necesidad de interacción e intercambio de información entre sus organismos miembros para 

dos actividades establecidas en la LGCC: en primer lugar, la Evaluación de la Política 

Nacional de Cambio Climático, llevada a cabo por el Instituto Nacional de Ecología y Cambio 

Climático (INECC); 11 . en segundo lugar, para la actualización de metas y otros datos 

vinculados del PECC cada dos años. Existe además un instrumento que sirve de repositorio 

para toda la información generada por las dependencias gubernamentales en la materia: el 

Sistema de Información de Cambio Climático a cargo de INEGI. Sin embargo, dicho Sistema 

no vincula las necesidades de información de las dependencias con la oferta disponible y 

actualmente los datos del portal no están actualizados, por ejemplo las declaratorias de 

emergencia en enero 2017 están disponibles hasta 2014.  

En cuanto a la existencia de responsabilidades claramente establecidas, a pesar de las 

definiciones planteadas en la LGCC existen ámbitos de acción en los que la toma de 

decisiones a nivel local presenta concurrencia de atribuciones, o al menos así es percibido por 

distintos funcionarios (Taller en RedSocioEcos). Al interior de la CICC existen siete grupos de 

trabajo (GT) que atienden los distintos temas que buscan identificar y resolver dichos traslapes 

a través del trabajo conjunto. Estos son: 1. GT para el PECC; 2. GT de políticas de 

Adaptación; 3. GT sobre reducción de emisiones por deforestación y degradación; 4. GT de 

Mitigación; 5. GT de negociaciones internacionales en materia de CC; 6. Comité Mexicano 

para Proyectos de Reducción de Emisiones y de Emisiones de Gases de Efecto Invernadero; 7. 

GT de Vinculación con la Sociedad Civil. 

El primer nivel de coordinación, en donde se da un intercambio regular de información 

entre organizaciones para alcanzar sus propias metas de forma más eficiente, presenta avance 

en áreas tales como las requeridas para la realización del PECC y la Evaluación del mismo 

                                                        
11 La titular del INECC, Dra. Amparo Martínez, solicita la participación de todas las dependencias acerca del 

material que se les enviará para la dicha evaluación (Minuta CICC SO 10_15). 
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instrumento, así como en algunos casos de caracterización geográfica de vulnerabilidad 

asociada al cambio climático y en las relaciones entre organismos estatales y municipales. Sin 

embargo, dichos temas tienen áreas de oportunidad que se describen a continuación. 

Un instrumento que requiere del intercambio regular de información entre 

organizaciones y serviría para alcanzar las metas de cada organismo de forma más eficiente 

son los Atlas de Riesgo. Sin embargo, existen varios esfuerzos desvinculados, entre ellos: 

1. Atlas de Riesgo ante eventos climáticos extremos creado por el Centro Mario Molina: con 

los insumos de todas las dependencias aquí representadas incluyendo el CENAPRED, incluye 

el riesgo de enfermedades provocadas por vectores como el paludismo y el dengue. (Dr. Juan 

Carlos Belausteguigoitia, Director Ejecutivo CMM, Secretario Técnico Consejo CC, Minuta 

CICC SE 05_13) 

2. Atlas de Riesgo Sanitario de COFEPRIS que incorpora el componente climático a partir de 

los trabajos de la CICC con el objetivo de estar preparados para modificar la infraestructura en 

salud y la comunicación de riesgos sanitarios (Mikel Arriola, Comisionado de COFEPRIS, 

Minuta CICC SE 05_13). 

3. Atlas de Riesgo de Inundación de CENAPRED y CONAGUA 

4. Atlas de Vulnerabilidad al Cambio Climático de INECC 

5. Atlas de riesgo estatales y municipales 

A pesar del rigor técnico invertido en cada uno de los Atlas listados, es difícil que la 

información se convierta en insumo para la toma de decisiones a diferentes escalas y niveles. 

Es evidente en este caso cómo un esfuerzo de síntesis e interpretación de la información sería 

instrumental para enfrentar los retos del cambio climático en México. 

Ha habido esfuerzos de integración, pero no han sido exitosos. Al interior de la CICC 

ha surgido la inquietud de coordinar los distintos esfuerzos que han generado Atlas de riesgo 

vinculados al cambio climático al menos en dos periodos. Inicialmente en 2013, el director de 

CENAPRED afirma que "valdría la pena formar un grupo de revisión del Atlas de Riesgo, 

pues CENAPRED y CONAGUA elaboran el Atlas de Riesgo de Inundación, con INECC el 

Atlas de Vulnerabilidad al Cambio Climático, mientras que la Coordinación Nacional de 

Protección Civil tiene el mandato de la Ley General de Protección Civil de supervisar la 

elaboración de los Atlas de Riesgo. Es importante sumar estos esfuerzos y que se 

complementen con la información que tengan en cada una de las instituciones" (Minuta CICC 
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SE 05_13, 2013). Tiempo después, en 2015, SECTUR propone un grupo de trabajo para 

consolidar los estudios de vulnerabilidad que ellos proporcionan a Estados y Municipios, a la 

demás información existente, incluyendo la de SEMARNAT (Sánchez Estrada, Minuta CICC 

SO 05_15:pg 7). 

Así como la propuesta del Subsecretario de Educación Superior de la Secretaría de 

Educación Pública (SEP) de trabajar con la Secretaria Técnica o el Subsecretario Lacy para 

"fortalecer y proponer temas en materia de educación superior" (Rojas Ávila, Minuta CICC 

SO 05_15: pg7). 

Sin embargo, en la dimensión estatal y municipal los funcionarios de instituciones 

vinculadas al cuidado del medio ambiente expresan que una de las actividades principales que 

realizan estado y municipio es el intercambio de información. Por ejemplo, de la Secretaría de 

Protección al Ambiente de Baja California (SPABC) la Dirección de Planeación y Política 

Ambiental  

El tercer nivel de coordinación incluye un intercambio formal de información con las 

organizaciones con quienes toman decisiones respecto a los recursos existentes para alcanzar 

un objetivo compartido. Un contraejemplo de esta comunicación sería el caso presentado por 

la Secretaría de Marina, al afirmar que sólo tres de las doce líneas de investigación pertinentes 

al cambio climático fueron incluidas en el PECC y que de esas tres sólo una cuenta con 

presupuesto (Vicealmirante Salvador Gómez Meillón, 2014 Minuta CICC SO_02_14: pg 8). 

Sin embargo, podría considerarse evidencia de control del órgano multisectorial sobre los 

recursos de uno de los miembros del sistema. 

 

Tabla 20. Análisis de la coordinación de la política de adaptación al cambio climático en 

México. 

  Coordinación Fortaleza Área de oportunidad 

Objeto Organizaciones 

Existe una Comisión 

Intersecretarial de Cambio 

Climático 

Sesiona relativamente poco 

y la participación de sus 

miembros queda más como 

un acto protocolario, carece 

de mecanismos para 

fortalecer sus iniciativas de 

manera institucional. 
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  Coordinación Fortaleza Área de oportunidad 

Atributos 
Comparten 

información 

Sí, para:  

1. La Evaluación de la 

Política Nacional de Cambio 

Climático, llevada a cabo por 

INECC.  

2. Actualización bianual de 

PECC 

3. El Sistema de Información 

de Cambio Climático (SICC) 

a cargo de INEGI.  

El SICC no vincula 

necesidades de información 

entre dependencias, no 

ofrece datos de los recursos 

utilizados, ni información 

actualizada. 

  

Reglas y 

responsabilidades 

claramente definidas 

Existen siete grupos de 

trabajo en la Comisión, con 

representantes de cada 

Secretaría. 

De acuerdo a la LGCC sí 

existe dicha separación. 

De acuerdo al Taller, 

distintos órdenes de 

gobierno consideran 

traslape en 

responsabilidades y no hay 

claridad en la definición de 

atribuciones. 

Nivel 1 

Intercambio regular 

de información entre 

organizaciones para 

alcanzar sus propias 

metas de forma más 

eficiente 

Atlas de Riesgo Sanitario de 

COFEPRIS incorporaría el 

componente climático.  

Atlas de riesgo ante eventos 

climáticos extremos del 

Centro Mario Molina 

realizado con información de 

CICC. 

Instancias estatales y 

municipales lo reportan 

como una actividad 

recurrente. 

Sinergias entre los distintos 

Atlas existentes. 

Propuesta de temas 

curriculares para Educación 

Superior 

 Nivel 2 

Intercambio formal 

de información con 

el cual las 

organizaciones 

deciden respecto a 

sus propios recursos 

y trabajan 

individualmente en 

alcanzar la meta 

común 
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  Coordinación Fortaleza Área de oportunidad 

 Nivel 3 

Intercambio formal 

de información con 

las organizaciones 

con quienes toman 

decisiones respecto a 

los recursos 

existentes para 

alcanzar un objetivo 

compartido 

 

No haber incluido en PECC 

todas las líneas de 

investigación pertinentes de 

la Secretaría de Marina, y 

no tener presupuesto 

asignado en las tres 

incluidas.  

Preguntas 

¿Existen objetivos compartidos entre organizaciones?;  

¿Las organizaciones establecen reglas y definen responsabilidades para la 

coordinación?;  

¿Las organizaciones comparten información?  
Fuente: Elaboración propia basado en Cejudo y Michel (2017) 

 

Coherencia de la política de adaptación al cambio climático 

La coherencia entre las políticas analizadas se enfoca en su diseño, en particular en las 

metas, las poblaciones objetivo y los instrumentos derivados de ellas (Cejudo y Michel, 2017). 

En este sentido actores clave de la CICC reconocen la importancia de la vinculación entre 

programas que comparten metas y población objetivo: “con el ánimo de crear sinergias entre 

la ENCC y el PECC con otras iniciativas del gobierno federal, así como con las instrucciones 

del presidente. Por ejemplo, el objetivo de reducir la vulnerabilidad y aumentar la resiliencia 

de la población podría coordinarse con la Cruzada Nacional contra el Hambre. … el presidente 

anunció la instalación del Consejo Nacional de Protección Civil, la creación de un Sistema 

Nacional de Alerta en México, que también constituye una forma de reducir la vulnerabilidad, 

particularmente ante eventos hidrometeorológicos. Al alinear Programas y crear sinergias se 

podrán reportar más avances en la ENCC", de acuerdo el director de CENAPRED, Enrique 

Guevara (Minuta CICC SE 05_13). 

Sin embargo, existe una falta de coherencia entre los objetivos presentados a nivel 

federal y los esfuerzos representados en las acciones a nivel local. Así la concurrencia de 

competencias entre distintos niveles de gobierno da lugar a una política poco coherente. Por 

ejemplo, la regulación de uso de suelo de competencia municipal en contraposición con 

instancias estatales cuyos objetivos de conservación se traslapan con dicha atribución. Como 

lo explican funcionarios de Secretaría de Protección al Ambiente de Baja California (SPABC) 

respecto a las inconsistencias en la implementación de planes o proyectos para la conservación 
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de la biodiversidad en la Dirección de Recursos Naturales (Taller RedSocioEcos, 

Cuestionario_6, 2017). Y es patente en los casos de incorporación municipal en Tijuana 

entendida como el “procedimiento que permite declarar como suelo urbanizado a los predios 

rústicos o a los predios intraurbanos no incorporados” (Reglamento de Zonificación y Usos 

del Suelo del Centro de Población de Tijuana, Baja California, 2010). 

Otro ejemplo de este reto es presentado por el caso de las ladrilleras en distintas 

comunidades del país. Mientras el Subsecretario Lacy las señala explícitamente como una 

fuente contaminación que debe ser controlada (Minuta CICC SO 10_15: pg 4) el trabajo de 

campo realizado en el Ejido Los Parga en Aguascalientes muestra que la población cuya 

actividad económica es la elaboración de ladrillos carece de un acompañamiento que 

contribuya a la transformación de su producción o transferencia tecnológica (Taller 

Participativo, 2017). Este tema es importante en el seno de la CICC ya que la reducción no 

condicionada de contaminantes planteada en las Contribuciones Previstas y Determinadas a 

Nivel Nacional (INDC, por sus siglas en inglés) se refieren específicamente a carbono negro 

(como uno de los contaminantes de vida corta) cuyos criterios de regulación no pertenecen al 

ámbito federal (Lacy, Minuta CICC SO 10_15: pg 4). 

Dicha estrategia de acompañamiento implicaría una serie de actividades por parte de 

las autoridades locales tales como SEBIDESO y SEDESO, en el ámbito Estatal; y 

SEMADESU y Consejo Consultivo Ciudadano de Medio Ambiente en el ámbito municipal. El 

último informe publicado cuenta con más de diez años de antigüedad, pertenece al año 2006 

(Proespa, 2006). Siguiendo las recomendaciones de política pública del INECC en este tema, 

resalta la necesidad de una “regulación desde el nivel federal reconociendo la falta de una 

iniciativa que apoye pero también vincule a los gobiernos locales, no es posible la solución sin 

el compromiso de los gobiernos de estados y municipios, pero se requiere una visión rectora 

nacional que guíe los esfuerzos”, así como el señalamiento de la importancia de un enfoque 

transversal, que facilite una perspectiva multidisciplinaria que reconcilie las visiones 

económicas, sociales y ambientales (INECC, 2016).  

Tales acciones estarían enfocadas en generar un diagnóstico compartido de la situación 

de esta actividad productiva, a partir del cual se podrían alinear las necesidades del sistema 

socioeconómico vinculado a la producción de ladrillos con los instrumentos de política pública 

pertinentes y generar iniciativas para el logro del objetivo de mitigación y adaptación al 
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cambio climático. Contar con un padrón de productores y caracterizar su sistema a través de 

un censo que capture información de combustibles (cantidad y tipo) dependientes económicos 

de dicha actividad, caracterización de las condiciones locales y del sistema socioeconómico en 

que se desarrolla dicha actividad, y exploración de alternativas económicas para las familias 

que se dedican a la producción de ladrillos. Datos en México y en Aguascalientes en términos 

de su importancia para dicho sector de la población.  

 

Tabla 21. Análisis de la coherencia de la política de adaptación al cambio climático en 

México. 

 Coherencia Fortaleza  Área de oportunidad 

Objeto 
Diseño de la política de un 

área  

Se hacen evidentes que los 

distintos intereses de los 

actores involucrados, no 

coinciden en la explicación 

causal de los retos que 

presenta el cambio climático 

en México. 

Atributos 

Metas de las políticas; 

instrumentos de las políticas; 

poblaciones objetivo de las 

políticas 

Reconocimiento 

de la 

importancia de 

sinergias entre 

programas que 

comparten 

metas y 

población 

objetivo. 

Impulsar la coherencia 

vertical de objetivos entre 

distintos niveles de gobierno. 

Ejemplos: ladrilleras así 

como uso de suelo y planes 

de desarrollo urbano. 

Nivel 1 

Las políticas pueden operar 

simultáneamente sin 

"interrumpirse" entre ellas, 

pero sin contribuir de una 

forma clara y diferenciada en 

resolver el mismo problema 

complejo 

 

 En este nivel se encuentran 

las distintas políticas; ya que 

Economía impulsa prácticas 

no alineadas con los objetivos 

de reducción de emisiones; 

mientras que SEMARNAT 

empuja iniciativas de mayor 

captura de carbono. 

Nivel 2 

Las políticas se 

complementan entre ellas y 

pueden contribuir al problema 

complejo 
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 Coherencia Fortaleza  Área de oportunidad 

Nivel 3 

Las políticas se 

complementan entre ellas 

para atender el problema 

complejo, y sería suficiente 

para hacerlos 

comprehensivamente 

    

Preguntas ¿Estas políticas se traslapan?   

 Distintas políticas se 

traslapan no sólo en términos 

presupuestales, sino en las 

explicaciones causales del 

problema público y en los 

compromisos internacionales. 

 

¿Estas políticas se refuerzan a 

entre ellas? 
  

 Estas políticas en vez de 

reforzarse, impulsan un 

desarrollo en sentido opuesto 

de las líneas de acción y los 

compromisos que suscriben 

con sus poblaciones objetivo. 

 

¿Estas políticas sirven al 

mismo gran objetivo 

(overarching)?  

  

A nivel discursivo sí 

presentan un objetivo común, 

pero no así a la hora de 

instrumentar sus políticas de 

acción. 

 ¿Estas políticas son 

suficientes para alcanzar el 

objetivo mayor (el del área de 

política)? 

    

 Fuente: Basado en Cejudo y Michel (2017) 

 

Integración de Política de Adaptación al Cambio Climático 

El análisis de la integración de la política se refiere al proceso de toma de decisiones de 

un conjunto de agencias y políticas a través de un organismo rector con capacidad (en 

términos de autoridad e información) para decidir sobre instrumentos necesarios para resolver 

el problema complejo (Cejudo y Michel 2017). Por ello, en este estudio se parte del análisis de 

la Comisión Intersecretarial del Cambio Climático que forma parte del Sistema Nacional de 

Cambio Climático. Sin embargo, es la Comisión el punto focal en donde se toman las 

decisiones de política pública, vinculando a los otros miembros del Sistema, por ejemplo es la 

Comisión la encargada de la instrumentación del Programa Especial de Cambio Climático 
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2014-2018 incluyendo la opinión de otros participantes del SINACC como el Consejo de 

Cambio Climático. Un aspecto relevante de este órgano es la participación de los titulares de 

las Secretarías de Estado o sus subsecretarios, dando lugar a un entorno de toma de decisiones 

estratégicas y de alto nivel, tales como acuerdos internacionales. A pesar de que la membresía 

de secretarios de estado le da un nivel alto a la Comisión, en la práctica su impacto es 

moderado, pues existe una baja participación de funcionarios de primer nivel; por ejemplo, por 

parte de la SHCP asistió al 12% de las reuniones. Este dato ilustra la desvinculación que existe 

entre los criterios presupuestales y las reflexiones al seno de la Comisión en dos sentidos: la 

necesidad de relacionar partidas presupuestales con líneas de acción específicas de la 

adaptación al cambio climático, y la disponibilidad de consulta del ejercicio de tales recursos 

en el Sistema de Información del Cambio Climático. 

En general la Comisión cuenta con capacidad de formulación de instrumentos para 

atender el objetivo y dar seguimiento a las acciones que se desprenden del PECC 2014-2018 

dependiendo del orden de las atribuciones correspondientes, ya que el suyo es el ámbito 

federal. Por ejemplo, no cuenta con atribuciones ante compromisos específicos, tales como 

que las ciudades de más de 50 mil habitantes tengan relleno sanitario, y la identificación de "la 

desconexión de los municipios de las plantas de tratamiento, y la necesidad de cambiar de 

aerobio a anaerobio. Habrá que llevar a cabo una modificación a nivel municipal" (Lacy, 2015 

Minuta CICC SO 05_15:pg5).  

Es decir, en el pleno de la Comisión se analizan decisiones y acuerdos internacionales 

tales como los presentados ante la ONU, OCDE y OACI. "México asumió la presidencia del 

Foro Internacional de Transporte de la OCDE en el cual se pretende abordar el papel del sector 

en el cambio climático. Asimismo, informó que la Organización de Aviación Civil 

Internacional (OACI) está trabajando en la implementación de bonos de carbono y que 

México está presidiendo dicha organización, por lo que considera oportuno encontrar las 

sinergias para trabajar e impulsar tanto el Foro en la OCDE como la aprovechar la presidencia 

de la OACI" (Yuriria Mascott, Subsecretaria de Transportes de la SCT, 2016 Minuta CICC 

SO 04_16). Dentro de las políticas que ha aprobado esta Comisión se encuentran: 

1. Formulación del PECC 2013-2018 que contó con el esfuerzo coordinado de las 

Secretarías Federales de gobierno, a través de los grupos de trabajo de la CICC, así como la 

inclusión de la perspectiva del Consejo de Cambio Climático presidido por el Dr. Mario 
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Molina. Adicionalmente, dicho PECC cuenta con presupuesto para cada línea de acción e 

incluye metas identificadas en los Programas Sectoriales de cada dependencia que contribuyen 

al esfuerzo climático y contiene un Atlas de Riesgo que identifica 319 municipios de alta 

vulnerabilidad” (Lacy, Minuta CICC SO 02_14: 10). En particular este último punto es 

cuestionado ya que en la Evaluación al PECC realizada por el INECC en 2017 se recomienda 

a la CICC “que todas las líneas de acción cuenten con una definición específica de recursos e 

identifiquen el programa presupuestario al que pertenecen” (INECC, 2017: 9). 

2. Decisiones ante COP 21  

3. Ratificación del Acuerdo de Paris (Minuta CICC SO 04_16) 

4. Contribución Nacional. 

 

Al analizar si la Comisión cuenta con una capacidad limitada para modificar aspectos 

operacionales y de diseño de los instrumentos de la estrategia en general tales como programas 

y agencias (Cejudo y Michel 2017), se encontró que en este sentido, el "condicionamiento de 

entrega de recursos para la reconstrucción de viviendas que incluyan criterios de cambio 

climático a raíz de los eventos ocurridos en Baja California" (Guerra, Minuta CICC SO 12_14: 

pg7) ejemplifica la existencia de tal capacidad. Sin embargo, la CICC no tiene la capacidad 

directa de redefinir el diseño, modificar la operación y reasignar responsabilidades y recursos 

con los que las agencias ya cuentan, sino que convoca a representantes de cada organismo a 

que se reúnan en los Grupos de Trabajo asignados y ahí se tomen las decisiones. 

Un aspecto fundamental para el análisis de la integración de política de adaptación al 

cambio climático es el reconocimiento de que los participantes organizacionales tienen 

objetivos individuales dirigidos en distintos sentidos. Por ejemplo, a pesar del programa 

ambicioso de la Secretaría de Energía para invertir en energías renovables, parte de sus 

esfuerzos sustantivos está en el uso de combustibles fósiles, mientras que la SEMARNAT se 

enfoca en el impulso a fuentes de energía limpia. De la misma forma que el desarrollo 

económico a través de las actividades productivas trae consigo mayores niveles de emisiones 

contaminantes, el cual es uno de los objetivos del país a nivel internacional dadas las 

convenciones y marcos suscritos. 
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Tabla 22. Análisis de la integración de la política de adaptación al cambio climático en 

México. 

Nivel Integración Conclusión Ejemplos 

 

Proceso de toma de decisiones 

de un conjunto de agencias y 

políticas 

Sí está presente el proceso a 

través de los grupos de 

trabajo que representan a las 

catorce Secretarías de Estado 

que conforman la CICC 

Elaboración de ENCC 

y el PECC (2013-

2018). 

Aprobación de 

propuesta para 

formular la 

contribución 

nacionalmente 

determinada de México 

ante UNFCC (CICC 

SO 12_14) 

 

Un organismo de toma de 

decisiones encargado de 

resolver el problema complejo 

Existe la CICC, en cuyas 

sesiones participan al menos 

siete Secretarios de Estado o 

Subsecretarios. 

Rodolfo Lacy, 

Subsecretario de 

Planeación y Política 

Ambiental de 

SEMARNAT y 

Presidente suplente de 

la CICC informa que 

"durante el primer 

bimestre de 2015 es 

obligatorio presentar 

ante SHCP el informe 

de avance del PECC 

2014-2018, por lo que 

es necesario que cada 

dependencia envíe los 

avances preliminares 

de sus líneas de acción 

contenidas en el 

Programa y sea muy 

responsable de su 

puntual seguimiento" 

(Lacy Minuta CICC 

SO 12_14: 4) 

1 

Capacidad limitada del 

organismo de toma de 

decisiones para modificar 

aspectos operacionales y de 

diseño de los instrumentos 

(programas y agencias) de la 

estrategia en general 

En general la CICC decide 

sobre instrumentos 

internacionales (COP 21, 

ratificación del Acuerdo de 

Paris, Contribución Nacional 

(INPC)), la posición de 

México frente a ONU, 

OCDE, OACI).  

Tiene retos en la creación de 

 La existencia del 

presupuesto para cada 

línea de acción es 

cuestionada en la 

evaluación INECC 

(2017) 
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Nivel Integración Conclusión Ejemplos 

instrumentos relacionados a 

las competencias de otros 

niveles de gobierno (estatal o 

municipal) 

En este sentido, el 

"condicionamiento de 

entrega de recursos para la 

reconstrucción de viviendas 

que incluyan criterios de 

cambio climático a raíz de 

los eventos ocurridos en Baja 

California" (Guerra, Minuta 

CICC SO 12_14: pg7) 

2 

El organismo de toma de 

decisiones tiene la capacidad 

de redefinir el diseño, 

modificar la operación y 

reasignar responsabilidades y 

recursos con los que las 

agencias ya cuentan 

La CICC ejerce estas 

facultades de manera 

limitada, toma decisiones 

que representan la visión 

nacional, pero no decide 

sobre los instrumentos y 

recursos. 

Ejemplo de ello es la 

solicitud de 

nombramiento y 

actualización del 

personal de las 

distintas Secretarías 

para los Grupos de 

Trabajo de la CICC 

(Minuta CICC SO 

05_15: 3). En cuanto al 

presupuesto, en 2013 

se incluye en la Ley de 

Egresos el presupuesto 

transversal de cambio 

climático (Anexo 15. 

Recursos para la 

Mitigación del Cambio 

Climático”, con 34.5 

mil millones de pesos 

(CMM, 2013)). Desde 

2016 es Anexo 16. 

Cuenta con 61.4 mil 

millones de pesos en 

2018. Sin embargo no 

es evidente la 

vinculación entre la 

asignación de los 

porcentajes o cuotas 

del Presupuesto de 

cada PP/UR y su 

contribución al logro 

de mitigación y 
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Nivel Integración Conclusión Ejemplos 

adaptación al cambio 

climático, tampoco se 

ve el rol de la SHCP al 

seno de la CICC. 

3 

El organismo de toma de 

decisiones tiene la capacidad 

de usar y modificar los 

instrumentos existentes 

(programas y agencias) y 

también de crear nuevas o 

eliminarlas 

    

 

¿Existe un mandato para 

atender el problema complejo 

con una teoría causal que 

involucra distintas 

organizaciones y políticas? 

    

 

¿Existe un organismo de toma 

de decisiones responsable de 

resolver el problema 

complejo? 

    

 

¿El organismo de toma de 

decisiones tiene la autoridad 

para modificar los programas, 

agencias, recursos humanos y 

financieros para contribuir a 

resolver el problema 

complejo? 

  

 Revisar el rol del 

Poder Legislativo en la 

aprobación del Anexo 

16, así como los 

criterios elaborados por 

SHCP 

 

¿El organismo de toma de 

decisiones tiene la 

información necesaria para 

guiar sus decisiones acerca de 

programas, agencias, recursos 

humanos y financieros para 

contribuir a resolver el 

problema complejo? 

Fondo para CC (recursos del 

Anexo 15 del Presupuesto de 

Egresos). Primer sesión 27 

de febrero de 2013, 

Secretario de SEMARNAT 

solicita en sesión de la CICC 

se nombre a un Director 

General que sea encargado 

de participar en dicha sesión. 

Minuta 1era Sesión 

Ordinaria 2013 

Fuente: Basado en Cejudo y Michel (2017) 

 

Tabla 23. Identificación de los elementos de integración propuestos por la AAE en la política 

de adaptación en México. 

Agencia 

Ambiental 

Las actividades 

regulares de 

Las 

responsabilidades 

Existe un 

departamento o 

Existen 

mecanismos para 
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Europea12 planeación, 

presupuestarias 

y de auditoría 

reflejan las 

prioridades de 

EPI 

ambientales se 

reflejan en el 

régimen de gestión 

interno (se refleja 

en los distintos 

departamentos y 

niveles) 

unidad 

estratégica 

dedicada (guiar 

y apoyar) a EPI 

asegurar 

coordinación y 

comunicación 

medioambiente-

sector (entre 

departamentos y 

entre niveles de 

gobierno) 

Fuente: AAE (2005) 

 

El logro en materia de adaptación al cambio climático fue definido en función de 

treinta actividades contenidas en la ENCC 2013-2018 y PECC, las cuales fueron agrupadas en 

siete categorías de análisis. 

1. Población 

2 Reducir vulnerabilidad de población cambio climático 

8 Resiliencia del sector social al cambio climático 

18 Preparación de la sociedad para proteger su salud en caso de eventos climáticos 

extremos 

 

2. Ecosistema 

3 Reducir vulnerabilidad de ecosistemas a cambio climático 

11 Mantener servicios ambientales de ecosistemas 

22 Protección a zonas forestales y sistemas de alerta de incendios forestales 

23 Implementación de planes o proyectos para la conservación de la biodiversidad 

 

3. Gobierno local 

4 Crear y fortalecer capacidades locales de respuesta 

14 Restricción de asentamientos en zonas de riesgo 

22 Protección a zonas forestales y sistemas de alerta de incendios forestales 

23 Implementación de planes o proyectos para la conservación de la biodiversidad 

 

                                                        
12 La AAE utiliza cuatro preguntas para evaluar en qué medida las administraciones reflejan la integración de 

políticas ambientales en su trabajo diario (Agencia Ambiental Europea, 2017) 
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4. Información 

5 Atlas Estatal de Riesgo 

7 Sistema de Información sobre el Cambio Climático 

19 Monitoreo de indicadores meteoro, marítimos y costeros y estudios geológicos 

24 Mapeo y modelación de impacto del cambio climático 

25 Concientización de adaptación al cambio climático en comunidades locales 

27 Elaboración de análisis costo-beneficio de implementar medidas de adaptación 

28 Transferencia tecnológica internacional 

29 Ampliación y modernización de la red de estaciones meteorológicas 

 

5. Fondos 

6 Fondo para el Cambio Climático 

15 Mejora de esquemas de seguros contra inundación 

 

6. Infraestructura 

9 Resiliencia de la infraestructura estratégica 

12 Protección de inundaciones (diques, represas, drenaje) 

13 Retención natural de agua (restauración de planicies, 

16 Refuerzo de protección de infraestructura costera 

 

7. Sistemas de producción 

10 Resiliencia de sistemas productivos al cambio climático 

21 Prácticas agrícolas sustentables (conservación de humedad, irrigación, …) 

26 Desarrollo de estrategias sectoriales de adaptación al cambio climático 

 

Es importantes destacar que una estrategia de integración de políticas presenta límites y 

su alcance está supeditado a la naturaleza del tema que trata. En materia de adaptación al 

cambio climático dicho límites se hacen evidentes entre las distintas visiones y objetivos de 

los actores que conforman la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático. Por otro lado,   

una avenida de investigación importante es identificar las condiciones bajo las cuáles la 

integración resuelve algunos problemas de política pública y en que situaciones no. Una 
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contribución de este capítulo es mencionar que la literatura teórica sobre integración debería 

de poner atención en qué tan alineados están los intereses de las dependencias involucradas. 

 

Conclusiones 

Partiendo de la premisa que la integralidad no es un objetivo en sí mismo en la toma de 

decisiones de política pública, sino una perspectiva que permitiría instrumentar y en último 

caso resolver una cuestión compleja, en este estudio se analizaron los factores que favorecen 

la integración de políticas, haciendo una propuesta relativa a la importancia de las condiciones 

endógenas de la problemática de referencia, a diferencia de las propuestas basadas en la 

caracterización de elementos de diseño e implementación. Esto es qué impacto tiene en el 

logro de la integración de políticas y en la solución del problema que su definición implique 

conflicto. 

El estudio realizado permitió identificar los cambios en las políticas públicas desde una 

perspectiva programática, es decir las modificaciones en las instituciones basadas en 

evidencia. Sin embargo, al contar con pocas medidas objetivas del logro de las políticas de 

adaptación al cambio climático, se consideraron dos tipos de insumos: por una parte, el gasto 

público, considerando la respuesta a fenómenos naturales erogada a través del Fondo de 

Desastres Naturales (Fonden) y el anexo transversal del presupuesto de egresos de la 

federación en materia de cambio climático. Por otro lado, los resultados de la evaluación al 

PECC 2014-2018 elaborada por el INECC que se complementa con las conclusiones de dos 

grupos de trabajo de la CICC (el Grupo de Trabajo de Políticas de Adaptación (GT-ADAPT) y 

el Grupo de Trabajo para el Programa Especial de Cambio Climático (GT-PECC)). 

Si bien el FONDEN no es un programa cuya meta sea reducir su gasto, la cantidad 

erogada en la respuesta a emergencias y desastres es una medida de la vulnerabilidad de la 

población ante los fenómenos naturales. Dicho monto ha mantenido su comportamiento en los 

últimos años con una ligera tendencia al alza (Presupuesto de Egresos de la Federación para el 

ejercicio fiscal: 2011 -2017), indicándonos que la exposición e impacto de dichos fenómenos 

en la población no se ha reducido. 

En cuanto al anexo transversal del presupuesto de egresos de la federación en materia 

de cambio climático presente en la Ley de Egresos desde 2013 “vincular el PECC con el AT-

CC —vigentes y subsecuentes— con objeto de que todas las líneas de acción del PECC 
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cuenten con una definición específica de recursos, e identifiquen el programa presupuestario al 

que pertenecen” (INECC, 2017) 

La política de adaptación al cambio climático es concebida de manera explícita con 

una naturaleza transversal (INECC, 2017: 14; Presidencia de República, 2016: 4) lo cual 

explica en parte los retos que existen para su coherencia, coordinación e integración. Incluso 

en el informe del Plan Nacional de Desarrollo 2016 la transversalización del tema es 

concebida como un logro (Presidencia de República, 2016: 4). 

Por otro lado, el peso real que tienen los grupos de trabajo como el GT-PECC al 

interior de la CICC es patente al ser ellos quienes dan seguimiento a las acciones del Programa 

y el pleno de la Comisión aprueba los acuerdos correspondientes. Dicho grupo reporta que 

menos de la mitad de las líneas de acción han alcanzado su meta propuesta para el año 2016 

(43% de acuerdo al INECC, 2017). Y algunas otras cuentan con un avance mucho menor de 

acuerdo al informe de logros 2016 (Presidencia de la República, 2016). Sin embargo, no todos 

los actores del Sistema Nacional de Cambio Climático tienen dicho nivel de injerencia, la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como la Cámara de Diputados no han 

desarrollado una metodología para la elaboración del anexo transversal de cambio climático 

que refleje criterios de adaptación y mitigación en vez de la asignación de cuotas o porcentajes 

de los presupuestos de unidades administrativas. 

Una discusión relacionada en teoría política se refiere a la contradicción entre los 

valores de consumo de la sociedad y su visión de desarrollo y los que requiere la adopción de 

una política de sustentabilidad por parte de los ciudadanos (Lane 2012; Lane y Rosenblum 

2017; Jamieson 2002, 2010, 2014; Thompson 2010). En este último sentido es pertinente la 

reflexión en torno a la coherencia entre los objetivos de las distintas políticas, tales como: 

económica, energética, de transporte y de agricultura y ganadería. 

Finalmente, los intereses contrapuestos de los actores que conforman el órgano 

multisectorial, tanto a nivel horizontal como vertical. A nivel horizontal las Secretarías de 

Estado tienen objetivos disímiles por ejemplo el impulso al desarrollo del sector hidrocarburos 

por parte de la Secretaría de Energía y el impacto de la Reforma Energética en el logro de la 

Contribución Determinada Nacionalmente (INDC); el mandato de crecimiento económico de 

la Secretaría de Economía; el debate respecto al uso de semillas modificadas genéticamente 

por parte de la Secretaría de Agricultura; entran en conflicto con el objetivo de protección y 
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conservación del medio ambiente de SEMARNAT. O en algunos casos ambivalentes como el 

impulso al turismo alternativo por parte de la Secretaría de Turismo que en su implementación 

conlleva al deterioro de los ecosistemas (SEMARNAT, 2010). 
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Conclusiones 

La naturaleza compleja de las políticas de adaptación al cambio climático ofrece un 

excelente caso para estudiar la integración de políticas públicas como reto de investigación. 

Esta investigación contribuye de manera importante a la literatura de integración de políticas 

mediante la sistematización de resultados de investigaciones empíricas, una laguna que ha sido 

señalada como presente en el desarrollo del área de estudio de la disciplina de las políticas 

públicas. En cuanto a la literatura de adaptación al cambio climático, en donde se ha 

privilegiado a los estudios sobre mitigación, la presente tesis aporta una perspectiva más 

completa e integradora al abordar el tema desde sus aspectos políticos, así como de políticas 

públicas, utilizando una perspectiva multinivel, en dos horizontes temporales. El análisis es 

multinivel al incluir la perspectiva local a través de información primaria obtenida en trabajo 

de campo desarrollado en comunidades periurbanas de los estados de Aguascalientes y 

Sonora, y a nivel federal con el análisis del trabajo realizado por la Comisión Intersecretarial 

de Cambio Climático y los compromisos suscritos por México antes organismos 

internacionales. Si bien el análisis institucional llevado a cabo en el estudio de casos incluye la 

comprensión de los antecedentes dados por la evolución del problema de escasez, el estudio se 

lleva a cabo en un momento preciso, mientras que el estudio de la implementación de la 

política de respuesta a emergencia aborda de manera explícita en los resultados una 

perspectiva temporal continua por medio del análisis a través del tiempo, de los once años de 

estudio de las solicitudes y autorizaciones de declaratorias.  

Este estudio tiene contribuciones tanto teóricas como empíricas. En el aspecto teórico, 

contribuye a la literatura sobre integración de políticas y sobre implementación. Sobre 

integración, se realiza estudiando los elementos que contribuyen al logro de los objetivos de la 

política, se comprueba la importancia de factores endógenos, tales como la multiplicidad de 

definiciones de teorías del cambio por parte de los actores involucrados. En el aspecto 

empírico, presenta una serie de análisis que no se habían desarrollado anteriormente a partir de 

la información obtenida mediante solicitudes de información pública, trabajo de campo, 

entrevistas semi-estructuradas, observación participativa y grupos de enfoque. El tipo de 

estudio realizado en esta tesis es tanto cuantitativo como cualitativo. Para la perspectiva 

cuantitativa se construyeron dos bases de datos. La primera es una base a nivel municipal 

(N=27027) que contiene la cantidad de declaratorias autorizadas por municipio durante el 
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periodo de enero 2006 a diciembre de 2016, identificadas a través de su clave geoestadística, 

mostrando la ocurrencia de elecciones locales, el nivel de lluvia, la distancia a la capital de la 

entidad y su población. La segunda base (N=778), es a nivel estatal para el periodo 2006 a 

2016, identificada a través de su clave geoestadística, muestra la solicitud de declaratorias, la 

cantidad de municipios relacionada a cada declaratoria, nivel de afectación estatal (medido por 

la proporción de municipios afectados), ocurrencia de elecciones locales, así como las fechas 

de solicitud y de inicio y fin del fenómeno perturbador. 

Adicionalmente se llevó a cabo trabajo de campo en los estados de Aguascalientes y 

Sonora, en comunidades periurbanas que sufren escasez de agua y se realizó un taller 

participativo en la Ciudad de México que recogió la perspectiva de las acciones de adaptación 

al cambio climático en los tres niveles de gobierno, tanto por funcionarios públicos, como por 

empresarios y académicos. Estos trabajos nos ofrecieron la información para poder construir 

un cuerpo de análisis para el estudio heurístico de los factores que refuerzan o debilitan los 

principios del IAD utilizando el programa Atlas.ti. Esta base de datos cualitativa presenta la 

codificación de dieciséis categorías a partir de la información de campo, de la dinámica 

participativa en la Taller de Alto Nivel y los cuestionarios completados por los miembros de la 

red de temática de investigación de Conacyt (RedSocioEcos).  

En el desarrollo de los ensayos, se presentan en primer lugar un análisis de integración 

de políticas, seguido de un análisis de efectos electorales de las políticas de desastres y 

cerrando con un estudio institucional de las estrategias de adaptación en la escala subnacional.  

El primer ensayo identifica los factores que influyen en el logro de los objetivos de 

adaptación al cambio climático a partir de la perspectiva de integración de políticas. Encuentra 

que la naturaleza del problema impide que la sola integración de políticas sea una herramienta 

suficiente para alcanzar la solución del problema complejo, esto debido a la multitud de 

visiones en la conceptualización de las teorías del cambio por parte de los actores que forman 

parte del organismo multisectorial que encabeza el esfuerzo. Es decir, frente a problemas tales 

como el combate a la pobreza, se ha instrumentado una explicación causal y una definición de 

soluciones compartidas por los principales actores, que si bien enfrentan retos importantes de 

implementación, coordinación y coherencia, encuentran en la integración de políticas una 

vehículo que los lleva a tal fin. El énfasis de este análisis tuvo el objetivo de explicar las 

variaciones en la organización de la política de adaptación al cambio climático y del programa 
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de respuesta a emergencias. Identificando la presencia de una serie de características que 

limitan el cambio en la política y en la práctica, así como las consecuencias de la regulación 

actual de la gestión de emergencias en México. A nivel de organizaciones formales existe un 

catálogo importante de ordenamientos en los tres niveles de gobierno alineados con los 

objetivos de adaptación al cambio climático, sin embargo, dichos esfuerzos resultan 

fragmentados, redundantes y poco eficientes ante la falta de coordinación en las actividades 

que emprenden. 

El segundo ensayo analiza las características de implementación de la política de 

respuesta a emergencias a través del estudio tanto de las solicitudes como de las concesiones 

autorizadas frente a la ocurrencia de procesos electorales locales. Encontrando indicios de una 

influencia de la ocurrencia de elecciones en la autorización de recursos de emergencia por 

fenómenos naturales. Este estudio se logró utilizando un modelo panel usando una base de 

datos propia que recoge información de once años a nivel municipal. Este tema ha sido 

estudiado de forma intensiva por la economía política a partir del análisis del uso de los 

recursos federales de respuesta a emergencias y los desastres naturales, sin embargo, los 

hallazgos de estos trabajos carecen de una explicación correspondiente desde el ámbito 

institucional. Es decir, estos estudios no ahondan en los mecanismos causales que pueden 

observarse desde la teoría de las organizaciones y en el ámbito institucional ¿qué procesos 

explican este comportamiento? La literatura en torno a las políticas públicas de respuesta a los 

desastres naturales ha tenido un gran eco en el campo de la economía política y la elección 

pública, basando sus análisis de la toma de decisiones en modelos agente-principal y los 

relacionados con respuestas a incentivos electorales. En esta tesis se ofrecen explicaciones 

alternativas a dichos modelos de respuesta a emergencias a través de la identificación de los 

determinantes institucionales para mostrar por medio de qué procesos se toman las decisiones, 

qué mecanismos operan y de qué forma impactan en las decisiones de la política pública de 

respuesta.  

El tercer ensayo presenta un análisis institucional de los factores que contribuyen a la 

adaptación al cambio climático, encontrando los siguientes elementos que caracterizan el 

proceso estudiado: la falta de mecanismos de resolución de conflictos, los pocos mecanismos 

de inclusión de los afectados en la formulación de las leyes que los atañen así como las 

condiciones sociodemográficas que potencian su vulnerabilidad tales como falta de capital 
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social y bajo nivel educativo. Una de las reflexiones de mayor importancia respecto al tema 

tratado en esta investigación es acerca del efecto que tiene la formulación de la política federal 

de gestión de emergencias en la capacidad de respuesta y resiliencia de las comunidades 

locales ante escasez de agua. Considerando que dichas condiciones no son eventos aislados e 

inesperados, sino procesos diacrónicos que se construyen socialmente. Es decir, qué 

implicaciones tiene esta política para la formación de capacidades institucionales locales de 

adaptación al cambio climático, y qué lecciones pueden obtenerse de dicha definición para 

otras administraciones en el marco del cambio climático. El análisis institucional se llevó a 

cabo utilizando una base de datos de texto construida a través del trabajo de campo y 

recopilando las visiones de diversos actores del sistema de adaptación al cambio climático. De 

tal forma que se encuentra una brecha entre las explicaciones locales y los referentes 

institucionales y organizacionales. 

Tomados en conjunto, los tres ensayos presentan un panorama de la situación de la 

integración de PACC. En esta investigación se identificaron las características institucionales 

que pueden acercar al gobierno mexicano a tener un sistema de adaptación al cambio climático 

eficiente. Así como conocer los elementos que facilitarían un balance o resolver la tensión 

entre los peligros que supone una respuesta pronta -cercana una línea de mando autocrática- y 

una que se quede entrampada en la lentitud de los procesos burocráticos y de trámites 

excesivos. Esta paradoja se encuentra presente en la discusión de las implicaciones del legado 

de la NGP (la cual impulsa una reducción de trámites y la concesión de servicios públicos a 

actores privados) versus los requisitos de la teoría de rendición de cuentas con el impulso a la 

documentación y aplicación de criterios previamente definidos que inhiban la discrecionalidad 

y por ende den entrada a un mal uso de los recursos, además del reto que presenta el impulso a 

la especialización desde la NGP y la necesidad de instituciones que abarquen la complejidad 

de un tema tal como la adaptación al cambio climático. Si bien la respuesta a emergencias es 

una dimensión de la adaptación, el peso que se le ha dado en México, al menos a nivel 

presupuestal, no contribuye a la creación de estrategias locales ni al desarrollo de capacidades 

de adaptación en un sentido amplio en la escala subnacional. Encontramos que un conjunto de 

factores endógenos tales como el tipo de problema de referencia y las condiciones 

estructurales de las poblaciones afectadas, inciden en el potencial de la integración de políticas 

para el logro de los objetivos de problemas complejos. Demostramos que la capacidad técnica 



128 

dada por los niveles de competitividad local no contribuye de manera suficiente a la 

implementación de las acciones de adaptación, sino que la carencia de formas de 

instrumentación de los principios del IAD son de capital importancia. Adicionalmente, se 

comprueba la incidencia de factores electorales en la implementación de la política de 

respuesta a emergencias. Se observa que en la conceptualización multifactorial de los efectos 

del cambio climático se incluyen diversos ámbitos vulnerables en los que podrán 

implementarse acciones de adaptación. Adicionalmente a las necesidades transversales de la 

perspectiva de género, justicia social e inclusión de minorías.  

Finalmente, una última contribución de esta tesis es la presentación de propuestas de 

política pública para resolver problemas complejos de adaptación al cambio climático en 

contextos subnacionales. Dentro de las recomendaciones de política pública se debe 

reconsiderar la descentralización como una forma de incorporar el conocimiento local en las 

políticas públicas, es decir la experiencia y la información específica de las circunstancias 

locales puede ser incorporada. Ya que las comunidades y poblaciones locales tienen mejor 

información acerca de sus necesidades que los gobiernos centrales; sin olvidar que dicho 

proceso de colecta de información tiene un costo, que puede limitar la acción del gobierno 

local por obtener la información (Treisman 2007). Skocpol plantea, retomando la aportación 

de Heclo en “Modern Social Politics in Britain and Sweden”, la gran influencia que tienen los 

funcionarios locales en la determinación del contenido y la forma de desarrollo de las políticas 

oficiales, incluso en los sistemas constitucionales basados en sistemas de contrapesos como la 

división de poderes y el sistema de partidos (Evans et al 1985). Esta situación, aunque 

representa un riesgo en la formulación de políticas públicas a nivel local, es también la 

principal oportunidad con que se cuenta para la generación de capacidades locales adecuadas, 

trayendo consigo una mejora en la resiliencia de la comunidad. En este mismo sentido se 

retoma la propuesta de instrumentación a nivel local de los objetivos nacionales de la 

Comisión Intersecretarial de Cambio Climático, por ejemplo: en materia de transformación 

productiva para la reducción de emisiones contaminantes de vida corta.  

Por otro lado, la evidencia dada por el estudio de implementación de la política de 

respuesta a emergencias invita al FONDEN a enfrentar el reto planteado por una asignación de 

recursos que muestra indicios de un efecto electoral. Considerando que el sesgo puede 

provenir de las solicitudes realizadas por los ejecutivos estatales y que existe un 
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comportamiento diferenciado geográficamente, se recomienda instrumentar con mayor rigor 

las condiciones de otorgamiento repetido acompañando a las autoridades locales a fortalecer 

su capacidad de resiliencia. 
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ANEXOS 

 

ANEXO 1. Contenido de la base de datos municipal de declaratorias autorizadas 2006-2016. 

observaciones 27,027    

variables 9    

tamaño 1,054,053    

Nombre de la 

variable 

Tipo de 

almacenamiento 

Formato Etiqueta 

de valor 

Etiqueta de variable 

t Int %10.0g  Año 

minutos Int %10.0g  distancia en minutos a 

capital estatal 

kms Doublé %10.0g  distancia en kms a 

capital estatal 

lluvia Doublé %10.0g  lluvia máxima estatal 

mensual 

declara Int %10.0g  días con declaratoria de 

emergencia 

elec Byte %10.0g  elecciones 

mun Long %8.0g mun clave municipal de 

INEGI 

pobla_1 Doublé %10.0g  población 

veda1 Long %8.0g veda veda electoral 

sorted by mun t     
Fuente: elaboración propia 
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ANEXO 2. Estadísticos descriptivos de las variables a utilizar de la base de datos de 

declaratorias de emergencia autorizadas a nivel municipal en el periodo 2006-2016 

Variable Observaciones Media 
Desviación 

Estándar 
Mínimo Máximo 

t 27,027 2011 3.1623 2006 2016 

minutos 27,027 153.6577 104.2049 0 613 

kms 27,027 150.0121 106.7997 0 628 

lluvia 27,027 107.979 85.4719 0 803 

declara 27,027 8.8501 29.2712 0 457 

elec 27,027 .3934 .4885 0 1 

mun 27,027 1231.831 710.0963 1 2461 

pobla_1 27,027 48005.91 132252.4 87 1836582 

veda1 27,027 99.0407 13.87264 1 171 
Fuente: Elaboración propia 
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ANEXO 3. Descripción de la base de datos de declaratorias de emergencia autorizadas 

durante 2006-2016 a nivel municipal. 

Descripción de la base de datos y libro de códigos. 

 Fuente: Base de datos propia, construida con información de CENAPRED, Fonden, 

DOF, Inegi. 

 Unidad de análisis: municipio 

 Marco temporal: 2006 a 2016 

 Número de observaciones: 27,027 

La información a analizar proviene de una base de datos propia construida con información de 

Inegi, DOF, Fonden, Institutos Estatales Electorales y Conagua. 

Para la construcción de la base de datos se siguió el siguiente proceso: 

1. Se investigaron las declaratorias de emergencia emitidas por el gobierno federal en el 

periodo comprendido de enero 2006 a diciembre 2016 a partir de tres fuentes: de la 

información publicada en el portal de internet del FONDEN, de la respuesta a una 

solicitud de información elaborada a través del IFAI a la Dirección General de Protección 

Civil para los años 2006 a 2008 y de la revisión del Diario Oficial de la Federación. 

2. Se agregó la información descriptiva de cada declaratoria: lista de municipios afectados, 

tipo de fenómeno natural, fecha de inicio y término del fenómeno, fecha de inicio y 

término de la declaratoria de emergencia. 

3. Para obtener la distribución geográfica de las declaratorias de emergencia, se clasificó por 

entidad federativa y municipio, con la clave de identificación del marco geoestadístico de 

INEGI para todos los municipios del país en ambos niveles. 

4. Se agregaron las fechas de la jornada electoral en caso de haberse celebrado elecciones 

locales (de gobernador y alcaldes) en cada municipio del periodo y se elaboró una variable 

dummy que muestra si hubo un proceso electoral durante el año en curso. 

5. Se incluyeron dos medidas de distancia entre los municipios y la capital de la entidad a la 

que pertenecen, representadas en kilómetros y minutos. Qué tan lejos están y cuánto 

tiempo se requiere para llegar. De acuerdo al sistema “Traza tu ruta” de la SCT y en caso 

de no contar con la información se estimó a partir de la plataforma de Google Maps. 
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ANEXO 4. Cuestionario acerca de las acciones de adaptación al cambio climático en redes de 

gobernanza 

Las siguientes preguntas tienen el objetivo de conocer la postura de distintas 

organizaciones respecto a temas de adaptación al cambio climático, así como la opinión de 

expertos de los ámbitos académicos y de la administración pública. La información obtenida 

servirá para la elaboración de un reporte acerca de la situación actual en materia de adaptación 

al cambio climático. El cuestionario cuenta con tres tipos de preguntas sí/no; opción múltiple 

(responda con una x la opción que elija) y preguntas abiertas. 

 

Opcional: Indique su nombre y correo electrónico 

_________________________________________________ 

 

1. Indique el nombre de la organización a la que pertenece 

_________________________________________________ 

 

2. Indique la región o estado en la que se encuentra 

_________________________________________________ 

 

 3. Seleccione el tipo de organización a la que pertenece en su ámbito laboral 

 Gobierno federal  ONG 

 Gobierno estatal  Academia 

 Gobierno municipal  Otra. Especificar: 

 

4. Describa brevemente la actividad o actividades principales de su organización 

____________________________________________________________________________ 

 

5. ¿Considera que algunas de sus actividades están relacionadas con políticas de cambio 

climático?  

 Sí  No 

 

6. Si respondió sí a la pregunta anterior, descríbalas brevemente 

____________________________________________________________________________ 

 

7. Indique su ámbito de especialidad 

____________________________________________________________________________ 

  

8. A continuación se mencionan acciones relacionadas con el cambio climático. Si su 

organización lleva a cabo alguna acción (programa, producción de información, 

financiamiento, proyecto, etc.) vinculada a la actividad enlistada por favor descríbala 

brevemente. Si no la realiza, por favor marque una x 
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Actividad Descripción de la actividad que 

realiza su organización 

1. Garantizar el derecho a un medio ambiente sano  

2. Reducir la vulnerabilidad de la población a los efectos 

del cambio climático 

 

3. Reducir la vulnerabilidad de los ecosistemas a los 

efectos del cambio climático 

 

4. Crear y fortalecer las capacidades locales de respuesta 

a los fenómenos naturales 

 

5. Participar en la elaboración del Atlas Estatal de 

Riesgo 

 

6. Intervenir en el Fondo para el Cambio Climático  

7. Contribuir en la elaboración del Sistema de 

Información sobre el Cambio Climático 

 

8. Aumentar la resiliencia del sector social ante los 

efectos del cambio climático 

 

9. Aumentar la resiliencia de la infraestructura 

estratégica ante los efectos del cambio climático 

 

10. Aumentar la resiliencia de los sistemas 

productivos ante los efectos del cambio climático 

 

11. Conservar y usar de forma sustentable los 

ecosistemas y mantener los servicios ambientales que 

proveen 

 

12. Protección de inundaciones (elevar diques, aumentar 

represas, mejorar sistemas de drenaje) 

 

13. Retención natural de agua (restauración de planicies 

de inundación, cambios de uso de tierra) 

 

14. Restricción de asentamientos en zonas de riesgo  

15. Mejora de esquemas de seguros contra inundación  

16. Refuerzo de protección de infraestructura costera  

17. Mejora de respuesta a desastres (reacción en 

situaciones climatológicas extremas, sistemas de alerta de 

inundación y sequía) 

 

18. Mejora de preparación de la sociedad para proteger su 

salud en caso de eventos climatológicos extremos 

 

19. Monitoreo de indicadores meteorológicos, marítimos 

y costeros y estudios geológicos 

 

20. Planeación adecuada de uso de suelo considerando 

impactos del cambio climático 

 

21. Promoción de prácticas agrícolas sustentables  
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Actividad Descripción de la actividad que 

realiza su organización 

(conservación de humedad, mejora de irrigación, 

prevención de erosión, gestión integral, variedad de 

cultivos) 

22. Aumento de protección a zonas forestales y mejora de 

sistemas de alerta de incendios forestales 

 

23. Implementación de planes o proyectos para la 

conservación de la biodiversidad 

 

24. Mapeo y modelación de impacto del cambio 

climático 

 

25. Concientización de adaptación al cambio climático en 

comunidades locales 

 

26. Desarrollo de estrategias sectoriales de adaptación al 

cambio climático 

 

27. Elaboración de análisis costo-beneficio de 

implementar medidas de adaptación al cambio climático 

 

28. Transferencia tecnológica internacional  

29. Ampliación y modernización de la red de estaciones 

meteorológicas 

 

30. Otras medidas de adaptación: 

 

 

 

 

9. De las actividades anteriores (que ahora aparecen sólo con palabras clave), y considerando 

sólo aquellas en las que su organización realiza alguna acción, por favor describa la 

colaboración con otras organizaciones o personas en términos de qué recursos recibe o provee 

y qué retos ha enfrentado.  

Actividad ¿Con quién 

colabora? 

¿Qué recursos 

intercambia: 

información, 

ideas, fondos? 

¿Qué retos ha 

enfrentado? 

1. Derecho a medio ambiente 

sano 

   

2. Reducir vulnerabilidad de 

población cambio climático 

   

3. Reducir vulnerabilidad de 

ecosistemas a cambio 

climático 
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Actividad ¿Con quién 

colabora? 

¿Qué recursos 

intercambia: 

información, 

ideas, fondos? 

¿Qué retos ha 

enfrentado? 

4. Crear y fortalecer 

capacidades locales de 

respuesta a fenómenos 

naturales 

   

5. Atlas Estatal de Riesgo 

 

   

6. Fondo para el Cambio 

Climático 

   

7. Sistema de Información 

sobre el Cambio Climático 

   

8. Resiliencia del sector social 

al cambio climático 

   

9. Resiliencia de la 

infraestructura estratégica al 

cambio climático 

   

10. Resiliencia de sistemas 

productivos al cambio 

climático 

   

11. Mantener servicios 

ambientales de ecosistemas 

   

12. Protección de inundaciones 

(diques, represas, drenaje) 

   

13. Retención natural de agua 

(restauración de planicies, 

uso de tierra) 

   

14. Restricción de 

asentamientos en zonas de 

riesgo 

   

15. Mejora de esquemas de 

seguros contra inundación 

   

16. Refuerzo de protección de 

infraestructura costeraº 
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Actividad ¿Con quién 

colabora? 

¿Qué recursos 

intercambia: 

información, 

ideas, fondos? 

¿Qué retos ha 

enfrentado? 

17. Mejora de respuesta a 

desastres (reacción en 

situaciones climatológicas 

extremas, sistemas de alerta 

de inundación y sequía) 

   

18. Mejora de preparación de la 

sociedad para proteger su 

salud en caso de eventos 

climatológicos extremos 

   

19. Monitoreo de indicadores 

meteorológicos, marítimos 

y costeros y estudios 

geológicos 

   

20. Planeación de uso de suelo 

considerando impactos del 

cambio climático 

   

21. Promoción de prácticas 

agrícolas sustentables 

(conservación de humedad, 

mejora de irrigación, 

prevención de erosión, 

gestión integral, variedad de 

cultivos) 

   

22. Aumento de protección a 

zonas forestales y mejora de 

sistemas de alerta de 

incendios forestales 

   

23. Implementación de planes o 

proyectos para la 

conservación de la 

biodiversidad 

   

24. Mapeo y modelación de 

impacto del cambio 

climático 

   

25. Concientización de 

adaptación al cambio 

climático en comunidades 

locales 
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Actividad ¿Con quién 

colabora? 

¿Qué recursos 

intercambia: 

información, 

ideas, fondos? 

¿Qué retos ha 

enfrentado? 

26. Desarrollo de estrategias 

sectoriales de adaptación al 

cambio climático 

   

27. Elaboración de análisis 

costo-beneficio de 

implementar medidas de 

adaptación al cambio 

climático 

   

28. Transferencia tecnológica 

internacional 

   

29. Ampliación y 

modernización de la red de 

estaciones meteorológicas 

   

30. Otras medidas de 

adaptación… 

 

   

 

 


